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PRÓLOGO. 



Agotada lá primera edición que dé és- 
ta obra publiqué en 1869, quedó empe- 
ñada mi gratitud por el favor con que 
ha sido recibida en todas las Universi- 
dades de la República, y resolví, satisfa- 
ciendo gustoso la bondadosa insinuación 
de personas cuya cempetencia me hon- 
ra, dar una segunda, que espero será 
mejorada sobre aquella, sino en lo sus- 
tancial de la obra, como es mi deseo, al 
menos en la parte material y tipográfica 
de la impresión. 

He revisado cuidadosamente la obta 
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toda, con vista de las de Bluntschli, 
HefFter y Calvo, últimamente publica- 
das, y atendiendo á las correcciones qué 
hacia indispensables la brevedad del 
tiempo en que la dicté á principios del 
año escolar en que debia estudiarse. 

Me ha parecido también oportuno ci- 
tar nuevos ejemplos que hagan aun mas 
comprensibles algunas teorías, sin em- 
bargo de estar ellas escritas en un len- 
guaje que las pone al alcance de todas las 
intelijencias; circunstancia para mí del 
mayor interés y á la que con particular 
preferencia he querido atender. 

Es de notar como, ninguno de los tra- 
tadistas franceses ni americanos, que co- 
nocemos, si se esceptúa Calvo, han he- 
cho mención, siquiera la mas lijera de 
la doctrina denominada de Monroe^ que 
forma cabalmente una de las bases del 
Derecho Práctico Americano. 

Por mi parte, he creído de absoluta 
necesidad suplir en alguna manera esa 
omisión que considero grave, dando acá 
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un resumen de lo que aquella teoría im- 
porta, procurando dejar conocer la Wea 
completa, de un modo tan breve y claro, 
como lo permite el uso de la concisión á 
que me obligan las reducidas dimensio- 
nes de esto manual. 

Lo propio tengo hecho con la parte re- 
lativa á «las intervenciones» y al «cere- 
monial marítimo» que se encuentra 
agregada en la presente edición. 

Por lo demás, lejos de haberme sido 
precisa variar algo en lo sustancial de 
las doctrinas espuestás, he tenido la sa- 
tisfacción do ver confirmadas aun las 
nuevas teorías, que en varios puntos y 
no sin alguna timidez, dejé consignadas 
en mi texto, obedeciendo á un sentimien- 
to de equidad natural que no pude de- 
soir y siguiendo las notas de los escrito- 
res liberales Ferreira, Vergé y Pradier- 
Fodéré. 

Y esa confirmación ha sido hecha, no 
solo por varias publicaciones importan- 
tes recientemente da^a^, á,Juz por Blun 
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tschli, Fiore y otros publicistas eminen- 
tes, sino aun en varios puntos, por el cur- 
so de esa misma guerra franco-prusiana 
de 1869, calificada por muchos de ruda 
y salvaje, y que sin embargo ha sido 
iniciada por declaraciones que proceclien- 
do de ambas potencias belijerantes, sig- 
nifican de por si un verdadero home- 
naje á las doctrinas consagradas por el 
Derecho Moderno. 

La-Paz, 2 de Febrero de 1874. 



PRÓLOGO 

DE tA PRIMERA EDICIÓN. 



La notable falta de un texto que sirva en la 
Universidad para la enseñanza del Derecho ínter* 
nacional y me ha impulsado á emprender la penosa 
tarea de redactar uno que pudiese reunir al menos 
las condiciones que son indispensables en una 
obra destinada á la enseñanza. 

Comprendo cuan ardua es la empresa, cuando 
se trata de llevarla debidamente á cabo. Sé cuan 
dificil es poder conciliar la claridad y la concisión, 
encerrando en un pequeño volumen todos los 
elementos esenciales de una ciencia; conozco tam- 
bién, con cuanta facilidad se despierta la severa 
critica de los qjie no se deciden á luchar ellos mis« 
mes con esas dificultades. Mas, si tal considera* 
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eion pudo en un prínoipio ocasionarme algnn de- 
saliento, el deseo y la esperanza de oontribuir en 
algo al bien de mi pais, me han decidido á llevar 
adelante mi propósito. 

No existen en la Eepública sino dos textos: el 
del señor Mora, que al inconveniente de no rejis- 
trar ninguna de las innovaciones y adelantos de la 
ciencia, agrega el de ser incompleto; y la muy es- 
timable obra del señor Bello, que desgraciadamen- 
te se halla lójos de ser un compendio apropiado á 
la instrucción. Demasiado estensa en algunos 
puntos, en que luce una erudición propia mas 
bien de una obra de consulta, carece en otros, de 
rudimentos. esenciales al aprendizaje. 

Sensible es manifestar ademas, que ella se 
resiente en muchos puntos de las ideas que domi- 
naron en la época en que el autor publicó su pri- 
mera edición (1882) y cuya influencia sobre éste, 
se deja notar aun, en aquella, después de las refor- 
mas hechas por él mismo, en la que últimamente 
ha dado a luz en 4864. Subsisten, pues, alli al- 
gunas teorías fundadamente combatidas por los 
publicistas modernos, y que la ciencia actual pa- 
rece haber dejado ya entre los errores que tras si 
va acumulando el progreso de las ideas. 

Ciertamente no debe esperarse encontrar oriji- 
nahdad en una materia en que la mayor semejan- 
za, é id^ntidad^e^^'meipidís y-doctrm^bs .7 liftstitt 



de palabras, forma preoisamente la bage de su 
mérito, y en que i)or lo mismo no le han tenido 
completa, ni aun los maestros y fundadores do la 
oiencia; los cuales (Vattel, MaHens, Ortolan, etc.) 
se han limitado á agregar algunas opiniones é 
ideas á la obra de sus antecesores, que á su vez 
(Alberico Gentili, Grocio, Puffendorf, etc.), no han 
podido ni debido hacer otra cosa que compilar y 
trasladar á las suyas, las opiniones y relatos de 
los historiadores antiguos, las prácticas mas usua- 
les de su tiempo, las consignadas en la ley fedal 
de los romanos y las invariables prescripciones 
del Derecho Natural. 

Mi trabajo se ha reducido, pues, á extractar to- 
do lo que he encontrado de mas esencial y avan- 
zado en las obras de los publicistas modernos. 
Para ello he tenido á la vista las obras de PhiUi- 
more; Vattel, anotada por Pinheiro Ferreira y 
Pradier-Fodéré (ed. de 1863); Martens, anotado 
por Pinheiro Ferreira y comentado por Ch. Ver- 
gé (ed. de 1864); Elüber, anotado y completado 
por A. Ott(ed. de 1861), Ortolan, Hautefeille; las 
dos obras de Wheaton y la íütima edición del se- 
ñor Bello. 

Podría repetir con respecto á varios trozos de 
esta obra, las frases consignadas por el señor Be- 
llo en el prólogo Aq la suya. • No he trepidado en 

« adopti^r ^tera^meuto el texto ,49 19^ autores quo 
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c sigo, atmqne siempre compendiándolo y gnar- 
« dando la debida consonancia y uniformidad én 
« las ideas y el lenguaje. » 

En el curso de mi trabajo he encontrado mu- 
chas veces en contradicción las opiniones de los 
autores, y entonces, previa exposición de todas 
ellas, me ha sido forzoso dar la mia ú optar por la 
que me ha parecido mas conforme con la justicia 
y el espíritu del siglo. 

He creído ademas, necesario, consignar algunos 
ejemplos, que faciliten la intelijencia de las doc- 
trinas que tienen algo de abstracto ó poco com- 
prensible, y las principales razones en que se fun- 
dan, absteniéndome de espresar aquellas que por 
su triviahdad, se hallan al alcance de todos, y que 
habrían sido por lo mismo inútiles y completamen- 
te superfinas. 

Si mi trabajo llega á ser útil á la juventud, lle- 
nando en alguna manera, la sentida falta de un 
texto que facilite sus estudios, habré alcanzado el 
único premio á que aspiro. 

'La Paz, Marzo de 1869. 

:^^ed$t[ioo Biez de Wedina. 
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§. 1. DEFINICIÓN DEL DERECHO INTEBNACIONAL, SUS 

DIFERENCIAS CON EL jus-gentium Y analogía CON 

EL ju8 -feciale ; distintas opiniones sobre la am- 
plitud DE aquel; uso inapbopiado de la pala- 
bra gentes y su verdadero sentido ; desacuerdo 

DE LOS publicistas CON OCASIÓN DE LAS PALABRAS 

leyes y reglas. 

Derecho Internacional es el conjunto de prin- 
cipios admitidos por las Naciones civilizadas para 
dirigir las relaciones que existen ó pueden nacer 
entre ellas. 

La denominación de « Derecho de Gentes » em- 
pleada por algunos publicistas ( Wattel, Klüber y 
otros) ha quedado ya. anticuada y en completo 
desuso. 
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Para justificarla, háse pretendido la necesidad 
de reemplazar con ella al jus-gentium de los roma- 
nos, pero semejante empeño es completamente ino- 
ficioso si se nota la profunda diferencia que sepa- 
ra al nuevo Derecho del antiguo. 

Si el jm-gentium comprendía realmente en su 
sentido, como supone Hefifter, todos los derechos 
comunes 4 la humanidad, esto es : el Derecho Pú- 
bhco externo y el Privado común á todos los hom- 
bres, es evidente que nuestro Derecho moderno, 
lejos de alcanzar la amplitud que tenia la acep- 
ción de aquel, ha llegado á ser mas bien una imá- 
jen aproximada del jus-feciale, que los juriscon- 
sultos romanos tomaron de los etruscos, y que 
tan solo se ocupaba de las relaciones de paz y 
guerra ocurridas con las naciones vecinas. 

El Derecho Internacional moderno ocupándose 
únicamente de las relaciones internacionales^ ha 
dejado una parte del jus-gentium esclusivamente 
entregada al Derecho Civil de cada Estado. 

A ello se agrega, que en la opinión de varios 
pubUcistas, ( Savigni, Twis, Lawrence, Calvo y 
otros), que parece la mas conforme con las defi- 
niciones dadas por los jurisconsultos romanos, el 
jus-gentium, mas bien que un conjunto de leyes ' 
dirijidas á reglar las relaciones entre Estados, era 
aquella parte del Derecho Natural reconocido uni- 
versalmente, ó mas bien el Derecho Civil jeneral. 
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emanado de las relaciones comunes á todos los 
hombres y que era aplicable tanto á los ciudada- 
nos romanos como á los estrangeros. Asi, se de- 
cia, que el contrato de compra-venta era de juiis- 
genti/um y la tvtela correspondia al jus-civile ; sien- 
do de advertir que varias instituciones y reglas 
relativas á los contratos mas usuales, como el de 
sociedad f eran pomunes á ambos. 

Finalmente la palabra latina gens, signiñcaba 
á la vez pueblos é individuos particulares, y la es- 
pañola gentes no designa sino los últimos ; de suer- 
te que la denominación de Derecho de Gentes no 
pasa de ser una traducción imperfecta y mal 
apropiada. 

Si es verdad que va desapareciendo entre los 
escritores modernos el desacuerdo orijinado á este 
respecto, np sucede lo mismo con el que se ha 
suscitado sobre si deben llamarse leyes 6 solamen- 
te reglas todas las prescripciones del Derecho In- 
ternacional. 

En reahdad, parece indudable que unas y otras 
forman su conjunto ; pues con mas exactitud po- 
dría llamarse leyes á las que emanando inmediata 
y directamente del Derecho Natural ó ley Divina^ 
no son otra cosa que una estricta y fiel aplicación 
de esta, y reglas de conducta, á las que teniendo 
su oríjen en los pactos ó en la costumbre, pue- 
den diferir de los preceptos do la Ley Natural» 
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ooñio la niayor parte de las disposiciones regla- 
mentarias y de ceremonial ó etiqueta internacio- 
nal. 

Con todo, siguen unos usando y sosteniendo la 
denominstcion de leyes^ y otrojs la de reglas: Phi. 
llimore intitula su obra « Comentarios sobre la ley 
internacional», y Ortolan llama á la suya uReglas 
internacionales.» 



§. 2. — ^BEAL EXISTENCIA DEL DEBECHO 
INTERNACIONAL. 

Se ha puesto en duda la real existencia del De- 
recho Internacional, alegándose para ello, la au- 
sencia de una autoridad superior que garantice 
el cumplimiento de sus prescripciones. 

Pero los que eso piensan debieran distinguir 
entre el derecho y la garantía del derecho. Un de- 
recho puede estar privado de garantía, sin dejar 
por eso de existir de una manera incontestable ; 
pues no siempre los derechos llevan consigo la 
sanción que los proteje. Ademas, la ley interna- 
cionalf como dice PradierFoderé, no se halla to- 
talmente desprovista de sanción: 

Aparte de la tremenda sanción de la guerra, es 
protejida por una sanción de orden moral ; y la 
opinión pública que le sirve de reguladora, de- 
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nnncia y condena eficazmente á sus infractores. 
(Véase el §. 7.) 

§. 8. — UTILIDAD DE SU ESTUDIO. 

No existiendo» superior á las naciones, un A- 
der Lejülativo que les dé leyes j no puede existir, 
por lo mismo, un Código escrito de Derecho In- 
ternacional ; no reconociendo ellas un Poder Eje* 
cutivó, que haga cumplir esas leyes, ni uno Judi- 
cial que decida los casos de controversia particu* 
lar, se hace necesario suplir la ausencia de esos 
tres poderes tan esenciales, por todos los medios 
capaces de conducir á ese fin. Con tal objeto de- 
bemos procurar: l.^que se determinen claramen- 
te y. con la posible uniformidad y precisión las re- 
glas sancionadas por el derecho consuetudinario 
y las que aquella parte ilustrada é imparcial de 
los hombres, supone hallarse conformes con la 
justicia y la naturaleza de la sociedad que existe 
entre las naciones ; asi nos aproximaremos á la 
formación de un Código Internacional : 2.^ que se 
estienda cuanto sea posible el conocimiento de 
esas reglas, haciéndolas penetrar en la concien- 
cia de la opinión pública, á fin de que ella, preve- 
nida así, contra todo manejo injusto y opuesto a 
las reglas de equidad, se halle pronta á decidir á 
los pueblos á formar aUanzas saludables y efica- 



ees á la conservación y respeto de sus derechos; 
único medio de suplir la falta de un Poder Eje- 
cutivo, si no lo provée-la soñada liga ó acuerdo de 
la mayoría de potencias civilizadas del globo : y 
8.^ que ilustrada de ese modo la opinión jeneral, 
pueda fallar con acierto en las distintas cuestio- 
nes que surjan entre los Estados; ello nos condu- 
cirá á reemplazar en lo posible la real existencia 
de un Poder Judicial. 

Tal es la utilidad que se desprende del estudio 
y jeneralizacion del Derecho Internacional, fuera 
de la que naturalmente resulta del cultivo de cual- 
quiera de los ramos del saber humano. 

§. 4. — su mvisioN. 

Apesar de la inmensa diversidad y confusión 
que reina entre las distintas divisiones que de es- 
ta ciencia han sido dadas hasta hoy por publicis- 
tas, cuya larga serie principia con Grocio, pode- 
mos, apoyándonos en la opinión de autoridades 
respetables, formular una que á la vez de» ser ló- 
gica, sea también clara y sencilla. Hela aqui : 

Divídese el Derecho Internacional en natural y 
positivo : el primero no es otro que el Derecho Na- 
tural aphcado á las relaciones internacionales; 
también se le llama, fllosójicoy interno^ universalf 
primitiva y necesario ; el seguft^o, Uaíftftdo asi mis. 
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mo, voluntario, es el que se funda en los tratados 
6 en la costumbre observada entre las naciones ; 
lo cual hace que este último se subdivida en con- 
vencional y consuetudinario t según que emane de 
los pactos ó convenciones, ó de la costumbre. 

El uso, cuando no es jeneral, solo obliga á los 
pueblos que lo practican. 

Se ha introducido ademas una distinción mo- 
derna que separa el Derecho Internacional en Pú- 
blico y Privado ; este último comprende el conjun- 
to de reglas según las cuales deben resolverse los 
casos de conflicto entre el Derecho Civil de dis- 
tintos Estados. 

§. 5. — DISTINCIÓN «ENTBE EL DESECHO NATURAL 

Y LA MOBAL. 

Como frecuentemente se ha confundido el De- 
recho Natural con la Moral, conviene establecer 
su diferencia. Según Ahrens, la Moral considera 
el motivo por el cual una acción se cumple, y el 
Derecho, la acción en si misma : la primera exami- 
na la acción en su orijen, el segundo en sus 
efectos. En fin, la Moral es una ciencia subjetiva, 
que tiene en vista la intención del sujeto que la 
manifiesta ; el Derecho por el contrario se dirije 
al contenido, á la materia del acto, y es por lo 
j]q4§i|[io ^se^ciMniente objetivo, Adelas, todas las 
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prescripciones del Derecho Natural pueden ser 
convertidas en leyes positivas, y en consecuencia, 
hacerse obligatorias por la fuerza; mientras que 
siendo la conciencia, el único juez de la morali- 
dad, no puede llegar á ser ella objeto de una le- 
jislacion escrita. 

De lo cual se deduce que la Moral' compren- 
de un circulo mucho mas vasto que el Derecho 
Natural. 

%. 6. DERECHOS INTERNO Y EXTERNO, PERFECTO É 

IMPERFECTO. 

Se ha dividido el Derecho, esto es, la facultad 
de exijir que se haga, omita ó- tolere algún acto, 
en interno y externo, pei-fécto é imperfecto, 

Wattel llama interno, al que obhga únicamente 
la conciencia, y externo, al que tiene relación con 
los demás hombres y crea detechos entre ellos ; 
subdivide, en seguida, este último, en perfecto é 
imperfecto; llama perfecto, al que puede ser exijido 
por la fuerza, é imperfecto, á aquel cuyo cumpli- 
miento depende de la sola voluntad del obhgado. 

Pinheiro Ferreira declara: que, á su juicio, no 
solo el derecho externo es susceptible de ser sub- 
dividido en perfecto é imperfecto, sino también el 
interno, puesto que existen deberes tan incontes- 
tables y de tal importancia,' que aun cuando no 



pueda exijirse su cumplimiento por medios coac- 
tivos; no dejan de ser ellos evidentemente perfec- 
tos ante el tribunal de la conciencia. 

El señor Bello, en abierta oposición con estas 
dos opiniones y confundiendo el derecho interno 
con el imperfecto, y el externo con el perfecto, 
hace ambas denominaciones respectivaniente si- 
nónimas. 

Prescindiendo de la contradicción y desacuerdó 
en que estos autores han llegado á ponerse, pues- 
to que no ofrece utilidad alguna práctica, la con- 
troversia relativa á la distinción de los deberes en 
internos y externos, se puede dejar establecida, 
como útil é incontestable, la división de los dere- 
chos internacionales, en perfectos e imperfectos : 
siendo aquellos los que pueden ser exijidos coac- 
tivamente, y éstos, los que requieren el consenti- 
miento del obligado, como son todos los actos de 
pura beneficencia, el deber de favorecer á los Es- 
tados débiles cuando son injustamente atacados 
por los poderosos, etc. 

Asi se comprenderá sin dificultad, por qué el 
derecho es siempre imperfecto, cuando la obliga- 
ción corelativa depende del juicio del obligado, 
como en los casos de necesidad y uso inocente. 
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§. 7. — SANCIONES. 

Sanción es la pena 6 recompensa que resulta 
de la violación ú observancia de una ley. 

Las infracciones del Derecho Natural llevan 
consigo diversas especies de sanciones. Llámase 
sanción /inca, la que es producida por la sola vir- 
tud de las leyes ñsicas, y sin la intervención de 
lo voluntad humana ; sanción socialy 6 sanción de 
la vindicta humana^ la que consiste en la aversión 
ó desprecio que nos inspira una mala acción ha- 
cia sus autores ; sanción simpática^ la que provie- 
ne de la compasión ó simpatía que sentimos por 
los males 6 padecimientos ágenos; sanción mo- 
ral, la que consiste en los remordimientos que 
una mala acción suscita en la conciencia; y sanción 
religiosa, que es la pena ó castigo que suponemos 
aplicará la Divinidad á los que infrinjen sus le- 
yes. 

Por desgracia, de estas sanciones, la única que 
se deja sentir con alguna eficacia en las relacio- 
nes internacionales, es lo sanción social, ó el te- 
mor de suscitar la hostilidad de las naciones que 
presencian el acto de injusticia. — Sin embargo, 
todas ellas son aplicables al Derecho Liternacio- 
nal, por realizarse alguna vez entre las naciones, 
y porquei en fin» debemos suponer ^ue pingun 
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pueblo culto deje de ser accesible á las prescrip- 
ciones de la .moral social. 

§. 8.— FUENTES DEL DEBECHO INTEBKAOXONAL. 

• 

Tres son las fuentes principales del Derecho 
Internacional, á que ocurren los Estados para la 
solución de las cuestiones que surjen entre ellos: 
1.^ los tratados, que según el Derecho Natural 
obligan á las partes contratantes, y tienen entre 
ellas fuerza de ley ; 2.^ á falta ele tratados, la re- 
gla establecida por la costumbre^ que en casos se- 
mejantes se haya observado por las Naciones ; y 
8.^ no existiendo pactos ni costumbres, forzoso es 
ocurrir á las fuentes del Derecho Natural, y ad- 
mitir las interpretaciones de la razón humana. 

Los escritos de los publicistas son un poderoso 
aiixilio. para el conocimiento y aplicación de es- 
tos tres elementos de justicia internacional. 

Debe notarse que en caso de ser tomadas esas 
fuentes, como lo hacen Phillimore, Hallekyotros 
escritores, teóricamente, ó en el sentido de ser ellas 
las bases ó elementos constitutivos de la ciencia 
Internacional, será forzoso invertir el orden de 
su enumeración, colocando en primer lugar la 
Ley Natural ó Divina, de que se deducen los 
principios de justicia y las reglas á que deben su- 
jetarle los £§ta4o9 m sus mutuas relacione». 
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Ademas de las tres fuentes de Derecho Inter- 
nacional, que se han espresado, hay otras se- 
cundarias, tales son: las sentencias de los tribu- 
nales internacionales, las ordenanzas de mari- 
na, etc. Aunque estas, lejos de ser orijen de las 
reglas de que tratamos, parecen mas bien, deri- 
var ellas mismas «del Derecho Internacional; sin 
embargo, son para el derecho, de considerable 
importancia, á causa de manifestarnos la opinión 
de lejistas ilustrados, y de ser, por fin, un testi- 
monio histórico de las prácticas observadas. 

Los publicistas ingleses y norte-americanos dan 
notable preferencia á esa parte de la jurispruden- 
cia iuternacional. 

Desde luego, es indudable, que en la solución 
de los casos prácticos, debe prevalecer el Derecho 
PoMÜivOf siempre que existan sus prescripciones de 
un modo real é indudable, y el elemento racional^ 
cuando haya vaguedad, vacio ó carencia absoluta 
del primero. 

§. 9. — PUBLICISTAS QUE HAN TRATADO LA MATEBIA. 

A la cabeza de estos escritores se encuentra 
Grocio, que en 1726 pubUcóla primera obra com- 
pleta que conocemos de Derecho Internacional (de 
Jure BeUi ae PacisJ. 

Verdad es, que entre loe antiguos Griegos y 



Romanos se* encuentran ya vestigios de esta cíeii^ 
cia, y que antes del eminente Holandez, otros 
publicistas, como Francisco Suarez y Alberico 
Gentilis, dieron á luz notables escritos sobre la 
materia ; pero todos ellos en realidad, no fueron 
sino meros fragmentos, que sirvieron efícazmen-< 
te á la formación de la gran obra de Orocio,' que 
con ella puso las bases del Derecho moderno. 

A él siguieron : Puffendorf, Wolff, Burlamaquij 
Wattel, Martens, Klüber, Wheaton, Heffter, Orto* 
lan, Phillimore, Bluntschli y otros. 

Algunos de ellos (Grocio, WolflF, Reyneval, etc.) 
dan en sus escritos, al elemento racional, una ab^ 
soluta preferencia sobre el posüivo. 

Los de la escuela hütórico-práciíca, por el con- 
irario, ( Bentham, Bynkershoek, Moser, etc.) no 
dando valor sino á lo que se halla prescrito por 
instituciones reales, hacen preponderar de un mo- 
do absoluto el Derecho Positivo. 

Finalmente, según otrps ( cuya opinión es sin 
duda la mas sensata y racional) débense aprove- 
char tanto las indicaciones de la Ley Natural y 
los trabajos de los publicistas filósofos, que tan 
poderosamente han contribuido al mejoramiento 
del Derecho positivo, como las saludables y prác- 
ticas lecciones que nos suministra la historia de 
los pactos, usos y costumbres. 
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Solo asi sera posible obtener el succesivo ingre- 
so de las innovaciones y adelantos de la ciencia, 
sin que se pierdan las anteriores adquisiciones, 
ni el consentimiento jeneral de los Estados. 
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PARTE PRIMERA. 

SE LOS ESTADOS EN JENESAL. 

CAPÍTULO I. 
De los Estados j sn soberanía* 

§. 10. — NACIÓN, ESTADO 6 PUEBLO, SU DEÍlNlClOK 

Y DISTINCIÓN. 

Nadorif Estado 6 Pueblo^ es una sociedad de 
hombres, que tiene por objeto la conservación, fe- 
licidad y progreso de los asociados ; que se go- 
bierna por leyes emanadas de si misma, y es due- 
ña de una porción de territorio. 

Es muy común usar como sinónimas estas tres 
denominaciones ; mas como implican diferenciad 
notables^ se hace necesario distinguirlas. La pa^ 
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labra Nación^ se refiere, con mas propiedad, á la 
comunidad de orijen, costumbres ó idioma ; la de 
PuehlOf á la comunidad de territorio ó población ; 
y la de Estado, á la comunidad de gobierno y le- 
yes. 

En prueba de ello, un Estado puede compo-- 
ñelrse-de Tanas Naciones, como el Austria; y una 
Nación pertenecer a distintos Estados, como la 
Polonia. 

Las dos primeras denominaciones correspon- 
den^ mas espécialments á los historiadores, jeó- 
grafos 6 naturalistas, la última á los publicistas, 
gobiernos y diplomacia. 

g. 11. — SOBERANÍA, STT DtVISION EN INMANENTE 

Y TRANSEÚNTE. 

El poder que tiene la Nación de gobernarse á 
si misma y representarse en el exterior, se llama 
soberanía, la cual se divide por consecuei^cia, en 
interior ó exterior, que los internacionalistas lla- 
man inmanente y transeúnte: la primera es la fa- 
cultad de darse leyes y rejir el gobierno en lo inte- 
rior ó puramente doméstico; la segunda es la de 
tratar libremente con los demás Estados y diri- 
jir la correspondencia diplomática. Esta última 
es la que se considera, especialmente, en el Dere- 
cho Internacional; sin embargo, no puede hacerse 
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completa abstracción de la primera, que forma la 
base necesaria sobre que gira toda la política ex- 
terior. 

§. 12. — ORÍJEN T BEOONOGIMIENTO DE LA SOBEBANÍá. 

La soberanía de un Estado principia con el 
orijen mismo de la sociedad de que se forma, ó 
cuando se separa de la nación de que antes hacia 
parte. Mas, en cuanto á la soberanía exterior, es 
necesario que ella sea reconocida por las demás 
potencias con quienes el Estado desea entrar en 
relación. Puesto que las naciones forman una 
asociación moral y política, rejida por ciertas re- 
glas y usos que la garantizan, nada es mas justo, 
que la exijencia de que el nuevo Estado que aspi- 
ra á formar parte de esa asociación, y por consi- 
guiente, á gozar de los derechos y prerogativas 
inherentes á ese titulo, solicite de ellas su incor- 
poración, es decir, su reconocimiento. Estas, á su 
yez, no deben exijir del nuevo Estado, para reco- 
nocerlo, otra condición que la de hallarse en po- 
sesión esclusiva del poder, y de haber establecido 
una autoridad que lo dirija, y sea, en cierta ma- 
nera, responsable de sus actos ante las demás na- 
ciones. < 

Sin embargo de que la soberanía interior no 
tiene necesidad de ser reconocida por las otras 

8 



potencias, se ha establecido el uso de hacer co- 
nocer á éstas 6 á sus representantes, los cambios 
que sobrevienen en la persona del Jefe del Esta- 
do. Es un medio de asegurar la permanencia de 
las buenas relaciones, además de ser un acto de 
atención y cortesía diplomática. 

§. 13.— CONDUCTA DE LA& POTENCIAS EXTRANJEBAS EN 
GASO DE OUEBBA CIVIL DE UN «STÁDO ó SEPABACION 
DE ALGÚN PUEBLO ó PBOVINCIA. 

En el caso ele guerra civil acaecida en un Esta- 
do, las demás potencias pueden, mientras dure la 
lucha, y á fin de no perjudicar sus intereses con 
una demora, cuyo término seria difícil de calcular, 
pueden, decimos, tratar con cualquiera de los par- 
tidos. Varios de los publicistas agregan, que les 
es licito abrazar la causa que crean mas justa, y 
aun ofrecerle sus auxiUos y cooperación; pero sin 
duda es mas acertada la opinión de Pinheiro Fer- 
reira y Bluntschli, que protestan enérjicamente 
contra toda especie de intervenciones extranje- 
ras por regla jeneral, en los asuntos domésticos 
de un pueblo. La doctrina contraria, (que hoy se 
halla en completo descrédito) ha autorizado siem- 
pre los mas grandes abusos y las mas odiosas ma- 
niobras contra la tranquilidad y seguridad de loa 
Estados. 
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No obstante, se ha alegado por algunos el de- 
ber de favorecer la causa mas justa. Pero, ¿ cuá- 
les son los caracteres infalibles que nos hagan co- 
nocer de qué parte está la justicia? ¿Y con qué 
derecho, un tercero, igual á los beUgerantes, se 
baria juez para pronunciar soberanamente su fa- 
llo ? — Se ha pretestado por otros, el temor de que 
un cambio en el personal del gobierno de una na- 
ción vecina puede ejercer una influencia pernicio- 
sa, en el orden interior dé la potencia que inter- 
viene; mas, la historia nos tiene demostrado, que 
la insurrección nunca pasa la frontera de los paí- 
ses Ubres y bien gobernados; solo los tiranos te- 
men el contajio de las ideas revolucionarias. 

También se ha espuesto, como justa causal de 
intervención, el deber que impone la humanidad 
de abreviar 'esas guerras que llegan á hacerse de- 
masiado sangrientas y prolongadas. Mas, en se- 
mejantes casos la justicia y la civilización acon- 
cejan otros medios capaces de armonizar lias insi- 
nuaciones de la humanidad con la independencia 
de los Estados, tal es el de ofrecer una mediación 
racional; la cual, en último caso y según la opi- 
nión de Pinheiro Ferreira, podria, sin herir ni 
protejer á una sola de las partes, llevarse hasta el 
punto de obligar á ambas, á reunir un congreso 
nacional y sujetarse á su decisión. 

Sin embargo, nos parece admisible un caso es- 
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cepcional de intervención, que se halía estaUeci- 
do por la política inglesa, tal es el de inminente é 
inmediato peligro, con que la guerra, que se trata 
de evitar, amenaza á la potencia interventora. 

En caso de permanecer neutrales, durante una 
guerra civü, las potencias extrangeras, deben 
ellas acordar á las partes belijerantes todos los 
derechos de una guerra internacional. 

Por lo demás, todos se hallan de acuerdo sobre 
que, una vez resuelta la cuestión, sus relacione? 
deben cureglarse con el vencedor. 

Lo mismo sucede en el caso de separación de 
un pueblo ó provincia, del Estado á que antes per- 
tenecia. Mientras dura la guerra, pueden las otras 
potencias elejir cualquiera de los belijerantes para 
tratar con él; pero concluida ella, no hay razón 
alguna para negarse á reconocer la independencia 
del pueblo victorioso. 

§. 14. — (Continuación. ) intebvenciombb y 

EQUILIBBIO POLÍTICO. 

La práctica de las potencias europeas ha san- 
cionado, como regla de su Derecho consuetudina- 
rio, la conservación de lo que se denomina el 
equilibrio pofitico 6 la balanza del poder entre los 
diferentes Estados de que se compone ese conti- 
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nenie, y con ella, por consecuencia, una nueva 
cansal de intervendan. 

Tal es el hecho histórico, innegable como prác- 
tica observada hasta hoy, por mas que su teoría ó 
principio constitutivo, muy refutable, no haya al- 
canzado á reunir en su apoyo la opinión de todos 
los publicistas. 

Entre estos, Elüber, sin embargo de reconocer 
el equilibrio de derecho establecido por pactos, se 
declara del modo mas abierto contra esa teoria de 
conveniencias egoistas, y hace votos porque esa 
palabra equivoca sea proscrita del lenguaje políti- 
co de las naciones civilizadas. 

Phillimore, sujetándose siempre al método que 
observa de esponer con respetuosa puntualidad 
las prácticas internacionales, consigna seis dife- 
rentes casos de intervención : 

1.^ Cuando el gobierno ó instituciones de un 
Estado son incompatibles con la paz 6 seguridad 
del que interviene. 

2.^ En caso de hallarse estipulada la garan- 
tía. 

8.** El de ser invitado por los beligerantes. 

4.^ El de protejer los derechos reverslonarios 
estipulados. . 

5.^ El de conservar el equilibrio del poder de 
los Sitados, 
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6.® El de proteger á los subditos que encon- 
trándose sujetos á la autoridad de otro Estado, 
sean perseguidos por motivos de religión. 

La admisión de ese catálogo de casos, autoriza- 
ría, á no dudarlo, todo jénero de intervenciones, 
sin exepcion de las que pudiera sujerir el capri- 
cho ó interés personal de los gobernantes, si el 
mismo escritor, confesando los peHgros que ofrece 
el muy fácil abuso á que se presta cada uno de 
ellos, y particularmente el primero, no los restrin- • 
jíera tanto como le es posible ó compatible con su 
sistema espositor, encaminándolos al terreno ver- 
daderamente £rme de la propia defensa. 

Es asi como asegura que las revoluciones de la 
Gran Bretaña en 1649, y de Francia en 1789, 
1848 y 1861, han debido realizarse sin la injeren- 
cia de Estado alguno extranjero, á causa de no te- 
ner trascendencia alguna exterior; y no de igual 
modo la revolución francesa en 1792, que por ley 
de su Convención, ofrecía apoyo á todos los pue- 
blos que quisieran seguir su ejemplo. Lo cual im- 
portaba, en su concepto, un verdadero reto á los 
gobiernos monárquicos de Europa. 

Se vé, «pues, que su teoría viene, en último aná- 
lisis á reducirse, mas ó menos, á la ya espuesta 
del inminente peligro 6 necesidad de propia defensa; 
fuera del caso de intervención solicitada ó volun- 
taria y cuya legalidad no ofrece duda y el de garan* 
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ña estipulada, cuya solución corresponde á otro 
género de consideraciones. 

Adviértase que es preciso no confundir la tn- 
terveneion rfectiva, con la simple cooperación ó el 
cumplimiento de un pacto de alianza. 

En resumen: el derecho de intervenciony lejos 
de sep admisible como regla jeneral, tan solo pue- 
de ser justificado como una exepcion, introducida 
por la necesidad de la propia defensa. 

§. 15. — ^DOCTBINA DI HONBOE. 

Se hace notar en la política de los Estado» Ame- 
ricanos, el predominio de la doctrina llamada de 
Monroe. Invocada con frecuencia en sus relacio- 
nes diplomáticas y conflictos ocurridos con las po- 
tencias de Europa, es citada y sostenida por sus 
publicistas, siempre que han llegado á ocuparse 
de los principios que deben rejir la política de 
ambos continentes y sus mutuos deberes interna- 
cionales. 

Esa doctrina, contenida en el discurso inaugu- 
ral pronunciado en la apertura del Cuerpo Lejis- 
lativo de 1822, por Monroe, Presidente de los EE. 
ÜU. de Norte América, es una declaración de que 
el Gobierno Americano estimará como un acto de 
hostilidad, cualquiera intervención europea en 
los pueblos de América, cuya tendencia fuese es- 
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tender en el suelo de ésta el sistema politiea do- 
minante en el viejo mando, ya por medio de la 
opresión de los Estados que declararon y obtuvie- 
ron su independencia, ya intentando la nueva co- 
lonización de territorios americanos. 

Tal declaratoria importa la mas esplicita pro- 
testa contra las intervenciones europeas en los 
asuntos domésticos de América. 

Sin duda, el valor de esa doctrina habriase he- 
cho sentir con mucha mayor eñcacia durante la 
intervención armada que el gobierno francés or- 
ganizó en 1861 contra el repubHcano de Méjico, 
sin la guerra civil que en esa época tenia distrai- 
da la atención de los EE. UU. de Norte América. 

Apesar de todo, la influencia ejercida por ella 
en el desenlace que á tan desgraciada expedición 
cupo, no podia ser mas evidente, asi como el pro- 
pósito revelado por el gobierno de Mr. Seward de 
llevar a la práctica el principio establecido por su 
predecesor Monroe. 

§. 16. — IDENTIDAD Y PERPETUIDAD DE LOS ESTADOS. 

Los Estados nacent crecen, decaen y perecen 
como los individuos. 

La identidad y perpetuidad consiste únicamen- 
te en que su persona moral permanece la misma, 
po; mas que su cuerpo politico sufra alteracio* 
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nes, cambie de fonna de gobierno ó de órgano de 
comunioacion; siempre que esas alteraciones no 
destruyan el fondo ó base de su soberanía. Asi, 
por ejemplo, si la cesión de Yeneoia hecha á la 
Italia en 1866, no podia alterar la nacionalidad 
austríaca, la anexión de la BepúbUca de Cracovia 
al Imperío de Austría en 1846, destruyó por com- 
pleto la independencia cracoviana. 

Pero en todo caso los derechos y obligaciones 
subsisten siempre los mismos y no se alteran ni 
debilitan por ningún trastorno político. Sea que 
el gobierno anteriormente establecido caiga, sea 
que el Estado se fraccione ó se haya incorporado 
á otra potencia, las obHgaciones que el Estado ó 
su x^presentante hubiesen contraido, deben cum- 
plirse sin escusa, siempre que sean legales, ya por 
el gobierno posterior, ya por los pueblos fraccio- 
nados, de consuno ó dividiéndose la obhgacion, ó 
ya por la potencia anexante. 

Mas si el Estado deja de existir por extinción 
ó dispersión del pueblo que lo componía, también 
desaparecen sus derechos y obligaciones. Cuando 
los judies tomaron posesión de la Palestina, des- 
truyendo su población, no succedió el nuevo Es- 
tado Hebreo en los derechos y obligaciones del 
Estado estinguidot 
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§. 17. MODIFIOACIONES T ALTEBACIONES QTTlB PUEDE 
SUFBIB LA SOBERANÍA DE UN PUEBLO. 

La soberanía de un Estado puede sufrir diver- 
sas modificaciones ó limitaciones, sin que por eso 
quede alterada 6 destruida su naturaleza; asi, pue- 
de estipular con un Estado mas poderoso, alian- 
zas desiguales 6 condicionales, tratados de protec- 
ción, servidumbres, tributos, etc., con tal de que 
se haya reservado lo virtual de su independencia 
y la soberanía territorial. Lo dicho es también 
aplicable «á las confederaciones, con respecto á los 
Estados de que se componen. 

§. 18. FEDERACIÓN Y CONFEDERACIÓN, UNION 

PERSONAL, REAL É INCORPORADA. 

Los Estados que se reúnen entre si por un pac- 
to de unión perpetua, con un objeto determinado, 
sin reconocer una autoridad suprema y común, 
que reasuma el ejercicio de sus relaciones exte- 
riores, forman lo que propiamente se llama una 
confederación; éstos conservan respectivamente su 
soberanía. La liga Achea, la mayor parte de las 
confederaciones antiguas y en nuestres dias la 
Confederación Jermániea, nos ofrecen ejemplos 
de esta naturaleza* 
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Los Estados que por su pacto de unión, han 
creado un gobierno soberano y supremo, despren- 
diéndose en favor de éste, de la facultad de tratar 
directamente con las potencias extranjeras, to- 
man el nombre de unión federal ó simplemente /?- 
aeración; en éstos se haUa la soberanía completa- 
mente alterada. Los Estados Unidos de Norte 
América son de esta especie. 

En las confederaciones^ jeneralmente, las deci- 
siones tomadas por el cuerpo federal, no se con- 
vierten en leyes, ni se ponen en ejecución en cada 
Estado, sino por la acción voluntaría de éstos. En 
\oü gobiernos federales ^ la autoridad suprema obra, 
no solo sobre los Estados de que se componen, 
sino aun, dirtictamente, sobre los ciudadanos de 
cada Estado. 

Pueden dos ó mas Estados hallarse sometidos 
accidentalmente á la dominación de un mismo 
Principe, Soberano 6 dinastía, sin tener depen- 
dencia alguna reciproca; entonces la unión se lla- 
ma personal, y la soberanía permanece integra. 
Tal sucedió con la Prusia y el Principado de Neu- 
chatel, (sin que éste hubiese perdido su derecho 
de mantener relaciones con la Confederación Sui- 
za, á que pertenecía) hasta 1867, en que el rey de 
Prusia renunció á sus derechos sobre el Princi- 
pado. Tal sucedió también con la Gran Bre- 
taña y el Sanover, que á pesar de su unión, 
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tenían sus administraciones perfectamente dis- 
tintas. , 

Guando la rennion de los Estados, onya admi- 
nistración interna permanece distinta, llega á for- 
mar, á perpetuidad una sola persona moráis cuya 
soberanía exterior queda en manos del soberano 
á que se sujetaron, la unión toma el. nombre de 
rsal, y la soberanía queda generalmente alterada, 
como ha sucedido con la Hungría, Bohemia, Ga- 
licia y otros países que forman la Monarquía 
Austríaca. 

La unión se llama incorporada, cuando la sobe- 
ranía interior y exterior, quedan absoryidas por 
el soberano común, como sucede con la Inglater- 
ra, Irlanda y Escocía, que forman la Monarquía 
Inglesa. 

Guando un Estado depende de otro, en el ejer- 
cicio de uno 6 mas derechos esenciales á la sobe- 
ranía, pero que en todo lo demás es perfectamen- 
te libre, suele llamarse Estado sem-soberano. De 
esta especie eran las Islas Jónicas, que desde 1816 
se hallaban sujetas á la protección y soberanía de 
la Gran Bretaña, hasta 1864, en que fueron in- 
corporadas á la Grecia. 

Su facultad de tratar y enviar aj entes diplomá- 
tiooB, se regla por 1^ caUdad d§ la sujeción que las 
íiga. 
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CAPITULO íl. 
Atributos esenciales de la soberanía. 

§. 19. — DBBEGHOS PBIMI11Y08 Y ACCIDENTALES. 

Los derechos de que gozan los Estados sobera- 
nos entre si, suelen dividirse, en primitivos 6 ab- 
solutos y derivados 6 accidentales, 

Primitivos ó absolutos, son los que existen para 
el Estado en cualquier situación en que se en- 
cuentre, por el solo hecho de ser un Estado y co- 
mo consecuencia de esta caUdad. Se llaman abso- 
lutos, por no ser limitados á tal ó cual circunstan- 
cia particular. También suele llamárseles, tnna- 
tos y permanentes. 

Derechos derivados ó accidentales, son todos los 
que nacen con ciertas relaciones internacionales, 
y cesan con la desaparición de las circunstancias 
que les dieron lugar. Éstos no son, si se quiere, 
otra cosa, que apUcaciones y desan-ollo de los pri- 
meros; 6 en otros términos, sus consecuencias ; 
pero consecuencias no permanentes y que solo se 
producen en casos determinados ; es asi como la 
guerra, por ejemplo, confiere á los Estados beli« 
jerantes y neutrales ciertos derechos, que dejan 
de esdstir finalizada ella. 



— 30 — 

Por lo demás, esta división que no se'halla al 
abrigo de toda crítica, ea de pura doctrina, y como 
el análisis detallado de su última parte conduce 
á confusiones y duplicaciones, nos limitaremos á 
hablar por ahora de la primera, dejando aquella 
para desarrollarla en sus detalles, según se mues- 
tren con la variedad de situaciones en que debe- 
mos considerar á los Estados. 

§. 20. — DERECHO DE CONSERVACIÓN Y SUS 

INCIDENCIAS. 

El primero de todos los derechos absolutos 6 pri- 
mitivos, el que srve de base y orijen á la mayor 
parte de otros derivados ó accidentales, es el dere- 
cho de conservación. 

Todo Estado se considera como una persona 
moral y tiene, así como cada uno de los indivi- 
duos de que se compone, un derecho perfecto é 
innato á proveer al bienestar y conservación de 
su existencia. Este derecho implica necesaria- 
mente, todos los derechos accidentales que condu- 
cen á ese fin. En este número se cuenta, el de re- 
chazar las agresiones injustas que se dirijan al 
Estado ó á sus ciudadanos, y que toma el nom- 
bre de derecho rie lejitima defensa. Implica éste, á 
su vez, el de organizar fuerzas de mar y tierra> 
erijir fortalezas, orear impuestos para ese objeto, 
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éstípuiar alianzas» guardar neutralidad,. etc. £1 
ejercicio de estos derechos, no puede ser limitado 
sino por los derechos correspondientes é iguales de 
otros Estados, ó por convenciones especiales ce- 
lebradas con ellos. 

Otro de los derechos que emanan del de propia 
conservación, es el de aumentar su territorio, su 
población, sus riquezas y su poder por todos los 

medios que sean lejitimos. 

« 

§. 21. — DEBECHO DE INDEPENDENCIA. * 

El segundo derecho absoluto, es el de indepen- 
dencia, esto es, la facultad de no recibir leyes «de 
otros Estados, y de no hallarse sujeto á su ins- 
peccion ó autoridad, por ninguno de sus actos, 
mientras éstos no afecten los derechos perfeo tos 
de esos Estados. Así, por ejemplo, un Estado pue- 
de darse leyes y constituciones, y cambiarlas 
cuando y como mejor le parezca, verificar sus ar- 
mamentos y preparativos de defensa ó ataque, sin 
que tenga que recibir para ello direcciones, pro- 
hibiciones ni Umit aciones de j enero alguno, de 
parte de otras potencias. Mas, éstas, en virtud de 
su propio é igual derecho de conservando n, si vén 
en estos actos un motivo de alarma ó la necesi- 
dad de prevenir el peligro de una agresión posi- 
ble, pueden exijir explicaciones; y la lealtad, asi 
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como un interés -político bien entendido, ordenan 
satisfacer á esas exijencias, todd vez que ellas 
sean razonables y bien intencionadas. 

§. 22. DEBECHO DE IGUALDAD. 

Finalmente, otro derecho absoluto ó permanente 
de los Estados soberanos, es el de igtuildad, esto 
es, la facultad de gozar de los mismos derechos y 
prerogativaS' de que gozan los demás Estados. 

Puesto que los hombres son naturalmente igua- 
les entre si, y tienen los mismos derechos y obh- 
gaciones, á pesar de la desigualdad de fuerzas fí- 
sicas é intelectuales; del mismo modo los Estados, 
que se componen de la reunión de ellos, gozan de 
perfecta y reciproca igualdad, á pesar de las dife- 
rencias que pueden existir entre sus fuerzas mi- 
litares, su riqueza, ó la estension de su territorio. 
Que en la práctica se dejen sentir con frecuencia 
las desigualdades de hecho, no es un argumento 
que desvirtúe la teoría, es mas bien un estimulo 
al perfecto establecimiento de la igualdad de de- 
recJio, de ese ideal inestimable de la ciencia inter- 
nacional, que subsistirá mientras existan las no- 
ciones de lo justo y de lo injusto. 

§. 23. — TÍTULOS Y PRECEDENCIAS.* 

La igualdad natural de los Estados puede ser 
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modificada por conveuciones espresas, 6 por el 
consentimiento tácito fundado en el uso. En vir- 
tud de ello, algunos Estados gozan de ciertas pre- 
rogativas y distinciones honoríficas de que otros 
no disfrutan; tales son, los títulos y las preceden^ 

das. 
Llámase precedencia, el derecho de ocupar el' 

primer higár entre varios, 6 el que relativamente 

se crea mas honroso. 

Puesto que la precedencia ó primacía de rango 
es al fin una prerogativa, ningún soberano puede 
atribuírselos de derecho, contra la voluntad de 
los otros. 

Por eso, dice Calvo, el título de Emperador de 
todas loa Rusias, qiiQ 8e &aignó Pedro el Grande!, 
en 1701, solo fué reconocido por Francia en 1745, 
por España en 1796 y por Polonia en 1764. 

Sin embargo, como un Estado vasto y podero- 
so, ea siempre en la sociedad universal, mudio 
mas considerable que un Estado pequeño, racio- 
nal es que éste ceda el paso al primero, en todas 
las ocasiones en que sea necesario que el uno de 
los dos lo ceda al otro; tanta mas, cuanto que esas 
deferencias de puro ceremonial no afectan la esen- 
cia del derecho de igualdad, y designan tan soló 
una prioridad de orden, un primer lugar entre 
iguales. Ademas, el deseo de conservar la buena 
armonía y de estrechar los vínculos de amistad y 

8 
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t>ueña intelijenoia, y la aspiración de obtener igua- 
les complacencias, han dado orijen á una gran 
parfee de aquellas nianifestaciones, siendo á la vez 
un motivo paora no rehusar la observancia de las 
prácticas del ceremonial extranjero. 

Las cuestiones de precedencia se presentan 
ordinariamente, en las entrevistas personales de 
los soberanos ó de los nainistros que lo represen- 
tan, en las visitas solemnes, en los actos públicos 
y en la £rma de los tratados. — Las naciones ja- 
mas han podido ponerse de acuerdo sobre un es- 
tatuto jeneraL'Doncerniente al rango, y aunque los 
papas hayan publicado diversos reglamentos con 
ese objeto, ellos no han logrado ser generalmente 
reconocidos ni aceptados. No obstante, de Esta- 
do á Estado suelen mediar convenciones que arre- 
glan esta materia entre ellos. A falta de tratados, 
el ceremonial se arregla por el uso, 

Hefffcer distingue principalmente las especies 
siguientes: 

1.** El ceremonial í>«r«onaZ; 

2.® El ceremonial \por escrito ó de caneilleria! y 

8.^ El ceremonial marítimo. 

Según el ceremonial verdaderamente interna- 
cional, cuya estricta ejecución se tiene derecho 
de exijir, no existe sino cuando lo crean los usos 
establecidos por tratados ó por tradiciones 6ons- 
tante's, y entonces su inobservancia, en la opi-* 
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un insuUp. 

Martens distingue cuatro especies de títulos: 
las dignidade8y los títulos de posesión, los de paren- 
téscoy y los relijiosos. Los títulos que designan las 
dignidades son^ los de emperador, rey, elector, gran 
dtique, duque, landgrave, margrave, príncipe, etc. Sin 
duda los recuerdos históricos que van unidos al 
titulo de emperador, han hecho que éste sea colo- 
cado en primer lugar, siguiéndole los demás en el. 
orden referido. 

Los títulos de posesión, son los que enumeran 
los nombres de los diferentes Estados que el sobe- 
rano posee, y. g.: N,, por la gracia de Dios, rey de 
Cerdeña, de Chipre y de Jerusalem; duque de SabO' 
ya, de Genova, de Monferrat, etc. 

£1 titulo de parentesco, no solo indica los vincu- 
los de sangre que Hgan á loa soberanos, sino tam- 
bién sus relaciones políticas ó rehjiosas. En vir- 
tud de él, los soberanos católicos dan al Papa el 
titulo de Santísimo Padre, Beatísimo Padre, etc., 
y que los emperadores y emperatrices, reyes y 
reinas, se dan reciprocamente el de hermano y her* 
mana. En Francia daba el rey, el titulo de primo 
á los duques y mariscales de Francia. 

Los títulos relijiosos, son los concedidos por los 
papas á los soberanos. Es asi que el rey de Fran- 
cia obtuvo el titulo de Rey Cristianírimo ó Majes- 
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tad CrUtianisima; los reyes de España, eí de Rey ó 
Majestad Católica; el rey de Inglaterra, el de De- 
fensor de la Fé; los de Portugal, el de Majestad Fi- 
delísima y etc. 

En cuanto á las precedencias, se admite jene- 
ralmente íioy, la igualdad de rango entre las tes- 
tas coronadas. Los soberanos que gozan de hono- 
res reales, ( que son los mayores conocidos ) sin 
contarse en el número de las testas coronadas, 
como el elector de Hesse, ceden el paso á los em- 
peradores y reyes. Los que no tienen derecho á 
los honores reales, lo ceden á los que gozan de ellos, 
y los Estados semi-soberanos á los soberanos. El 
papa tiene la precedencia sobre los Estados cató- 
licos. 

Gozan de honores reales, todos los imperios y 
monarquías europeas, los grandes ducados alema- 
nes, la confederación Suiza .y la Alemana. En 
otro tiempo gozaron de esta consideración la re- 
pública de Venecia y otras. 

Modernamente la diplomacia, á fin de evitar 
las cuestiones de precedencia, ha adoptado diver- 
sos medios: Asi, en el congreso de Yiena, se con- 
vino que la suerte arreglaría el orden que debia 
seguirse en la colocación de las ñrmas. Algunas 
veces se ha recurrido á la alternativa ó alternando 
(alternat) que consiste en cambiar alternando el 
rango y sitio de las potencias de manera que cada 
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potencia sea nombrada la primera en algnno de 
los ejemplares del tratado ; en fin, también se ha 
adoptado el alfabeto francés, designando á las po- 
tencias el orden que el alfabeto asigna á sus nom- 
bres. 

Asi lo hicieron las que tomaron parte en el Con- 
greso de Viena: Austria, Dinamarca, España, 
Francia, Oran Bretaña, Prusia, Eusia y Suecia. 

En casó de duda ó controversia, pueden estable- 
cerse las precedencias según el grado de poder ó 
preponderancia que tienen los Estados, sirviendo 
de base para calificarla, la mayor población y cul- 
tura de los pueblos. La forma de gobierno nada 
tiene que ver con ello; la dignidad y majestad re- 
siden orijinariamente en el Estado y no en el que 
lo gobierna 6 representa: Cromwell supo hacer 
respetar, por todas las testas coronadas, la digni- 
dad de la república inglesa, tratando con ellas de 
igual á igual, y la Francia democrática^ no se hizo 
respetar menos en sus relaciones con las monar- 
quías antiguas de Europa. 

§. 24. CEBEMONIAL MARÍTIMO. 

Cada Estado tiene la facultad de determinar 
dentro de su territorio marítimo el ceremonial que 
se ha de observar ; con tal de que esas disposicio- 
nes nada contengan de injurioso ó deprecivo to- 
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cante á otros Estados, como seria, por ejemplo: la 
orden de que los navios estranjeros arrien ó ple« 
guen bajo sus pabellones desde su entrada á los 
puertos. 

El ceremonial marítimo tiene lugar: en el caso 
de encueiitro de dos buques ó escuadras en alta 
mar; cuando un buque pasa por delante de forta- 
lezas 6 baterias estranjeras, ó entra á puertos ó 
radas de ajeno territorio, ó también durante su 
permanencia en ellos en ocasiones solemnes^ por 
ejemplo, de ñestas ó duelos nacionales. 

Hé aquí las reglas mas usuales y admitidas : 

1.* Los buques mercantes se saludan rara vez, 
y lo hacen izando sus banderas ó amainando ve- 
las. 

2.* Los buques mercantes saludan primero á 
los de guerra. 

8.* Los buques de guerra de inferior rango á 
los de superior , siempre disparando cañonazos sin 
bala ; aunque alguna vez, en señal de mucha dis- 
tinción (á la persona de un monarca por ejemplo) 
se acostumbra dispararlos con bala. 

4.^ Siendo de igual rango, saluda primero el que 
navega á sotavento. 

6.* Un buque saluda primero á una escuadra, 
y una escuadra auxiliar á la principal. Los corsa- 
rios saludan á los navios de guerra, sin exijir coq< 
testación. 
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6.* Los buques de guerra, saludan pximero al 
pasar delante de fortalezas ó baterías estranjeras, 
ó al entrar en un puerto de territorio ajeno. Sin 
embargo, aun los fuertes y baterías deben saludar 
primero á todo buque que lleve á su bordo, un 
principe, soberano ó embajador estranjero. 

El navio que lleve insigna de almirante, recibe 
siempre el primer saludo. 

En todos los casos enumerados, el saludo debe 
ser devuelto, disparo por disparo. 

Varías potencias, entre ellas Francia y Busia, 
han convenido en suprimir el saludo en alta mar, 
y es probable que desaparezca totalmente una 
costumbre que trae siempre consigo serios incon* 
venientes y ninguna utilidad. 
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PARTE SEGUNDA. 

DSBIiCHOS PE LOS ESTADOS EN TIEMPO 

DE PAZ. 

CAPITULO I. 
Del derecho de propiedad naelonal. 

§. 25. — ^BISNSS DE LA NACÍOlt T COMO 8E DIVIDEN. 

Forman los bienes de la nación en jeneral, el 
territorio que ella ocupa y todo lo que se encierra en 
él. Dividense en publican y privados : éstos son los 
que pertenecen á individuos ó comunidades parti- 
culares, como los conventos, monasterios, ciuda- 
des, etc.; aquellos se subdividen en bienes comunes 
de la nadan i cuyo uso corresponde indistintameiin 
U á todos los individuos dd eUsí imño im ()ltlle . 
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plazas, caminos y edificios públicos, nos, puer* 
tos, etc., y jeneralmente todas las porciones de 
territorio, que no son susceptibles de propiedad 
privada, y en bienes del Eñtado, que son los que se 
hallan destinados al servicio esclusivo de éste, 
como las rentas públicas, fortalezas, murallas, fo- 
zos, caminos de fierro, etc« 

§. 26. — MODOS DE ADQÜIBIB 7 GONDIGIONIBS QÜB 
HAGEM LEJtTIMA LA OCUPACIÓN. 

La propiedad de los bienes nacionales se adquie- 
re: 1^ por ocupación (titulo orijinário) de las cosas 
que no pertenecen á nadie, ó que habiendo perte« 
necido, existe una presunción fundada dé su aban« 
dono; 2.^ por e^nvoiciones, (titulo derivativo) los 
bienes que son trasmitidos por quien era propie- 
tario de ellos. 

Ademas, lAgtierra y la conquista han sido largo 
tiempo considerados por las naciones como un me« 
dio lejitimo de adquisición. Nos ocuparemos de 
ello, al tratar del estado dé guerra. 

Para que sea lejitima la ocupación de las cosas, 
es necesario que se reúnan las condiciones diguien- 
tes: 1^ ^ue no haya propiedad anteriormente es- 
tablecida sobre ellas; 2^ que sean susceptibles de 
apropiación material, es decir, que se puedan 
' aprehender, guardar y defender ; 89 que la ütiU^ 
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dad que proporcionan no sea ilimitada, esto es, 
que no puedan muchos usar de ella sin agotarla ó 
menoscabarla ; y á^ que exijan un trabajo, prepa- 
ración 6 industria para su conservación ó adelan- 
to. Por ello, la tierra se coiasidera eminente- 
mente apropiable. Ademas, el ocupante al to- 
mar posesión, debe manifestar de un modo ine- 
quívoco el propósito de verificar una apropiación 
durable y esclusiva. Las simples palabraa ó seña- 
les, que no han sido seguidas de algún acto que 
pruebe el dominio adquirido, nada significan por 
si. En fin, un Estado no puede tomar y ocupar 
inas ostensión de territorio, que la que necesita 
para su existencia y progreso, y sea capaz de uti- 
lizar. 

§. 27. — PBSSOBIPOIONES. 

En cuanto á la prescripeiorif en que se apoya la 
adquisición de los bienes abandonados, puede ser 
ordinaria ó inmemorial; aquella exije tres requisi- 
tos para su validez : 1.® trascurso no interrumpido 
de cierto número de años ; 2.° buena fé del posee- 
dor ; y 8.** negligencia del propietario en reclamar 
^u derecho. Para que se cumpla la última condi- 
ción, es menester, que no haya ignorancia inven- 
cible de ptqiie del propiet^Pi ^ue haya guardado 
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BÜenoío, 7 que este silencio no pueda justificarse 
con razones plausibles. 

Los autores no están de acuerdo sobre el núme- 
ro de años que son necesarios para fundar la leji- 
tima prescripción. Lo esencial es, que el tiempo 
trascurrido sea bastante á hacer presumir, el aban- 
dono del derecho. 

La prescripción inmemorial forma un titulo in- 
controvertible. 

Es necesario distinguir la usacapcion de It^pres- 
cripcion propiameDte dicha ; aquella se refiere á la 
adquisición de dominio ; y ésta á la pérdida de los 
derechos y acciones: la primera es relativa á la 
persona que adquiere; y la segunda, ala que pier- 
de su acción 6 derecho. Asi, se dice propiamente: 
usucapir el dominio, prescribir las acciones y dere- 
chos. No obstante, se acostumbra emplear ambos 
términos como sinónimos. 

§. 28. — ^DSL tBKBrrOBIO Y PABTES QUE OOMPBEKDE. 

El territorio de una nadan es toda aquella parte 
de la superficie del globo, sobre que se estiende su 
soberanía. Se compone de tierra y agua ; aquella 
parte comprende, el suelo que la nación habita y 
todas las demás tierras de que puede usar y dis- 
poner ; ésta comprende los rios, lagos y mares in- 
ternos, que forman ^n territorio fluvial y Zíicaí,y la 
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marítimo. Ademas, se consideran como partes del 
territorio nacional, las casas que habitan sus ajen- 
tes diplomáticos residentes en país estranjero; los 
buques de la nación, no solo mientras flotan so- 
bre los mares de ella, sino también en alta mar; 
y los bajeles de guerra aun cuando navegan ó es- 
tán surtos en las aguas de un pais distinto ; todo 
en razón de la jurisdicción é imperio que en ellos 
ejerce el Estado á que pertenecen. Sin embargo, 
al hablar de esta territorialidad^ solo se usa de una 
espresion metafórica, y no puede ella tomarse es- 
trictamente sin dar lugar á notables abusos. 

También forman parte del territorio, las islas 
adyacentes á su costa, por ser necesarias á la se- 
guridad del Estado. Para determinar la propiedad 
fluvial y marítima, pueden darse las reglas si- 
guientes: 1^ los rios, lagos y mares interiores 
comprendidos en el territorio de un Estado, le cor-* 
responden esclusivamente; 2^ los que sirven de li- 
mite á dos ó mas naciones, pertenecen al primer 
ocupante, y en caso de ocupación simultánea 6 de 
duda, á ambas partes por mitad, si se trata de 
rios, y en proporción á la orilla ocupada si se trata 
de lagos 6 mares. La mitad de un rio puede de- 
terminarse trazando una linea á igual distancia 
de ambas riberas; pero de pocos años á esta par^ 
te, se prefiere en Europa, tomar por linea de de« 
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marcación de los riós navegables, lo que se llama 
el talweg 6 sea la linea que siguen las embarcacio- 
nes al descender la corriente. Esa palabra alema- 
na fué introducida al Derecho Público europeo, en 
el tratado de Lúneville de 1801; 8? los estrechos 
de poca anchura y los golfos que comunican con 
el mar por una boca 6 canal angosto, son de la 
nación cuyo territorio los circuye ; (sin perjuicio 
del libre tránsito á que los demás Estados se ha- 
llan autorizados por el derecho de uso inocente); 
4^ el mar inmediato a las costas es, en opinión je- 
ncral, apropiable hasta la distancia á que alcanza 
el tiro de canon, esto es, hasta donde se puede te- 
ner una posesión que sea constante y defendible 
desde la costa. Esto mismo es aphcable á los es- 
trechos que separan dos Estados distintos, y á la 
embocadura de los golfos ; de alli la perfecta liber- 
tad de los estrechos de Gibraltar y el Canal de la 
Mancha, y las restricciones impuestas á la nave: 
gacion del estrecho de los Dardanelos y el canal 
de San Jorje. 

El alta mar es libre y en ningún caso puede lle- 
gar á ser la propiedad esclusiva de una nación. 

§. 29. — LIMITES Y ASCESIONES TEBRIT0BULBS« 

Los limites del territorio son de dos especies : 
naturales f artijicialee ó demarcados ¡ los primeros 
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son formados por ríos, lagos, mares ó cordilleras; 
los segundos, por lineas imajinarias ó puatos con- 
yencionalmente ñjados, como columnas, puentes» 
edificios, caminos, etc.; Uamanse territorios areiji' 
nioB los que tienen limites naturales. 

Es propio de los territorios limitados por ríos, 
lagos 6 mares, la a>ccemn aluvial. En virtud de es- 
te derecho les acrecen las tierras que deja á veces 
descubiertas el lento retiro de las aguas. Guando 
un rio ó lago deslinda dos territorios, las tierras 
insensiblemente invadidas por las aguas se pier* 
den para el uno de los ribereños, y las que el agua 
abandona en la ribera opuesta acrecen al dominio 
del otro. Pero si por algún accidente el agua que 
separaba dos Estados, se entra'de repentinamente 
en las tierras de uno de ellos, pertenecería desde 
entonces al Estado cuyo suelo llegase á ocupar, y 
el lecho ó cauce abandonado no variaría de dueño. 
También le pertenecen por acemon, las islas que 
se forman 6 aparezcan en sus aguas. (Véase el 
párrafo anterior.) 

§. 80.— 'SSBVIDUlíBRSi 

Asi como las propiedades particulares, el ierri-> 
torio nacional^ puede hallarse gravado coü difc 
rentes sérvidanibre$. Algunos escritores las divideil 
en dos especies: naturales j conVencionatei; otros nd 
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el derecho de tránsito de algunas naciones que se 
hallan enclavadas en el territorio de otras ó ro- 
deadas por éstas, constituye un^ verdadera «^m* 
dumhre natural; asi, por ejemplo: el Portugal no 
puede menos que tener un perfecto derecho de 
transitar por el territorio de España; el reino de 
Ñapóles, por la parte meridional y superior de la 
Italia ; los Estados de Alemania situados á lo lar- 
go del Danubio, por este rio que atraviesa el Aus- 
tria, etc. 

Mas, todas las servidumbres naturales parecen 
referirse únicamente á la situación de los lugares; 
pues, las que no derivan de ella, corresponden 
mas propiamente á los llamados derechos de nece- 
sidad y de uso inocente. 

Las servidumbres convefidónales^ son las ema- 
nadas del derecho internacional positivo ^ como 
las de navegar ó pescar en las aguas de otro 
Estado clistinto,.ó cortar madera en sus bosques, 
etc.; para que ellas puedan reputarse tales, no de- 
ben atentar á la soberanía del Estado gravado, 6 
reducirse tan solo á algún puqto ó distrito deter- 
minado, ni afectar nunca todo el territorio nacio- 
nal. Asi la promesa hecha en varios tratados por 
Francia á Inglaterra, de no fortificar Dunker- 
que, pudo considerarse como una verdadera ser- 
vidumbre pública; ño asi el tratado de aliansa 
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delebrado por la Polonia con Eusia en 1798, 
que hiriendo los derechos esenciales de aquella, 
Uegó á convertirla en un verdadero Estado send- 
soberano. 

Puede suceder que se hallen en contradicción 
dos derechos diferentes sobre una misma cosa; en« 
tonces para resolver cual de los dos debe subsis* 
tir, consideraremos atentamente, la naturaleza de 
los derechos, su origen y antigüedad. En cuanto á 
la naturaleza, el derecho mas esencial 6 absoluto, 
y el que produzca mayor suma de utilidad, debe 
prevalecer sobre el otro, por ejemplo : si el Esta- 
do A tiene el derecho de navegar en las aguas de 
B, á éste no le seria licito construir diques 6 puen- 
tes que obstruyan el paso de las embarcaciones; 
pero si A solo tiene el derecho de pesca, no ha- 
bría razón para que éste impidiese á B la navega- 
ción 6 el establecimiento de molinos, que aun 
cuando disminuyan algo la utilidad de la pesca, 
no ocasionan al derecho de A sino un peijuició ac- 
oideiital y parcial! En cuanto al origen^ débense- 
interpretar con estrictez los términos del pacto 6 
convenio, y en caso de duda favorecer los dere- 
chos del propietario, puesto que toda servidumbre 
es una escepcion á la regla general de Hbertad. 
Los derechos cedidos por el propietario, se supo- 
nen renunciados sin perjuicios de otros qué le cor- 
respondan, y en cuanto son compatibles con éstos, 

4 



— 60-- 

á no ser que una declaración espresa 6 la naturale- 
za misma de los derechos pruébelo contrario. Por 
lo que respecta á la antigü*'dad de los derechos, . 
siendo éstos de igual cahdad, debe prevalecer 
aquel euyo oiljen sea anterior. 

§. 81. — NECESIDAD y liso ÍKOCEIÍTE. 

Los derechos de necesidad y uso inocente, han da- 
do lugar á las mas graves cuestiones, produ- 
ciendo una completa diverjencia en las opiniones 
de los publicistas que las han tratado. Creen unos, 
(Vattel, Martens, Bello, etc.,) que el derecho de 
propiedad no ha podido introducirse, sino con la 
reserva, en favor de los demás hombres, de usar 
de los objetos apropiados en caso de uijente nece- 
sidad, por ejemplo: de proveer á la propia conser- 
vación, cuando no es posible contar con otros me*, 
dios para ello. De esta teoría hace emanar Vat- 
tel, los derechos de procurarse víveres por la fuer- 
za, de servirse un Estado de los objetos pertene- 
cientes á los subditos de otro, contra la voluntad 
de los proptetarios, y aun de apoderarse un pueblo, 
por la fuerza, délas mujeres de que tiene absoluta 
necesidad para perpetuar su especie. Otros, (Elü- 
ber, Galiani, Fiore, Bélim, etc.,) establecen: que 
la necesida/i no crea el derecho; que ella hace tan 
solo escusMe el actOj injusto por si ; según ellos, 
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la necesidad no posee derechos, sino tan sólo privi- 
legios; pero, estos privilegios no son otros, que los 
que tiene la ignorancia, la inadvertencia, la locu- 
ra, el delirio, en fin, todo estado en que el hom- 
bre obra sin tener completa libertad en sus accio- 
nes. Bélim agrega : que si el carácter de la ley 
moral es de cumplirse á costa de todo sacrificio, 
no se debe jamas violar el derecho de otros, por 
sustraerse á un pehgro, arrojando sobre éstos el 
mal que la fatahdad ó su imprudencia les han des- 
tínado. Siendo de notar que las circunstancias 
mas estremadas no suspenden el imperio de esta 
regla. 

Sin duda es mas justa é ilustrada la última de 
estas opiniones ; si se considera ademas la dificul- 
tad de calificar el grado de necesidad, de hallar un 
juez competente á cuyo fallo se sometan las na- 
ciones perjudicadas, y el inmenso campo de abu- 
sos é injusticias que se abre, estableciendo conío 
perfecto el derecho de hacerse justicia por sí mis- 
mo, de procurarse con la propia autoridad y fuer- 
za, lo que se cree necesario obtener. Sin duda es 
mas prudente recordar á las naciones el deber de 
humanidad que se halla grabado en su conciencia 
y de que tenemos frecuentes pruebas, y dejar á los 
menesterosos el derecho, tan solo imperfecto de re- 
clamarlos. 

Con respecto al derecho de tiso inocente^ es claro 
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licito rel^usar un beneficio, cuando éste no nos 
ocasiona mal alguno ; mas, como el único juez que 
Jluede apreciáis j calificar si es 6 no perjudicial el 
permiso que se trata de obtener, es el mismo que 
lo ha de conceder, se vé que tal derecho no pasa 
de ser puramente imperfecto, como lo coDfiesa la 
mayor parte de los publicistas. 

§. 82. — TRÁNSITO POB AGUAS AJENAS. 

Una de las mas diñciles y debatidas cuestiones 
del Derecho Internacional ha sido, y es todavía, el 
derecho de libre nave^aciofi en territorio ajeno: con 
todo, ella parece hoy ya resuelta en el terreno de 
la práctica, á pesar de que la teoría, tiene aun di- 
vididos álos publicistas. Elüber juzga, que siendo 
el derecho de propiedad del Estado, independien* 
te de toda influencia extranjera, es dueño éste de 
impedir el uso que quiera hacerse de su territorio, 
aunque este uso no pueda serle perjudicial en ma« 
ñera alguna ; y agrega, que no se le podría acusar 
de injusticia, si prohibiese todo tránsito por sus 
rios, canales ó lagos, y en el mar hasta el alcance 
del canon de sus costas ; no pudiendo ser restrin* 
jido este derecho sino por convenciones especia" 
les. Wheaton espresa: que las cosas de uso ina- 
gotableí como el mar y el agua corriente» no pue- 
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den perteneeer á nadie de tal manera que íé es- 
elnya á otros del derecho de Bervirse de ellaft, d 
ademas este uso no incomoda al propietario. £1 
derecho de navegar es pues, según este autor, co- 
mún á todas las naciones; pero, tal derecho no es 
sino imperfecto, y su ejercicio puede ser modifica- 
do por la seguridad del Estado propietario, no que- 
dando perfectamente asegurado para otras nacio- 
nes sino por una convención espresa. Martens, da 
al Estado propietario el mas pleno derecho para 
cerrar la entrada á los extranjeros por tierra ó por 
mar, y dice: que si es inicuo rehusar el tránsito 
inocente, corresponde juzgar esta inocencia al Es- 
tado que debe hacer la concesión) debiendo el ex- 
tranjero respetar la decisión que á este respecto 
diere aquel. Bhmtschli, Pinheiro Ferreira y otros 
publicistas liberales, sostienen con calor la Uber- 
tad de navegación, fundándola en que, ademas de 
que nunca podría ser perjudicial el tránsito ino- 
cente de^ los estrangeros por el territorio, los ríos 
son los grandes caminos destinados por la natu- 
raleza misma á desarrollar todos los jérmenes de 
ríqueza, civilización y bienestar de las naciones, 
y no está al arbitrio de la voluntad humana cer- 
rarlos 6 coDceder su paso. 

Evidente es que la última doctrina se haHa mas 
en armonía con los intereses de la humanidad y 
cm los principios del Derecho isodemo, piseslo 
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que la mayor parte de íád naciones le han adop- 
tado en sus prácticas y consagrado en sus pactos* 

El tratado de Vienia» (1816) declaró libre la na' 
vegacion de los rios que separan los diferentes Es- 
tados de Europa, en todo su curso, con la sola 
condición de someterse á los reglamentos particu- 
lares de los Estados, reglamentos que han sido 
ademas especialmente determinados para la nave- 
gación de algunos rios, como el Bhin, el Neoker, 
el Mein, el Escalda y otros. Han sido abolidas las 
numerosas gabelas, impuestas en la Edad Media, 
y hoy no se cobran mas derechos que los percibi- 
dos á titulo de servicios lUiles y neoesarioSf presta- 
dos á su navegación. 

En 1866 quedó el Danubio abierto al comercio 
de todas las naciones.' 

En América se ha abrazado también con eñtu^ 
siasmo la doctrina de la libertad de navegación, no 
solo por los eminentes publicistas que ella cuen- 
ta, sino aun por sus gobiernos, así el congreso de 
la Confederación Granadina, decretó en 1848, la 
Hbre navegación de sus rios interiores, por todos 
los navios del mundo, sin impuesto ni condición 
alguna. 

En 1863, el gobierno de la República Arjentina 
firmó, con los representantes de Francia, Ingla- 
terra y los EE. üü. de Norte-América, tres trata- 
dos, consagrando la Ubre navegación de I09 rios 
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Paraná y Uruguay ; estipulación que faé ampliada 
en 1857, comprendiendo el rio Paraguay. 

Igual principio ha sido seguido por las repúbli- 
cas de Solivia, Uruguay y Paraguay. 

£1 Perú adoptó en 1851 las doctrinas del Con- 
greso de Yiena, y el Brasil decretó en 1867, la li- 
bre navegación de los tres ríos mas importantes 
del imperio : el Amazonas, el San Francisco y el 
Tocantino. 

§. 88.— DEL DOMINIO. 

La propiedad nacional produce dos derechos: el 
dominio y el imperio. El dominio es la facultad de 
usar y disponer de todos los bienes que el pais 
encierra. Es de dos especies: el uno, semejante al 
de los particulares, que da á la nación la facultad 
de disponer de un modo absoluto délos bienes pú- 
blicos, se llama dowivio absoluto; el otro, es la fa- 
cultad que tiene el Estado de disponer de los bie- 
nes particxilares, en caso de necesidad ó utilidad 
pública, previa indemnización, se llama dominio 
eminente. Un Estado puede tener propiedades en 
el territorio de una potencia extranjera; pero no 
podría entonces ejercer sobre ellos mas que el do- 
minio ordinario ó absoluto^ semejante al de los par- 
ticulares, porque el dominio eminente correspon- 
de al soberano del territorio, 
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Gomo el derecho de enajenar los bienes puUi- 
cos, no es indispensable par?, las funciones ordi- 
narias de la administración, no se presume existir 
en poder del principe 6 gobernante, á no ser que 
la nación se lo haya conferido espresameate; pero 
él se supone siempre en la autoridad lejislativa, si 
por las leyes fundamentales de la nación no se lo 
ha reservado á si misma. En este. último casot xio 
seria válida la enajenación de territorio, si no lik 
autoriza directamente la nación, ó una imperiosa 
y manifiesta necesidad, que da al soberano todas 
las facultades indispensables para la salud del Es- 
tado. 

La cuestión llega á ser mas difícil, si se trata, 
no de la enagenacion de algunos bienes públicos, 
sino de la desmembración de alguna ciudad ó pro- 
vincia. Una nación tiene el deber de conservarse 
á si misma y de conservar á todos sus miembros; 
y no puede abandonarlos, ni traficar con su liber- 
tad en cambio de algunas ventajas que se le pro- 
metan. Pero ella podría hacerlo lejitimamente en 
caso de una estrema necesidad, y cuando se tra- 
tase de la salud del Estado. Tal enajenación se- 
ria entonces válida ; pero la provincia ó ciudad 
desmembrada, no está en la obligación de recibir 
contra su voluntad, al nuevo señor que se le quie- 
ra dar. 

Comprometido Francisco I, por el tratado de 
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Madrid, á ceder el ducado de Borgoña á Oarlog Y, 
los Estados de esta proyincia, no conformándose 
declararon, que si el rey los abandonaba, toma- 
rían las armas para defender su libertad; y ha- 
biéndose reunido los notables del reino, espresa- 
ron unánimemente, que la autoridad del rey no se 
estendia hasta poder desmembrar la corona. En 
consecuencia se declaró el tratado nulo, como con- 
trario á la ley fundamental del Estado. 

Asi como la nación no puede desmembrar de 
su seno algún pueblo 6 provincia, tampoco es lici- 
to á éstos, separarse dé la asociación de que ha- 
cen parte; escepto en los casos siguientes: 1.*^ si 
se hallan en la alternaÜTa de rendirse al enemi- 
go ó perecer ; 2.° si se alteran la||f leyes fundamen- 
tales del Estado, contra la voluntad ó en perjui- 
cio de los miembros de la asociación de que tra- 
tan de separarse ; y S,^ si él Estado se descuida 
en socorrer, á un pueblo que hace parte suya, ó 
le hace sufrir una opresión cruel, ó deja sacrificar 
constantemente sus intereses áloa de otros miem- 
bros favorecidos. 

§.84. — DLL IMPEBIO. 

Se llama tTTtpmo, la facultad de mandar y dar 
leyes en toda la estension del territorio que ocupa 
el Estado. El imperio recae ya sqfare los ejndadft- 



nos» ya sobre los extranjeroB. Este último tiene 
los mismos limites que el territorio; el Estado no 
puede dar leyes ni órdenes a los extranjeros, eino 
mientras se hallen en sus tierras ó aguas. 

En ouanto á los ciudadanos, hay leyes mera- 
mente locales, que solo les obligan mientras se 
hallan dentro de los limites del territorio, pero 
hay otras, cuya observancia les es forzosa don- 
de quiera que estén ; tales son las que les im- 
ponen deberes especiales para con el Estado ó 
para con otros miembros de la sociedad á que per- 
tenecen. Asi, todo acto de hostilidad contra lapa- 
tria es un crimen, donde quiera que se cometa - 
asi también, el que testa en pais extranjero, debe 
dejar á sus hijos ójierederos forzosos, ciudadanos 
del inismo Estado que él, las lejitimas que por las 
leyes patrias les correspondan. En jeneral. Tas le- 
yes relativas al estado civil y capacidad de las per- 
sonas, ejercen su imperio sobre los ciudadanos, 
donde quiera que residan. (Sin embargo, la juiis- 
prudencia inglesa y norte-americana han declara- 
do válido, en todo caso, el matrimonio hecho en 
pais extranjero con arreglo á las leyes del país en 
que se celebre.) — La misma regla se aplica á la 
^solución de los matrimonios, que debe efectuar- 
se con arreglo á las leyes del pais en que se oon- 
ti^ajo. 

£1 imperio supone la facultad de dar leyes so^ 
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bre la adqtdsioion, goce, enagenacion y trasmi- 
sión de las propiedades existentes en el territorio 
del Estado. 

La ley del Estado en que se hallan los bienéi 
raifiesy es la que determina lo conoemiente á ellos, 
aun cuando sean poseidos por extranjeros ó por 
personas domiciliadas en pais estraño ; en este oa« 
so el extranjero no puede disponer de ellos, sino 
sujetándose á las leyes locales, las cuales ñjen 
también las succesiones ab-intestato de esta clase 
de bienes, con preferencia á las leyes del pais 4 
que perteneció el difunto. {Lex loci rey nta). 

Con respecto á los miteble&, por regla jeneral, 
son ellos rejidos por las leyes del domicilio del pro- 
pietario, {lex hci domidlii) ; las cuales también re« 
glan su trasmisión hereditaria ab-intestato (mo- 
bilia ossibus inharenty personam sequuntur). 

Las formas de toda clase de instrumentos, de- 
ben sujetarse á las leyes del pais en que se estien- 
dan (lociLS regü actum)» 

Y la interpretación, fuerza y efecto de los con- 
tratos subordinarse á las leyes del lugar en que se 
otorgaron; {j£x loci contraetus) exepto cuando el 
lugar señalado para su ejecución es distinto del 
de su otorgamiento ; en cuyo caso, como dice Fob- 
lix, todo lo concerniente al cumplimiento de la 
obligación ó todo Ip que debe hcMserse después ¿(9 
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celebrado el oonirato ó para sn ejeouoion, deberé* 
jirse por las leyes del primero. 

Por lo que respecta á la tramitación dé los joi- 
oios, á qpe da Ingar la ejecacion de las obligacio- 
nes estipuladas en país extranjero, queda eUa sn^ 
jeta, sin excepción, á los procedimientos observa- 
dos en el Ingar en qne se sigue el litíjio {lex /en). 

§. 85. — ^DB LA JUBISDICOION. 

Del dominio y del imperio nace la juriadieeion^ 
esto es, la facultad de administrar justicia. Sues*- 
tensión es la ipisma que la del imperio. A los tri- 
bunales de la nación corresponde tomar conoci- 
miento de todos los actos sometidos á sus leyes, 
dentro de su territorio, tanto en lo ctVt7, como en 
lo criminal^ y con arreglo á los procedimientos es- 
tablecidos por ella, exepto en los siguientes casos: 
1.^ cuando la persona de un soberano entra en el 
territorio de una potencia amiga, con el beneplá- 
cito de ésta; 2.** con respecto a los agentes diplo- 
máticos ; y 8? respecto de los ejércitos 6 escuadras 
que atraviesan por nuestras tierras, navegan ó an- 
clan en nuestras agrias. En alta mar los buques 
de toda potencia, sean públicos 6 particulares, 
permanecen sujetos á su respectiva jurisdicción. 

En cuanto álos buques mercantes, los hechos 
ocurridos á bordó de los que se hallan surtoa^ en 
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las aguas de un puerto extranjero, la jurisprudeñ* 
cía francesa tiene establecido, que se someten á 
la jurisdiceion del Estado á que pertenece el bu- 
que ; siempre que consistieren en actos de pura 
disciplina interior ó en delitos cometidos por un in- 
dividuo de la tripulación, contra otro de la mis- 
ma, y cuando la tranquilidad del puerto no ha sido 
comprometida por esos hechos. 

Por lo demás, sabido es que las obhgaciones ci- 
viles confieren jurisdicción á los tribunales del 
pais en que se han celebrado ; mas en cuanto á si, 
los contratos celebrados por extranjeros, podrán 
ser juzgados en el pais en que precariamente re- 
siden, se hallan discordes las opiniones de los pu- 
bUcistas. En Inglaterra y Estados Unidos de Nor- 
te América, un extranjero tiene acción contra 
otro, por deudas contraidas en pais extranjero. 

A pesar de la variedad que reina aun, en cuaU" 
to al valor que se debe atribuir por un Estado á 
las sehtencias pronunciadas en otro, se puede sen- 
tar como principio admitido jeneralmente» que to« 
da sentencia dada en un Estado debe cumplirse y 
tener fuerza de cosa juzgada ante los tribunales ex- 
'tranjeiros, siempre que se reúnan las condiciones 
siguientes : 1^ que el tribunal haya sido competen- 
te; 2.* que el htigante extranjero haya sido escu- 
chado en la forma y con arreglo á las leyes del 
pais en que la causa se ha fallado; y 8^ que la 
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obligación ejecutable no contenga disposiciones 
contrarías á las leyes, instituciones ó intereses del 
pais, por ejemplo: si se estipula introducir fraudu- 
lentamente algunos efectos 6 la venta de esclavos, 
cuya entrega se pretenda solicitar eñ un pais en 
que se halla prohibido sú tráfico. 

Las sentencias que en materia ciiminal se pro- 
nunciaren por los tribunales de un Estado, no 
pueden ejecutarse por los de otro distinto, á . cau- 
sa de ser las leyes penales de un carácter esen- 
cialmente territorial. 

Todas estas reglas y las contenidas en el nú- 
mero anterior, pertenecen al Derecho Internado'' 
nal Privado, y han sido introducidas en conside- 
ración á la utilidad y conveniencia reciproca de loa 
Estados. 

§. 86. — CIÜD.U)ANU. — BEFÜGIO Y EXTRADICIÓN. 

Ciudadano^ 6n el Derecho Internacional, es to- 
do miembro de Ja asociación civil. 

Esta cualidad se adquiere de diversos modosv 
segim las leyes de cada pueblo. Por regla jeneral, 
olhijo, si es lejitimo, hace parte del Estada á qué 
pertenece el padre, ó del de la madre, si es natu- 
ral; á no ser que en la misma hipótesis, el hijo ha" 
ya sido reconocido por el padre, en cuyo caso per- 
tenece á la nación de éste* Esta regla ha sido je- 
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neralmente admitida en casi todas las lejislacio- 
nes de Europa, y sancionada especialmente en los 
tratados concluidos por la Prusia con diferentes 
Estados de Alemania. — ^n. embargo, en muchas 
partes el nacimiento es suficiente para conferir la 
ciudadanía; de modo que el hijo de un extranjero 
es ciudadano por el hecho de haber nacido en el 
territorio, tai l^ucede en Inglaterra y Norte Amé- 
rica. En algunos paises basta la extrticeion, y en 
esa virtud el hijo de un ciudadano, aunque jamas 
haya pisado la tierra de sus padres, es también 
ciudadano. En otros, el domicilio, esto es, cierta 
manera de establecimiento ó cierto número de 
años de residencia continua, de que se infiere el 
ánimo de permanecer para siempre, habilita á los 
extranjeros para obtener la ciudadanía% Y en to- 
dos puede el soberano concederla por privilegio á 
nn extraño. 

Ciudadanos naturales son, pues, propiamente los 
que han nacido de padres ciudadanos y en el ter- 
ritorio del Estado; los otros son adoptivos ó natu- 
ralizadosy y su consentimiento es necesario para 
imponerles las obligaciones propias de la ciudada- 
nía y lejitimar su naturalización. 

La ciudadanía cesa 6 por la expatriación penal ó 
por la expatriación voluntaria; en el primer caso» 
es el efecto de un castigo que la sociedad impone 
auno 6 ma0 de sus miembros: esbel segundo» es 
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la separación voluntaria, que puede tener liigaií 
por naturalización en pais extranjero. En jene- 
ral, todo ciudadano de un paÍ8 libre es dueño, de 
permanecer en él ó separarse cuando le parezca, 
con tal de que no sea en circunstancias ó de mo- 
do que con ello le ocasione un mal positivo. No 
obstante, algunas lejislaciones como las de Prusia 
y Austria, tienen restrinjido este derecho, que alli 
no puede ejercerse sin el permiso de las autorida- 
des administrativas. 

Por lo que respecta á los extranjeros, unos 
son transeúntes, que permanecen en el territorio 
precariamente, 6 como simples viajeros; otros, 
domiciliados, que se establecen de un modo perma- 
nente en el pais, sin adquirir la calidad de ciuda- 
danos. Los primeros se bailan exentos del servi- 
cio militar y de las cargas personales ; pero todos 
se bailan sujetos á las leyes y jurisdicción del pais 
en que residen, debiendo á su vez ser protejidos 
por la autoridad depositada en los tribunales. 

El derecho de uso inocente dá á los extranjeros 
Ift facultad de transitar libremente per el territo- 
rio ; mas, asi como este derecho es tan, solo imper- 
fecto, lo es igualmente el que tiene un desterrado 
á la acojida de la nación en que se refujia. Bes^ 
pectivamente ésta para rehusar este derecho debe 
ÍraTo^^r ^^^o^es, por ejemplo: el temor de 
9U6 lo, advexxediaoB ¿i^erau introducir enferme- 
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dades contagiosas, trastornar el orden público, eto. 
Los proscritos á su vez, no deben abusar de la 
hospitalidad que se les dispensa, pudiendo en caso 
contrario ser expelidos y aun castigados. 

La nación no tiene el derecho dé castigar á los 
extranjeros por delitos cometidos en otra parte, 
sino son de los que como la piratería hacen á sus 
perpetradores enemigos del jónero humano. Pero 
si el crimen es de grande atrocidad 6 de conse- 
cuencias perniciosas al orden moral ó á la seguri- 
dad de las naciones, como el incendio, la falsifica- 
ción de moneda, el asesinato, etc., y el soberano 
cuyas leyes han sido ultrajadas, reclamase los reos, 
deben serle entregados para su castigo. 

Llámase extradición esta entrega. La mayor am- 
pUtud del derecho de exijirla, depende de los tra- 
tados; y los gastos que ella ocasiona son de cargo 
del Estado que la solicita. 

No debe concederse asih á los que han delin- 
quido contra las leyes de Ja naturaleza y los sen- 
timientos de humanidfid; porque la represión de 
estos crímenes interesa á todos los pueblos. Se 
concede jeneralmente á los delincuentes 6 perse- 
guidos políticos. 

Los náufragos tienen un derecho particular á la 
consideración y hospitahdad, y nada mas bárbaro 
que la costumbre de pillar sus efectos, que fué tan 
jeneral en otro tiempo ; felizmente la influencia 
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de las luces lia desterrado por fin esta práctica in- 
humana y bárbara, reduciéndola á un premio mo- 
derado que se dá al que salva los objetos. Cuando 
pasado algún tiempo nadie reclama esos objetos, 
se adjudican á las personas que los hayan sal- 
vado ó conservado, ó al fisco. 

También se halla casi totalmente abolido en el 
dia aquel odioso derecho llamado alvinagio, por el 
cual se excluía á los extranjeros de todo derecho 
dQ sucesión en el Estado, ya fuese á los bienes de 
los ciudadanos ó de los extranjeros, no podian ni 
aun recibir legados, y llegando 4 morir en el ter- 
ritorio, se apoderaba el fisco de todos sus bienes ó 
de una parte de ellos, según las leyes de cada pais. 
Otro tanto ha sucedido ya con el derecho de de- 
tracfdon, en virtud del cual el Estado retenia una 
parte de los bienes de sus subditos, cuando ' deja- 
ban para siempre el territorio. 

§. 87. — DEFINiaON, DIMISIÓN Y LIBEBTAD DE 

COMEBCIO. 

Comercio internacional es la negociación ó trá* 
ñco que se hace entre las naciones. 

Divídese , con generalidad, el comercio, en ina- 
ritinio y terrestre t interior y exterior , según se ha- 
ga por mar ó por tierra, entre los pueblos de un 
mismo Estado, 6 con el extranjero. 
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Se llama comercio de cabotaje, el que se hace 
entre dos 6 mas puertos de un mismo Estado. 

En tiempo de paz, es uso común reservar á la 
marina nacional el derecho de ejercer este co- 
mercio. 

En tiempo de guerra, la jurisprudencia inglesa 
rehusa á los neutrales el derecho al cabotaje en 
puertos de belij erantes , alegando que él podria 
facilitar la ocultación del comercio de contrabando. 

Phillimore sostiene esas ideas, combatidas por 
jurisconsultos americanos y franceses, y por pu- 
blicistas Hberales, entre los que se cuenta Blun- 
tschli. 

Toda nación está obligada en bien propio y de 
los otros pueblos á permitir y protejer el comer- 
cio por todos los medios posibles , y á respetar su 
libertad. Esta se halla fundada en la indepen- 
dencia de los Estados, los cuales e;i virtud de 
ella tienen el derecho de comerciar entre si, sea 
directamente , ó por medio de sus subditos , sin 
que los demás puedan turbar este tráfico mientras 
no perjudique á su soberanía 6 á sus derechos ad- 
quiridos por convención. Los portugueses, en la 
época de su preponderancia naval , trataron de 
prohibir á las naciones de Europa todo comercio 
con la India; pero su pretensión fué considerada 
como absurda é insostenible , y en consecuencia 
abandonada. En virtud de esta misma libertad, 
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el solierano está autorizado para dar á su comei'- 
cío el jiro y dirección que mejor le parezcan; pro- 
hibir la importación ó exportación de mercaderías 
y aún cerrar sus puertos ; establecer aduanas y 
cobrar derechos ; conceder privilejios á una ó mu- 
chas naciones, etc. 

J. 88.— GBAVÁMENES k QUE ESTÁ SUJETO. 

El permiso de comerciar con una nación y de 
transitar por su territorio , está sujeto á varios 
impuestos y derechos, tales son: el de anclaje^ 
impuesto que se percibe de toda embarcación 
extranjera, siempre que echa el ancla en un puer- 
to ; el derecho de emhargo , que es la facultad de 
retener los buques anclados, sea impidiendo su 
salida, á fin de que el enemigo no se aperciba 
de algún hecho ó plan secreto que so le trata de 
ocultar, ó sea usande de ellos para algún objeto 
de necesidad pública, 6 para el trasporte de armas, 
soldados ó municiones; (en este último caso sue- 
le llamársele derecho de angaria») debiéndose en 
todos los casos una indemnización á los interesa* 
dos, por el perjuicio que hayan sufrido. (Véase 
el § 51). 

Algunos pubUcistas han protestado contra este 
derecho, que coarta la Khertad individual y del 
comercio; siendo innegable que e» casi imposible 
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evitar el abuso, puesto que el mismo interesado 
es el único juez de la necesidad que se alega. Es 
por eso que las naciones han procurado eximirse 
de estos gravámenes por estipulaciones especiales; 
asi como también de los llamados: derecho de 
preennon, por el cual un Estado detiene las mer- 
caderías que pasan por su terrítorío, á fin de pro- 
porcionar á sus subditos la preferencia de compra; 
de escala-forzad a^ que consiste en obligar á las 
embarcaciones 4 hacer escala en determinados 
parajes, para reconocerlas ó cobrar impuestos; el 
de trasborde forzado, para proporcionar á las naves 
nacionales el beueñcio del flete, del cual casi no 
queda ya ejemplo, ni aun en los rios de Alemania, 
por la tendencia de las naciones modernas á la 
inmunidad del comercio y á la facilidad de las co- 
municaciones. Entre los gravámenes á que está 
sujetoel comercio no debe omitirse la cuarentena, 
que consiste en poner á los buques que vienen de 
xin puerto apestado ó que hacen temer el contajio 
de alguna enfermedad, en un estado completo de 
incomunicación, por un espacio de tiempo que en 
jeneral es de cuarenta días. El principal docu- 
mento que sirve para averiguar, si el buque debe 
hacer cuarentena es el certificado, voleta ófé de 
sanidad, dada en el puerto de donde procede el 
buque, y que contiene el estado de salud de aquel 
puerto. Se llama certificado limpio, el que atesti- 
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gn* que d puerto se halU exento de enfermeda 
reside u^eccxon; y sucio, « l, ^^, ,,,, ^^^^ 

CAPITULO n. 
»• log Tratados y ueg«cl«d«neg. 

I. 89.-TEAXAI>08 T BEQmsiXOS BSENCIAIOSS PABA 

SU VALIDEZ. 

Se llaman tratados púbUcos, los contratos cele 
brados entre dos ó mas Estados T «o Zi^^ 
hallan sometidos en ient? i ,*^***do8 se 

cMuoH en jeneral a las reglas suatar. 
c ales de los contratos particulares. En esa ^ud 
eUos presuponen, ante todo, para su vaSez^!^ 
bre y recproco comentimiento de los contratantes 
7 Bn capacidad de contratar. Pero es necesario nó 
olvidar, que los Estados, grandes aglomeraciones 
colectivas, difieren con mucho de los simples in- 
dividuos, en su naturaleza y en su modo de reso- 
lución y acción, para que de esas reglas jenerales se 
puedan deducir las mismas consecuencias de deta- 
lleyaplicacion. Asi, aunque tanto las convenciones 
internacionales como las particulares requieren 
el Ubr» eoníentimiento de las partes, la violencia el 
errar y el dolo, que vician los contratoa, no oc». 
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sionan la nulidad de los tratados; á do ser que la 
fuerza se haya empleado ilejitimámente, ó que el 
error y el dolo sean evidentes, como la no-existen- 
cia de algún hecho á que se refiera el tratado, etc. 
Bonaparte no habría podido retractar su abdica- 
ción de Fontainebleau, como pudo Fernando YII 
la de Bayona: la abdicación del primero fué el resul- 
tado de una guerra ñ*anca y regular; el segundo fué 
atraido alevosamente alas redes de un usurpador. 
Mas, puesto que no hay juez que falle sobre la 
lejitimidad de la fuerza empleada, en caso de du- 
da, debe ella siempre considerarse legal; si asi no 
( fuese, jam&s las guerras podrían terminar de otro 
modo que con la sumisión completa 6 la total des- 
trucción del pueblo vencido, haciéndose imposible 
todo tratado de paz con el vencedor. 

La capacidad de negociar los tratados corres- 
ponde á todo Estado soberano, y aún á los semi- 
soberanos, que no han renunciado ese derecho. 
La constitución de cada Estado es la que deter- 
mina en quien reside el poder de tratar. En las 
monarquías absolutas, y aún en las constitucio- 
nales, reside ordinaríamente en el soberano rei- 
nante. En las repúblicas, en él jefe del Estado ó 
en el Poder L^íjislativo. — Todos ellos pueden tra- 
tar directamente, ó por medio de sus ajentes di- 
plomáticos. 
Heffter menpiona, como pojidipion especial pa** 
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ra la validez de un tratado, la causa licita; enten- 
diendo por tal, la pogihiUdad Jisica ó moráis de la 
obligación estipulada, así, p. e: una convención 
contraria al orden moral de las cosas ó á Iob de- 
rechos jenerales de la humanidad, se considera 
imposible: tal seria la que tratase de introducir la 
esclavitud ó abolir totalmente el comercio. Blunts- 
chli es de la misma opinión. 

Los tratados no producen derechos perfectos, 
sino cuando han sido debidaments ratificados por 
los respectivos soberanos. Por regla jeneral se 
acostumbra hoy reservar en los tratados el dere- 
cho de ratificación; mas, aún cuando no exista esa 
reserva, si el plenipotenciario ha traspasado sjis 
instrucciones, ó han llegado á sobrevenir hechos 
nuevos y bastante graves para hacer variar las - 
circunstancias en que se dieron, puede el sobera- 
no negar justamente su ratificación. 

ün compromiso contraido, sea por el gobierno, 
por un plenipotenciario ó cualquier otro ájente su- 
balterno, sin que para ello haya sido autorizado, 
se llama esponsión: para su validez debe ser indis- 
pensablemente ratificado. El esponsor tiene el de- 
ber de hacer lo posible para obtener la ratifica- 
ción de su promesa. 

Los romanos admitian principios mucho más 
severos, á este respecto: el esponsor era personal- 
mente responsable de la ejecución, y en caso de 
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no ratífioane el tratado eonohudo por él» era «n- 
fregado al otro contratante. 

Las estipulaciones y otros arreglos militares, 
cuando se han sujetado á las instrucciones dadas 
para ello, no necesitan de ratificación alguna. 

En cuanto á la lesión^ la sola desigualdad de la9 
ventajas producidas por un tratado, no es suficien- 
te razón para negarse á cumplirlo; pues cada par- 
te debe pesar de antemano las ventajas y desven- 
tajas que le resulten de él; ademas, en ausencia de 
un Código Internacional, no es posible determi- 
nar el grado de lesión, necesario, para rescindirlo. 
Sin embargo, el derecho de conservación autoriza 
á los Estados á romper un tratado que pudiera 
llegar i ocasionar su ruina, ó el aniquilamiento 
de sus derechos esencialos. 

§. 40. — ^DIVEBSAS ESPECIES DE TBATia>08. 

Los tratados se dividen con jeneralidad, en con- 
venciones tran9ÍtorÍ4ts (de carácter permanente) y 
tratados propiamente dichos. Las primeras se cum- 
plen una sola vez para siempre, y son perpetuas 
por su naturaleza, (siempre que sean legalmente 
estipuladas); una vez ejecutadas, subsiaten inde- 
pendientemente de todo cambio ó acontecimiento 
político; aunque su efecto llegue á suspenderse 
durante la guerra, vuelven á Uner pleno vigor 
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después de ella, sin necesidad de nueva estipula- 
cioUy á no ser que hayan sido espresamente reyo- 
oadas; de esta clase son los tratados de cesión, de 
Umites, de canje de prisioneros, etc. 

Los tratados propiamente dichón, son los que re- 
glan para el presente y para el porvenir, la ma- 
nera de obrar de los contratantes, y obligan por 
lo mismo, á prestaciones continuas y sucesivas; 
tales son los de alianza, navegación, comercio, 
neutralidad, etc. 

Estos fenecen: 1.® cuando uno de los Estados 
contratantes pierde su existencia política; 2.^ cuan- 
do cambia su constitución interior de tal manera 
que se hace inaplicable el tratado en las nuevas 
circunstancias; 8.<* en caso de guerra entre las 
partes contratantes, á no ser que hayan sido es 
presamente estipuladas para el caso de ruptura; 
no siendo asi, es preciso renovarlos después de la 
paz, si se quiere ponerlos en vijilancia; y 49 por 
su propia limitación, ó cuando sus estipulaciones 
se han cumplido. Pueden también disolverse los 
tratados por la infidelidad de uno de los contra- 
tantes, quedando entonces al injuriado, el derecho 
de apelar á las armas para hacerse justicia, ó de- 
clarar roto el pacto. Ademaa, son aplicables á los 
tratados los modos de acabarse los contratos pri- 
vados, como el mutuo discenso, el cumplimiento 
de una condición resolutoñn,, la falta de alguno^ 
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de lofl requisitos esenciales á su validez (alegable 
como causal de nulidad ó rescioion), la imposibi- 
lidad f isica 6 moral de realizarse el tratado, etc. 
Habría imposibilidad moral, p. e. siempre que el 
cumplimiento de la obligación atacase los dere- 
chos de un tercero. 

La mayor parte de los tratados son rniostes; es 
decir, que reúnen en si el caráctet de convencio- 
nes transitorias y tratados propiamente dichos. 

Se han divido también los tratados en defini' 
tioúa y preliminares. Siendo estos últimos de carác- 
ter provisorio, sus efectos dependen del principal, 
por lo que si éste no se realiza, caducan jeneral- 
mente aquellos. Finalmente, algunos autores dis- 
tinguen los tratados en reales y personales; pero 
otros, como Ortolan y Pinheiro Ferreira, recha- 
zan esta división como inútil é inexacta, espre- 
sando con sobrada verdad, que los tratados que 
no interesan sino á la persona de los monarcas, 
son puramente privados y no pueden entrar en el 
dominio del Derecho Internacional, y que los lla- 
mados desiguales, no pueden ser otra cosa que con- 
venciones leoninas, impuestas por la fuerza ó la 
astucia, á la debilidad 6 la impremeditación. 

Por lo demás, pueden dividirse los tratados en 
tantas especies, como diferentes son los negocios 
que tengan por objeto; asi hay tratados de paz, 
de aUam^a^ de neutralidad, de comerdoy de fómj- 
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tM, oto. Los que se hacen con el Papa, en lo oon- 
oemiente si patronato y demás negocios edesiás- 

tlAna. AA 1lAtinA.n Annunrdntnm. 



ticos, se llaman eoneordato». 



$, 41.-*aSGÜBIDAI>X8 PABA SU OUMPIíIUIEirrO. 

La inviolabilidad de los tratados es para las na« 
oiones una ley dictada por su propio interés y 
dignidad. Sin embargo, una desgraciada espe* 
rienoia les ha enseñado a desconfiar de la fiel ob- 
servancia de ellos, y les ha hecho buscar seguri« 
dades contra el engaño y la mala fé. Entre estas 
seguridades se cuentan: el pacto de garantía^ que 
es un contrato por el que una ó mas potencias 
ofrecen auxiliar á otra, para compeler á una ter* 
cera al cumplimiento délo pactado. Para que sea 
válido, es preciso que tenga el consentimiento de 
ambos contratantes y sea aceptado por el garan- 
te; quien no podrá intervenir sino en caso de ser 
llamado al efecto. Puede también darse una mu- 
tua garantia entre dos ó varias potencias: tal su- 
cedió con el tratado de paz de Aix^la-ChapeJle en 
1748; los ocho Estados signfltarios se garantiza- 
ron reciprocamente el cumplimiento de las esti- 
pulaciones convenidas. El' pacto áñ fianza, por el 
cual se obliga un Estado á cumplir lo estipulado 
por otro, en caso de faltar éste* — Y el dé ¡¡renda 6 
Hpoteea^ que consiste en entregar 6 hipoteofu: al- 
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^unos bienes, muebles ó territorios para seguridad 
de lo pactado. En 1808, la Prusia hipotecó á la 
Francia sus fortalezas situadas sobre el Oder, el 
Stettin, etc., el pago de 140 millones de contribu- 
ción. La Polonia puso una corona y otras joyas 
en poder de los soberanos de Prusia. Los rehenes^ 
consisten en entregar personas de consideración 
como prenda de cumplimiento de una promesa* 
hoy solo tienen alguna vez lugar en tiempo de. 
guerra. Tan solo se compromete la libertad de 
esas personas, y no podria, según el derecho mo- 
derno, dárseles la muerte en caso de faltar ú so- 
berano á su palabra. Si un principe dado en re- 
henes sucede en la corona, debe permitirse su can* 
je por otra persona que ofirezca igual garantía. 

§. 42. — ^BEOLAS PABA LA INTEBPBETACIOK DE LOS 

TBATADOS. 

Tal es la imperfección y ambigüedad del len« 
guaje humano, que las solas palabras, de un es- 
crito no bastan, muchas veces, para esplicar su 
verdadero sentido, y se hace forzoso recurrir á las 
interpretacioves, *— Los tratados deben ser inter- 
pretados del mismo modo que los otros contra- 
tos y leyes, con sujeción á las reglas dictadas 
por la buena fé y la lójica. Sin embargo, pueden 
tenerse por reglas jenerales las siguientes: 
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1^ En todo pasaje oscuro 86 debe averiguar ante 
todo, el pensamiento ó la intención del que lo dictó. 

2^ Pebe procurarse que en todas las clausulas 
haya la mayor consonancia; salvo que sea en 
las últimas, lá intención de modificar las primeras. 

8.* No debe estarse al rigor literal de los tér- 
minos, cuando de ellos resulta algo, contrario á 
la equidad natural, ó impone condiciones tan du- 
ras, que no es presumible hayan entrado en la 
mente del que las estipuló. 

4.* En caso de duda, se debe ampliar lo favo- 
rable y restrinjir lo odioso y perjudicial. 

5.* Si es manifiesto, que el estado en que se 
hallaban las cosas, dio motivo á una disposición ó 
promesa, el valor de ella se estingue si varían las 
circunstancias, p. e.: si se hubiesen prometido au- 
xilios á una potencia, por ser ella débil, seria justo 
rehusarlos, si lejos de haberlos menester, amena- 
za la seguridad de sus vecinos. 

G.^ Si hay contradicción entre dos pactos, el 
que preceptúa ó prqhihe debe prevalecer sobre «I 
(]xjlq permite simplemente, y el posterior en fecha, 
sobre el anterior. 

$ 43 — ^AJBÑTES DIPLOMÁTICOS Y SUS DISTINTAS CLASES. 

Llátnanse ajenien diplomático» ó ministros pühli* 
cosi los funcionarios encangados por un Estado 



para tratar con otro ú otros de negocios interna- 
cionales. 

Hoy se reconocen cuatro clases de aj entes di- 
plomáticos. La clasificación establecida por el 
congreso de Yiena (1815), los dividió entres cla- 
ses: 1.* embajadores, legados y nuncios; 2/tn^tfrnwn- 
cios, enviados, ministros ú otros ajentes acredi- 
tados de soberano a soberano; y 8.* encargados de 
negocios, acreditados de ministro á ministro de 
relaciones exteriores. El congreso de Aix-la-Cha- 
pelle (1818) añadió una mas, declarando, que los 
ministros rendentes formarían una clase interme- 
diaría entre los del segundo órd.en y los encargados 
de negocios. 

Los embajadores son, en la regla hasta hoy re- 
conocida, enviados únicamente por las testas co- 
' roñadas, pero no hay razón para negar ese dere- 
cho á los otros Estados, puesto que todos son 
considerados igtuües ante el Derecho Liternaoio- 
nal. Los legados, son cardenales acreditados por 
el papa cerca de algún Estado católico. Los nun- 
evos son enviados por el mismo,. pero no tienen la 
dignidad cardenalicia. 

Solólos ajentes de la 1.* clase tienen el carác-* 
ter representativo. Entendiéndose por tal, el dere- 
cho de recibir los mismos honores que se tríbuta-» 
rían á sus soberanos, si se hallasen presentes^ 
pues por lo demás, todos ellos «on fepreientaniei 
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de la nación qne los envía. Los ajenies de la 2.* 
clase constituyen» por lo común, la 1.* en las re- 
públicas. Hoy no se reconocen difcrondias esen- 
ciales entre los enviado» y ministro» plenipotencias 
rio». Los ministros residentes eran, primitivamente, 
constituidos en permanencia; mas, en el dia, sin 
duda por minorar los considerables gastos que 
ocasionaba el lujo de las embajadas, se ha intro- 
ducido la costumbre de nombrar ministros resi- 
denteSf aun para negocios de breve duración. Los 
encargados de negocios han sido subdivididos por 
Wheaton, en encargados de negocios ad-hoc y ad» 
interim. Estos últimos, que reemplazan á los mi- 
nistros durante su ausencia 6 impedimento, sue- 
len ser jeneralmente los secretarios de legación. 

Ademas de estos ajentes diplomáticos, hay otros 
de un orden especial, y son: los ajenies confideu' 
eÍ4ileSf que tienen un carácter secreto, y los comi- 
sarioSf que se encargan de un arreglo litijioso ó 
especial, como los de liquidación de cuentas, etc. 
Estos no tienen carácter público. Bajo el réjimen 
colonial enviaban los gobiernos de la metrópoli, 
comisarios á los pueblos de su dependencia, con 
el nombre especial de comisar ios réjios. 

Los secretarios de legación, son nombrados por 
la misma autoridad que sus respectivos ministros, 
y están encargados de redactar las notas, cartas 
y demás documentos de la legación, del cuidado 
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del archivo, de llevar el protocolo de las conferen* 
cías, etc. forman parte del personal oficial de la 
legación á que pertenece y por lo ínismo tienen 
derecho álds consideraciones deque goza el cuer- 
po diplomático. 

Gomo se ha dicho ya, es de uso común que to- 
da vez que el enviado se ausentare temporalmen- 
te 6 tuviere algún impedimento para ejercer sus 
funciones, se haUa autorizado á presentar á su 
Secretario ante el Ministro de Eelaciones Exte- 
riores del pais en que funciona con el carácter de 
Encargado ad-irUerim de los negocios de la le- 
gación. 

Los adjimto8, VLa,ma,ios iümbien jóvenes de len- 
guas, son considerados como simples oficiales de 
secretaria, y se hallan bajo la inmediata depen- 
encia de sus ministros. 

La reunión 6 conjunto délos enviados 6 minis- 
tros acreditados ante un mismo gobierno, se de* 
signa con la denominación de cuerpo diplomático^ 

Aunque este cuerpo no constituye una persona 
jurídica, ni política, tiene el derecho de manifes- 
tar en conjunto, sus sentimientos y principios 
comunes; y cuando esas declaraciones son unáni- 
mes, tienen cierta autoridad interuacional, que 
nunca es prudente desoír. 

Siempre que el cuerpo diplomático deba cumplir 
algún' deber de pura cortesía, es uso jeneral que 

e 



d mas antiguo (en fecha de recepdon) Heve ía 
palabra, étno ser qne entre eUos se haya acorda- 
do otra cosa. 

•5. 44.-DOOUMBVTO8 BISLATIVOS i 8TJ CASiCTEB 

ÍÜBLICO. 

Los documentos principales que los mmisteos 
llevan consigo son: las cartas credmcmles las «.«- 
truccianes j los plenos poieres. Las cr«<i«nctfli«r, 
que Uevan los ministros acreditados de soberano 
á soberano, son unas cartas dirijidas por el sobe- 
rano que los envía, al del país á que van destina- 
dos. Son firmadas por los mismos soberanos y 
llevan el sello del Estado. Tienen por objeto, ha- 
cer constar el carácter diplomático del ministro, 
y en eUas se ruega al soberano, dé entero crédito 
á cuanto el enviado diga en nombre de su corte. 
Las que llevan los encargados de negocios van 
firmadas solo por el ministro de negocios extran- 
jeros y dirijidas al igual del pais á que son envia- 
dos. Las credenciales que llevan los legados, nun- 
cios é inter-nuncios del papa se llaman Uhs. 

Los pleno» poderes son en cierto modo el man- 
dato jeneral qtie se confiere al ájente diplomático 
para las negociaciones que se le encomiendan; en 
eUoB se deternúna el objeto y limites del man- 
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Las instruenones son un documento reserva- 
do, que contiene las verdaderas intenciones del 
gobierno, y á las que el ájente debe arreglar su 
conducta; en ellas se establece la verdadera y es- 
pecial limitación de sus poderes. 

El ministro inviste su carácter diplomático, con 
respecto al Estado que lo envia, desde que recibe 
y acepta su nombramiento; pero solo desde la en-> 
trega y recepción de sus credenciales, adquiere , 
ante el Estado que lo recibe, todos los derechos 
inherentes á su cahdad y rango. 

El ájente diplomático que, aldirijirse á su des- 
tino, atraviesa paises estranjeros, tiene derecho á 
consideraciones especiales y está bajo la protec- 
ción del Derecho Internacional. 

Francisco I recurrió justamente á las armas, 
contra Carlos Y para vengar el Oi^esinato que en 
territorio lombardo se hizo de un ministro fran- 
cés enviado á Yeneoia y Constantinopla, á donde 
entonces se dirijia. 

§. 45. — su BEOEPCIOK. 

• 

Las formalidades para la recepción de los mi- 
nistros, varían según la clase de éstos y las con- 
venciones preexistentes. Las fprmalidades sustan- 
ciales son estas: el ájente diplomático de primera 



— Bi — 

olase^ ilotifica su llegada al ministro de relacio- 
nes exteriores por medio de su secretario ó de un 
jentil-hombre de la embajada, enviando copia de 
BU credencial^ y pidiendo el señalamiento del dia 
y hora ^ara la audiencia, en la que debe entregar 
el orijinal en persona; 

El rango de antigüedad pard la precedencia en^ 
tre los enviados de la misma clase, se fija por la 
fecha de esta recepción. 

El encargado de negocios participa por escrito 
su llegada al ministro de negocios extranjeros, y 
solicita audiencia para entregarle sus credencia- 
les. Los embajadores y demás ministros de pri- 
mera clase, y en las repúblicas los de 2.^ Uase y 
8.*, suelen tener audiencia pública y solemne; los 
encargados de negocios, solo la tienen privada. 
En las audiencias públicas, entregadas las cre- 
denciales, el enviado pronuncia un corto discurso 
análogo á las circunstancias, á que contesta el 
soberano, y con esto termina el ceremonial. AI 
recibimiento del embajador ó ministro siguen las 
visitas de etiqueta, á los miembros de la familia 
del soberano, á los del gabinete y del cuerpo di- 
plomático. Los encargados de negocios, después 
de su recepción particular, son introducidos en la 
corte por medio del ministro de relaciones exte« 
riores, que los presenta al soberano el primor 
dia de recibo 



SÜ8 XKUtTNIDAbKfl T UODOS DI TXÉMXMáB BUS 

FUNCIONES. 

Los ajenies diplomáticos gozan de diferentes 
inmunidades, que en su mayor parte tienen por 
base esencial la ficción convencional llamada exter- 
TÜorialidadf en virtud de la cual, el ministro es 
considerado durante el tíempo de su misión, ^omo 
si no hubiese salido de los limites del Estado que 
lo envía. Esta ficción se hace ostensiva á los 
mieinbros de su familia y comitiva. 

La inviolabilidad de los ministros públicos es 
para las naciones, de la mayor importancia. Los 
actos de violencia contra ellos, no pueden escu* 
sarse sino en el caso en que éste, provocándolos 
haya puesto á otros en la necesidad de repeler sus 
agresiones con la fuerza. Cuando el ministro es 
ofendido por personas que no tienen conocimiento 
de su carácter, la ofensa es solo un delito común. 
De extentonalidadfBeh& hecho emanar el derecho 
de adío, que en ningún caso puede servir de abri- 
go á individuos acusados de delitos comunes ó 
perseguidos por la justicia, pues seria asegurar la 
impunidad á los malhechores, burlando la efica- 
cia do las leyes del pais. En los delitos pohtioos, 
ha sido de uso permitirlo, y cuando los asilados 
por su carácter ó prestijio político, inspiraba al 
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gobierno serios temores de comprometer el orden 
público, el ájente diplomático les otorgaba las 
franquicias necesarias para salir del país dentro 
de un plazo determinado. Pero el derecho moder- 
no tiende á eliminar de un modo absoluto ese pri- 
vilejio realmente peligroso al orden público in- 
terior de los Estados, y que hoy se considera ajeno 
á los que en rigor corresponden al derecho de 
exterrüorio, necesario para el Ubre ejercicio de las 
funciones diplomáticas, verdadero objeto de aque- 
lla ficción internacional. 

Cuando el ajante diplomático es acusado de 
tramar contra la Seguridad del Estado 6 el orden 
público, puede ser espulsado del pais; y las medi- 
das que se tomaren con respecto á su persona, 
quedan subordinadas al grado ie necesidad ó ur- 
jencia que hubiere de salvar aquel. Debiendo, en 
todo caso, procurarse evitar violencias, que pue- 
den siempre ser de grave trascendencia. 

En caso de refujio de delincuentes comunes, el 
ministro debe entregarlos al solo requirimiento de 
la autoridad local. En caso de resistencia es per- 
mitida la requisa de su morada previo aviso; y 
negándose aún á ésta requisa, puede el ministro 
ser despedido, y en consecuencia aprehendido el 
criminal. 

Ademas, los ajentes diplomáticos gozan de una 
plena libertad en el ejercicio de su relijion, siem* 
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pre que sea de un modo público. En algunas cor- 
tes cristianas, hay capillas para el servicio de las 
legaciones. 

La correeípondencia del ministro es inviolable; 
su equipaje está exento de visitas, no pueden ser 
embargados los muebles de su uso, y él se halla 
exento de todo impuesto personal. Generalmente 
se concede la inmunidiad de derechos de entrada 
y salida á los objetos de su consumo; pero la prác- 
tica es varia. 

El ministro no se halla sujeto á las leyes del 
país en que reside. 8i dilinque, es necesario re- 
currir á su soberano para que haga justicia. Si 
ofende al gobierno ante quien es acreditado, pue- 
de éste, según la gravedad de los casos, ó pedir á 
su soberano que lo retii-e, ó despedirlo, dándole 
nn término para ello y acordándole todas las con- 
sideraciones debidas á su carácter público. Ei; 
materia.civil, no puede ser el ministro enjuiciado 
por deudas, aunque las haya contraído antes de 
su misión; á no ser que él haya querido renun- 
ciar su inmunidad, tomando parte en negociacio- 
nes niercantiles ó comprando bienes raices en el 
país en que reside. 

En materia civü se acostumbra conceder á los 
ministros de 1.*, 2.*, y 3.* clase una jurisdic- 
ción especial, spbre los individuos de su comitiva 
y servidumbre. El jefe de la legación puede auto» 
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risaír tus testamentos, contratos y demás actos 
civiles. En cuanto á lo criminal, la costumbre 
moderna solo autoriza á los ministros para arres- 
tar y enviar á los delincuentes á su pais, á fin de 
que allí sean juzgados y castigados, siempre que 
el crimen ó delito se cometa dentro de la casa del 
ministro. 

Las funciones de los ajentes diplomáticos ce- 
san: l.<* por la espiración del término señalado á 
la misión; 2.<> por haberse cumplido su objeto; 8*® 
por muerte, destitucion^ó abdicación del soberano 
que envia al jninistro, por la del que lo repibe, 6 
del mismo ministro; 4.** por declarar el ájente ter- 
minada sumisión, sea por un motivo especial, ó á 
causa de ser despedido por el gobierno que lo recibió. 
Basta en el tercer caso, para la validez de las 
anteriores credenciales, la simple notificacioii que 
al enviado se haga, de haber subido al poder el 
nuevo mandatario; pudiendo entretanto, oomo es 
de uso, continuar las negociaciones entabladas, 
9ub^pe^rati, siempre que el gobierno con quien 
trata, se lo permita. 

Tal es hasta hoy la práctica europea. Sin em- 
bargo Heffter no considera terminada la misión 
en caso referido, sino cuando ella tiene por objeto 
^gnn asunto puramente personal, ó cuando los 
poderes son esciusivamente dbrijidos al mandata- 
«o que faUeoió. 
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BhmtsohU, de Acuerdo oon la opinión de Pra< 
diér Fodéré, observa, y con razón, que siendo los 
poderes de un ministro, conferidos, en realidad» 
por la persona moral del gobernante, en represen- 
tación del Estado, esos poderes no deberían dejar 
de ser eficaces por cansas del fallecimiento de su 
persona fuica. Con todo, juzga, que en caso de 
destitución violenta del mandatario, débense ren¿> 
tir á su ministro nuevas credenciales, que mani- 
fiesten la confianza depositada en él por el go- 
bierno revolucionario. 

Si un ájente diplomático, muere en ejercicio de 
sus funciones, el Secretario de la Legación, y de 
no haberlo, el representante de alguna potencia 
ami^a, se encarga de seUar los efectos y archi- 
vos de los papeles y dispone lo necesario para la 
inhumación del cadáver ó para conducirlo á su 
patria. Los restos mortales tienen . derecho á los 
honores debidos á su clase. 

Terminada la misión diplomática, 6 cuando el 
soberano, pcfr motivos que no afectan a las rela- 
ciones amistosas de ambos Estados, tiene á bien 
llamar á su ministro, debe remitirle una carta de 
retiro, expedida en la misma forma que la creden- 
cial. Llegada ésta, envia el ministrp una copia 
auténtica de ella al ministro de relaciones exte- 
riores,^ solicitando audiencia, para entregar la ori- 
jinali en persona, al jefe del Bstado. Sn esta 
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andienoia» que casi siempre es privada, se prontm- 
oia un discurso' de despedida, y se observan casi las 
mismas formalidades que en la de recepción. Los 
encargados de negocios, se limitan á entregar su 
carta de retiro al ministro, sin audiencia pública 
ni privada. Unos y otros obtienen en cambio car^ 
tas credenciales, en que se espresa la satisfacción, 
que de la conducta del enviado, ha tenido el go- 
bierno que lo recibió. Los últimos las obtienen 
del ministro de relaciones exteriores, y los otros 
del soberano. Cuando el ájente diplomático se 
retira á causa de una desavenencia, 6 es despedi- 
do eúü-abrupto, se limita á pedir su pasaporte. 

En caso de muerte del enviado, es costumbre 
dejar á su familia gozando de exterritorialidad, 
por un tiempo Umitado, ó hasta su salida del país. 

§. 47. — DE LOS CÓNStJLBS. 

Los cónsules son ajentes que se envian á las na- 
ciones amigas con el encargo de protejer los de- 
rechos é intereses comerciales de su patria, y fa- 
vorecer á sus compatriotas comerciantes en las 
dificultades que se les ocurran. Su nombramien- 
to se hace hoy jeneralmente por los soberanos de 
los Estados ó jefes del poder ejecutivo, quienes 
los proveen de una patente 6 provisión consular, 
que deben presentar al núiústr o de negocios ex< 
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tranjeros del Estado a qne se les énvia, sea por 
medio de un ájente diplomático, si lo hay, ó direc- 
tamente, acompañándola de un oficio de atención 
y solicitando se les espida el exequatuTy esto es, la 
autorización para que puedan ejercer su cargo, y 
la orden, á todas las autoridades, de reconocerlos 
en su carácter. 

El cuerpo consular se compone: de cómniUs jéhe* 
rales f cóntules y vics-cánsvles y ajenies consulares,—^ 
Los primeros aon nombrados para atender á va- 
rias plazas á la vez, y son jefes de los cónsules, 
que ejercen su cargo en una sola; los vice-eónsules 
son destinados á puertos ó plazas de poca consi- 
deración; y los ajenUi eonsulare», que son nombra- 
dos por los cónsules, facultados para ello, por su 
gobierno, y que por lo común, no son rentados ni 
tienen relación directa, sino con él cónsul que los 
nombró. 

El objeto principal de la misión del cónsul, es 
velar sobre los intereses del comercio nacional, 
sujiriendo á su gobierno los medios de mejorarlo 
y extenderlo, observar si se cumplen los tratados, 
y solicitar su ejecución, protejer á los comercian- 
tes, capitanes y jente de mar de su nación, y ter- 
minar sus diferencias haciendo los oficios de ami- 
gables componedores," 

La estension de sus atribuciones, depende de 
los tratados y reglamentos particulares. J^eneral* 
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mente no tienen otra jnrifidiodoñ, qtíe la mlunta^ 
ría sobre sus nacionales, y el nm^le arbitraje en 
ius negocios litijiosos. Es práctica jenersl, que el 
cónsul, pueda legalizar los documentos otorgados 
en el pais de su residencia, para que hagan fé en 
su nación. Con el mismo objeto atestigua los ac- 
tos relativos al estadp natiiral y civil de las per- 
sonas, como nacixuientos, matrimonios y muertes; 
toma, declaraciones juradas por comisión de los 
tribunales de^ su pais, y autoriza-contratos y tes* 
tamentos. También libra pasaportes en faVor de 
sus nacionales. Si á éstos se les deniega justicia 
en el pai», 6 se damnifican sus intereses, deben 
los cónsules formalizar oportunas reclamaciones 
ante las autoridades locales; en caso de ser ellas 
desatendidas, deben trasmitirlas al ájente diplo- 
mático que en el pais tuviere su nación, y no ha- 
biéndolo, á su gobierno directamente. 

Los cónsules destinados á puettos de mar ó 
ciudades situadas sobre nos ó lagos qué tengan 
comunicación 6on el mar, ejercen hasta cierto pun- 
to la polioia de navegación comercial, y la inte- 
rior de los buques de sus nacionales. Exatñinan y 
visan los papeles de éstos, y espiden certificados 
de salida y arribo, exijidos por las leyes ó regla- 
mentos. 

Desempeñan el rol de intermediarios, en las di- 
ficultades que le misciten entre el capitán, el éq«i* 



{>Aje y los pasajeros, y puede tomar medidas dis* 
ciplinarias en todos los oonfliotos surjidos entre 
los tripulantes, asi como en los actos de crueldad 
6 neglijencia del capitán, siempre que el orden del 
puerto no haya sido alterado. Solo bajo esa con- 
dición intervienen en los casos de insubordina- 
ción de marineros 6 desorden provocado por pa- 
sajeros. 

£n caso de deserción de los marineros^ el con" 
fiul tiene derecho de exijir que las autoridades del 
país los hagan aprehender. 

También tienen el deber de tomar razón y ha- 
cer constar las averias comunes 6 particulares 
sufridas por un buque, á solicitud de los intere- 
sados. 

£n caso de naufrajio se hallan autorizados a 
tomar las me<ticlas necesarias á la salvación del 
buque y su carga, y aun realizar la venta de los 
objetos salvados, con cargo de dar cuenta á los 
iater«s9*dos por conducto de su gobierno. 

Pueden autorizar la venta del buque mismot 
cuando sea incapaz de sostenerse en el mar y el 
propietario se halle ausente. 

Mucho se ha discutido, sobre si los cónsules son 
6 no ajentéa diplomátieos. La mayor parte de los 
publicistas, y entre ellos Phillimore, les niegan 
ese carácter, fundándose en la circunstancia de no 
hallarse provistos de cndsncial^ que dan 4 los 
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ministros el carácter representativo ^ y en que ade-* 
mas tienen necesidad del exequátur para ejercer 
sus funciones. De aqni es que los cónsules, en 
ausencia de tratados, no gozan de los privilejios 
que los otroa ministros públicos. En el ejercicio de 
BUS funciones son independientes del Estado en 
cuyo territorio residen, y sus archivos y papeles 
BOU inviolables; pero, en cuanto á sus personas y 
bienes, tanto en lo criminal como en lo civil, se 
bailan sujetos a la jurisdicción local. 

No obstante, como es costumbre insertar en los 
tratados, la claúsla, que es ya de fórmula: «que los 
cónsules gozarán de todos los privüejios é inmu- 
nidades de que gozan los de igual clase de la na- 
ción mas favorecida,» es preciso no olvidar que el 
tratado de 18 de Marzo de 1769, entre Francia y 
España, dispone: que los cónsules no podrán ser 
oprimidos- sino én caso de crimen atroz ó por 
causa del comercio á que ellos se entreguen. 

En rigor, solo deben colocar sobre la portada 
de su domicilio un escudo con las armas del pais 
quelosenvia. 

Mas, hay otra clase especial de cónsules, y son, 
los que acostumbran enviar los Estados europeos 
á las costas berberiscas, á la China, ó á las escue- 
las del Levante; éstos reúnen á su carácter de 
ajmtea consulares el de ajentes diplomáticos, y están 
provistos de cartas credeneiaUs; gozan por lo mia* 



-ds — 

ino de todas las inmunidades que los otros viinis' 
tros pílbiicos. 



§. 48. — NEaOOIACIONES T ESCBITOS DIPLOMÁTICOS 

USADOS EN ELLAS. 

Las negociaciones que d ájente diplomático en- 
tabla durante su misión, pueden conducirse de 
palabra 6 por escrito. En el primer caso lafi dis- 
cusiones se hacen de viva voz, y ellas, asi como 
las resoluciones adoptadas, se consignan en las 
actas de sesiones, conocidas con el nombre de pro- 
tocolo, 6 procesos verbales. En el segundo, se sos- 
tiene el debate por medio de documentos, que se 
cambian entre los negociadores, y que se conocen 
con el nombre de viemorandum, notas , cartas y uU 
timatum. El memorándum 6 mem^oriaes un escrito 
diplomático destinado á la' esposicion del asunto 
que motiva la negociación, y á la discusión de las 
cuestiones que surjen con este motivo. En él se 
biabla siempre en tercera persona, y debe ir fir- 
mado (según la opinión de Martens y varios otros 
publicistas). La fecha y firma se colocan al pié, 
sin que las preceda forma alguna de etiqueta. 
Cuando la memoria emana directamente del mi- 
nistro de negocios extranjeros, el ájente diplomá- 
tico ^ue hace su remisión, debe acompañarla con 



ulia nota firmada por él, á fin de darle la auten- 
ticidad necesaria. 

El memorándum se diferencia del ultimátum^ en 
que este es el aspecto definitivo que se da á una 
cuestión pendiente, fijando en términos impera- 
tivos y conminatorios, las condiciones, sine qua 
non, para la solución pacifica del conflicto, y exi- 
jiendo, las mas veces^ una contestación categó- 
rica dentro de un término señalado. 

Las notaSf son comunicaciones que un painistro 
dirije á otro, hablando también en ellas, de si mis- 
mo y del ájente á quien escribe, en tercera per- 
Bonia., y que, aún cuando pueden tener el mismo 
objeto y estencion que las ntem^^rias, se diferen- 
cian de éstas, en que espriesaiji el caráqter público 
del ministro, y van acompañadas de todas las. fór- 
mulas de cortesía; mientras que las memofriai prin- 
cipian llanamente coa la esposicion del asunto y 
terminan, del mismo modo, con la fecha y firma. 
Se llama contra-memoria^ la contestación que sue- 
le darse á esta clase de escritos. Se da el nombre 
de noiA9 verbales, á unas esquelas no firmadas, en 
que se recuerda algún asunto que ha dejado de 
resolverse, ó en que se hace el resumen de algu- 
na conversación política. Las cartas diplomáticas^ 
tienen igual objeto y ostensión que las fwtas; pero 
llevan un estilo mas libre y completamente epis- 
tolar* El que las escribe, habla en primera per- 
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«dña y las ñrma, después de óofi^ignar las fórmu^ 
l&B usuales de cortesía. Las comunicaciones ó 
cartas oficiales que el ájente diplomático diríjd á 
sn gobierno y recibe de éste, toman el noínbre de 
despachosy oficios 6 ¿xpoeiciones. 

Según Garcia dé lá Vega, se llaman ñolas ad 
referendum, los despachos que el ájente dirije á su 
gobierno, pidiéndole nuevas 6 mas amplias ins- 
tracciones, cuando el inesperado jiro de las ne- 
gociaciones asi lo exije. 

§. 49. — ^DOCXTMENTOS QUE EMANAN DE LOS GOBIERNOS. 

Entre los «scritos que emanan de los gobier- 
nos y se dirijen á otros, pueden citarse los si- 
gui^tés: — ^El manifiesto, que ^ una esplioaoíon 
justificativa, que de su conducta da un gobierno 
á las demás potencias» en momentos de recurrir 
á los medios ooeroiMyos para obtéñet justieia. 
Las deolaraeioiies, son documentos en que un go» 
bitíífio inánifíesia la conducta que sé propone 
obsemur sobre dguna materia y justifica las 'me- 
didas que para ello se tomaren 6 hubieren to- 
mado. — Las protestas, son escritos que tienen por 
objeto reclamar contra las violencias 6 contra 
cualquier otro acto que se crea perjudicial á los 
derechos ó intereses de la nación. Las revermUs^ 
son piezas lipkMátioafl por las que un sobenmo 

7 
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declatft en faTor de otro, subsistente tin derecho, 
no obstante las innovaciones introducidas por el 
primero, que pudieran hacerlo disputable. Asi, el 
emperador de Alemania, cuya coronación, según 
la bola de oro debia hacerse en Aquisgran, daba 
cartas revérsales k esta ciudad, cuando se corona- 
ba en otra parte, declarando, que ese acto no al- 
teraba sus derechos adquiridos, ni podia eeryir de 
regla para lo sucesivo. 

CAPITULO m. 

Be los medios amistosos de terminar las 
• desatenencias entre los Estados. 

§. 50. — TBANSiLGGION, MEDIACIÓN Y ABBITSAJE. 

* 

Guando los Estados no han podido obtener la 
solución de sus cuestiones, sobre la base de una 
satisfacción completa, suelen ocurrir, á fin de evi- 
tar la guerra, (ó terminarla) á varios medios con- 
ciliatorios, como la transacdonf la inédiadon J A 
arbitraje, 

hsítransacGion, es un medio ppr el que cada uno 
de los contendientes renuncia á una parte' de süfl 
pretensiones á trueque de asegurar el resto. 8e 
citan como ejemplos de transacciones internacio- 
nales, el tratado de 1842, arreglando la cuestión 
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de los límites del Maine, ^ el de 1846 sobre la 
cuestión del Oregon. 

En la mediación un amigo oomun interpone sus' 
buenos oficios para terminar las desavenencias. 
Las partes contendientes no están obligadas á 
conformarse con el parecer del mediador; ni éste, 
por el hecho de serlo, se constituye garante 
del acuerdo que por su intervención se haya 
hecho. 

Las potencias reunidas en el Congreso de Pa- 
rís de 1856, espresaron el deséQ de que los Esta- 
dos entre los que llegase á surjir algún desacuer- 
do, hiciesen siempre uso de I03 buenos oficios 
de una potencia amiga, á2it«>s de re(}urrir á las 
armas. 

La nación que apela á las armas, dice Biquel- 
me, sin ensayar antes los medios de conciliación, 
da idea de que 6 su causa no es justa, ó que usa de 
ella para otros fines. 

El arbitraje, en virtud del cual las partes con« 
vienen en someterse á la sentencia de un arbitro, 
impone á éstas la obligación de cumplir la sen- 
tencia que diere; á no ser que ella fuese manifies* 
tamente injusta y opuesta 4 la razón, no hubiese 
recaído sobre el punto debatido ó se hubiese es- 
pedido sin sujeción al convenio de que emanó el 
arbitraje. 

Heffter añade las siguientes causales: irieptitud 



áhotiita del árbiti'o, haber obrado éste iertiála/é, 
y no haberse oído á alguna de las partes. 

tios interesados ][^ueden á, su agrado eiejir, 
eoixüó arbitro, á' un soberátío, tin tribunal cual- 
quiera, úná autoridad eclesiástica 6 un simpk diu- 
dadano. Solo el prin\erb ^odria delegar sus fun^ 
¿iones. 

Otürañdolós B.' tf. di^ Kdrte América reclamaron 
de Inglaterra la indemnización de los perjuicios 
cllul^áftod í^orlós corsarios ' del Bud, armados en 
Eíiglaterri, el profds'ór Lieber propuso entregar el 

V * II*' • 

jf^zgamieuto ' del asuiito á una Facultad d!e De- 
recno^., 

i^ríídi^ Podéré cita como uií nueto ejfemplo dfe 
intervención arbitral,' él qué las potencias euto- 
pVas han dado en 1869, reuniéndose en dongreso 
m París, para arreglar el conflicto turoo-gríegb. 

|. 51. — ^MEDIOS EN QUE SE EMPLEA LA TUERZA BÜT 
LLEGAS i VN BOMPIMIENTO. 

Agotados los medios de conciliación, suele usar- 
se de otros, que sin roiñper enteramente las rela- 
ciones de paz, son ya un empleo de la faerza; 
tales son: la retorsión y las represalias, -^lio, retor- 
sión, consiste en que cuando las leyes y usos que 
86 observan en un Estado para con los subdi- 
tos de otro, sin violar sus derechos perfectos, no 
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son Hstante Uberale^ .m eqoitatiTOs, ^fj ^i^dc) 
desfavorecido trata del mismo modo á los súbdi? 
tos del (¡rimero. Asi ae practica en materias de 
nayegaoioxi 7 comercip, adoptpido u^ ^stadcL 
respecto de otro, reglamentos semej^tes á los ^a^ 
éste u^ para con él.-— Las represalias^ son tocU^ 
violencia ejercida por un Estado, (fupra de 1% 
guerra) j^$, qht^^^ reparadon dein^a grave in- 
ju8ti($ia ó daño guQ le ha inferido ptrpí p. p,: fiej 
negándose una nacipn á pagar á otjra lo ^u^ l^ 
debe, ésta ae appd^^a de lof bienes^ 6 créditos, <m^ 
en su ten^torÍQ ^xisfei), pertenecien|tes 4 U pxinxQ* 
ra. La sola retension de stis bienes, por v^a de 
segundad, hasta lograrse la repar%cipn ^^ d^^^q 
o perjuicios,, se llama embargo. Los publicistaei 
difitingüP ^s represaliqs j^eneraleSf que. consisten eQ 
apoderarse , de los bienes 6 personas d^ otra ni^- 
cipn, dQnd^ quiera qx\^ se encuentren; 7 las par- 
timLares^ qup cop^istien en apoderars0 de ^lgunp£f 
bienes, 90I0 j^ifi^ta 1^ concurrencia d^l J9^'0¡t del 
daño recibido. Las primeras no pueáen tener lu* 
gar sino e^ el tiempo de guerra. Antes ae i^cps- 
tumbr^ba conceder letras de marca á los particula- 
res que habip.n sufrido un peijuicio 6 i^ju^típi^ 
del gobierno 6 de los particulares de otra napipui 
para qi;,e se hioi^s^n justicia por su propia n^f^^o. 
En honor de la civilización, se pue^?! asegurar 
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nada, y no se enonentran ya tratados que la auto- 
ricen. 

Lástima es que el Sr. Bello haya podido consa- 
grar semejantes violencias, inconciliables con la 
civilización, en su Derecho de Gentes, justifican- 
do hasta el hecho de quitar la vida al que defienda 
su propiedad, contra esta agresión llamada legal. 
Las únicas represalias y retorsiones compatibles 
con el Derecho Internacional (que tiene por obje- 
to el bienestar de los pueblos) son las que se 
ejercen de Estado á Estado, sin perjudicar direc- 
tamente los intereses de los particulares. 

El Derecho moderno tiende evidentemente á la 
abolición de los llamados derecho de angarias y 
de embargo de los buques surtos en los puertos del 
Estado enemigo á tiempo de declararse las hosti- 
lidades. (Véase el § 88). 

Mr. Massé observa que es un honor para nues- 
tra época, que en las últimas guerras de Crimea 
é ItaUa no se haya hecho uso del derecho de em- 
bargo. 

El publicista Fiore se pronuncia abiertamente 
contra toda clase de represalias que hieran de al- 
gún modo la propiedad ó libertad de los parti- 
culares. 

Nada mas justo que asociarse á tan sanos y ra- 
cionales principales. 

El taUon, es inaplicable y ajeno al Derecho Li- 
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temacional. El castigo supone superioridad en el 
que lo inflijo: castigar a un Estado independiente, 
no es castigarlo, es insultarlo. Ademas, es casi 
imposible lograr de Estado á Estado una perfecta 
equivalencia entre el mal causado y la pena que 
36 trata de aplicar. 
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PARTE TERCERA. 

DESECHOS DE LOS ESTADOS WS HEHFO 

DE OÜEEBA. 

CAPITULO I. 



De la srnerra. 

§« 52. — DEFINICIÓN Y DIVISIÓN BE JJl GÜEBIU.* 

La guerra ^ el me4io de zanjar por las armas 
im diférei^do ^ntre dos ó mas Estados. 

Mas de qnipoe defíi^ioionos de la guerra se oo< 
nocen desde que Cioerou dio la suya (la «sQli(oion 
4e las cuestiones por las armasi ) y sin embargo 
de que eada una de ellas ha sido ^críti^, préyía 
refataeion de alguna pf^e p el todf^ ¿a lae »&t^ 
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riores. ninguna ha tenido la suerte de aloa^ar 
una ieneral aceptación. 

Si la que por nuestra parte adoptamos no es 
perfecta, tiene por lo menos la ventaja de espre- 
¡ar totalmente el hecho tal cual es. y de compren- 
der en su sentido las diferentes clases de guerras 
que pueden ofrecerse al dominio de Derecho In- 
temaoional; siendo p« lo niismo perfectamente 
lójico, establecer en seguida la división de ellas 

en justas é injustas. 

Y allí precisamente se encuentra el mayor de 
los defectos de la definición que el Sr. Bello ha 
tomado de Vattel ( .la vindicación de nuestros de- 

rechos por la fuerza.» ) 

O esos escritores induyen en su definición las 
guerras injustas, y en tal caso, si es fácil .esplicar 
que el Estado (ofendido) trata de mwdwar sus 
derechos, no se comprende que especie de vindi- 
cación pretendería hacer el otro; 6 las escluyen^ 
y entonces, ademas de mutilar su definición, co- 
meten una inexplicable inconsecuencia, dividien- 
do, como lo hacen, las guerras en jttsí«« é injustas. 

O no, hay en el mundo guerras injustas (pero 
afirmarlo seria tan absurdo como negar los he- 
chos) ó si las hay, forzoso es definirlas. 

En el conjunto de las definiciones dadas hasta 
hoy las mas notables y que menos se asemejan á 

las otras bou las ríc»«- T 

*»» siguientes: 
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Qrocio dice: es el estado de los que considera- 
dos como tales, se proponen decidir sus difereU"> 
ciados por medio de las armas. 

Martens: un estado permanente de violencias 
indeterminadas entre los hombres. 

Pinheiro Ferreira: el arte de paralizar las fuer- 
zas del enemigo. 

Bélim: el arte de obligax*al gobierno enemigo á 
hacer ima paz justa. 

Y Massé: la guerra es un medio de decidir 
por las armas, un diferendo entre dos pueblos 
que no tienen superior común á quien pudieran 
someter la resolución pacifica de su contra^ 
versia. 

Como se yé, unos se limitan á definir él arte de 
la guerra y otros el Jin ú ohjetú de ella y no la 
guerra en si misma. 

Todas las otras definiciones se aproximan á 
estas con muy cortas diferencias. 

Grocio divide las guerras: 1.^ en pübUcast las 
que se hacen por la autoridad del Estado; 29 en 
privadas, las que tienen lugar entre particulares; 
y 8.® en mistady las que participan de la naturale- 
za de ambas. 

Pero como las guerras privadas están prohibidas 
por la lejislacion penal de todos los paises civili- 
zados y han quedado bajo el esclusivo dominio 

de h jurisdiccioo interior de cada B^tado^ tal di^ 
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tíngnir sino doA olases de guerras: 

Jnterna4nonal, U que tiene l^gar entre dos ó 
Bifts Batftdoe; y Oivü^ la que fie eusoita 0atx!^ ^ 
gobierno y "una parto do kw gobemadoa. 



§. 58. atJEBRA OFENSIVA T 

Si se aidonde ¡al derecho^ la gae^i^ aera i^^nsimx 
ió parte del que no tí^ie j^stieia^ y d^enma^ de 
parte del que la üfne; pero si se atiendo al hecko^ 
gorá ^«tiié»o» Itt quo oonsisto en ataoar > ó tomar 
pfiméro las aunan, y drfemivin la que. so limita á 
reclias&aruna agresión. ^ 

Amaq^ 1% piim^PCk dfi estas d^^eiopo», so ^n- 
euentra m^i eonfermo O09l el espíritu del Per^* 
oho moderno, la última es m^a stoeptada»' on ol 
lenguaje eomuu« 

Los publicistas no están do aGiierd<^ sobare esto 
punto, 

• . * 

S« llama iu»to una gneixa, cuando ea el único 
medio que Umo mx Estado da obtener la repara- 
ción do m derícjio pfrfecU, que ha 44© vi<4ado, 
« d« fievwar «u yioJa<5ion qu» W muíltra ^prni, 
ni»t»j p. «,; §i 8« *ia»,^a« ^a^uiw* *e m O^rfl' 
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dioñ mésdaieñ 6 se infiriese tína gittve ofefitA á 
su dignidad. 

Es injugCaj cuando no existe aquella circuns- 
tancia^ 6 se funda únicamente en el hecáio de ha- 
berse faltado aun simple d<dbef de moral» de cor- 
tesia» etc.^ esto es, de haberse violado sólo un 
derecho imperfecto. 

Asi) las guetras que se «irijeñ á defender ó re- 
cobrar la ind€f)íenden0ia de ttn píleiUoi ¿con- 
servar el goce de vn 'dei^echo lejitímamente ad- 
quirido, sea por ocupación 6 por i.conyeoüeionee, 
seria indudablemente justa; no pudiendo serlor 
por lo mismo^ las que tienen por motivx)> el lla- 
mado equilibrio político, {k rníf ser que 1^ autorice 
imperiosaiáe&rte él d^echo de propia deldüsa) el 
de impedir ^1 acrecentamiento de otra potencia» 
(cuando se realiza por medios lejitimos) el de con- 
quista, de rélijion, de propaganda de sanas cos- 
tumbres y virtudes soeiaies, etc. Los simples mo- 
tivos de conveniencia 6 utilidad, como la estension 
del comercio, la adquisición de un terreno fértil^ 
no serian por cierto, justos moMvód de guerra; 
asi como tampoco lo serian el sólo honor 6 gloria 
del principe (que las mas veces son la vanidad ü 
otgullo.) 

Cuando un vecino, en medio de una- paz pro- 
funda, construye fortalezas sobre nuestra fronte* 
ra» equipa escuadras 6 aumenta sus ejércitos^ 
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tenemos derecho á solicitar una esplicacion sobre 
las causas que motivan esos preparativos, y solo 
en caso de negarse la esplicacion pedida y ser no- 
torias las miras hostiles de aquella potencia, po- 
dríamos emplear la fuerza, á ñn de prevenir un 
ataque inminente á nuestra seguridad é indepen- 
dencia. 

El soberano que emprende una guerra injusta, 
comete el mas atroz de los crimines, y se hace 
responsable de todos los males y horrores consi- 
guientes. 

Hay casos en que la prudencia aconseja aún» 
desentenderse de los agravios, cuando no son gra- 
ves, y cuando la guerra emprendida para reparar- 
los, acarrearla peligros y daños de mucha mayor 
importancia, para el pueblo, que el provecho que 
sacaría de ella. 

Los jenerales, oficiales y jente de guerra, no 
tienen responsabilidad alguna, siempre que obren 
con sujeción á las órdenes que reciben de sus je- 
fes; a no ser que la guerra sea tan evidentemente 
inicua, que no se pueda disculpa]:la, ni suponer 
alguna secreta razón de Estado. 

La facultad de hacer la guerra pertenece al po- 
der eupremo del Estado, y el ejercicio de este de- 
recho se regla por las leyes fundamentales de cada 
pa4s. ]^ara que la guerra se considere Ujitimay es 
necesario que proceda de autoridad competente* 
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De suerte que una guerra puede ser hjitimn pdr 
parte de ambos beHj erantes, y justa por la de uno 
solo. 

§. 55. — ^DECLABACION BE LA OUEBBA. 

Hay desacuerdo entre los publicistas sobre si 
debe 6 no preceder una declaradoyiíoimBl de guer- 
ri^ antes de llegar alas hostilidades. Yattel y 
otros sostienen la afirmativa apoyándola: 1.® en 
que seria destruir la fé y confianza entre las na- 
ciones, si un comeroLo reciproco de amistad pu- 
diera ser bruscamente ]:^emplazado pbr hostilida- 
des y violencias, sin previo aviso de la creación 
del nuevo orden de cosas, lo cual lleva ademas, 
un carácter de alevosía; 2.^ que la declaracian es 
necesaria para facilitarla distiucion entre las pre- 
sas y demás actos que deben quedar sujetos d los 
efectos de la guerra, y aquellos que pueden ser 
reclamados como anteriores á la fecha en que ella 
principió; 89 pa>ra que las potencias neutrales 
puedan arreglar sus intereses y conducta al nue- 
vo estado que se crea; y 4.® en fin, porque el te- 
mor ó impresión que la declaratoria llegase á pro- 
ducir en el adversario, pudiera hacerlo volver á 
las vias de la justicia y de* la razón. Martens 
piensa, que ni aún el que primero ataca ó toma 
las armaSi tiene obligación de hacer la declarato* 
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ría. Según Klüber, ella no puede exijirse sino por 
éxcépciorit cuando ha 8Ído estipulada en un trata- 
do. > Mas, esta discusión ha perdido todo su inte- 
rés, desde que las costumbres políticas modernas 
han disipado los misterios de que la antigua di^ 
plomacia se cubría. La discusión pública de los 
negocios internacionales, ya en los congresos, ya 
en la prensa que difunde é ilustra todas las cues« 
tiones políticas» y ademas, la facilidad extraordi- 
naria de las Comunicaciones de pueblo á pueblo, 
tan asombrosamente desarrolladas desde el tiem- 
po en que escribia Yattel, han hecho innecesa- 
rias ésas formas solemnes que usaba la antigüe- 
dá.d y de que tenemos ejemplos hasta el siglo 
xvn. Hoy, se limitan las naciones, en uso jene^ 
ral, después de la ruptura de las relaciones diplcr- 
máticas, á publicar, un manifiesto en el mismo 
Estado que declara la guerra, y en que se anuncia 
la existencia de las hostilidades, y los motivos 
para iniciarlas. Este manifiesto que las mas ye 
ees es un ultimátum^ es noiáfi6ado diplomática- 
mente alas potencias neutrales. Vienen en se- 
guida las medidas cuya oportunidad se deja á la 
discreción de los gobiernos, como los decretos que 
fijan la conducta que sus subditos deben obser* 
Var con el enemigo, la prohibición del comercio, 
el retiro de los ajentes diplomáticos, etc. — Todas 
estas medidas suplen perfectamente á las anti- 
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guas deelaradones de guerra, que son ya inneoe- 
sarias. 

§. 56. — ^INSTRUMEIÍTOS DE LA OUEEBA. 

■ . !- ¡r ■ • 

Enjeneral se consideran como instrumentos 
de la guerra, no solo las armas de toda especie, 
la pólvora, balas y demás elementos materiales 
que se emplean en ella, sino* también las fuerzas 
de mar y tierra. Toda potencia puede íblistiar en- 
sus ejéfrcitos á los estranjeíros que voluntaTiamen- 
te se presten' á servir en ellos. Se llaman merce- 
narios, los estranjeros, que no estando domicilia- 
dos en.el pais, sirven en el ejército' por* un sueldo 
ó precio convenido'. No deben confundirse con 
estos, los auxiliares, que son tropas suministra- 
das por Tin Estado para el servició de otro, aún 
cuando i sean pagadas por éstev^ Como el derecho 
de alistar tropas pertenece esclusivamente al so^ 
berano, no se puede; sin su permiso, hacer reclu* 
tamientoB en su territorio para el servicio de otro 
Estado. La contravención á este principio se 11a- 
msk plajiato 6 hurto de hombres. Los estranjeros 
transeúntes, están escentos de todo servicio militar, 
que no sea voluntario. Aunque los domiciliados 
no tienen derecho á igual escencion, no es cos- 
tumbre obligarlos á alistarse en las tropas de linea, 
y lo mas que suele exijirse de ellos es el servicio 

8 
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en los cuerpos cívicos 6 guardias nacionales, que 
por lo común toman poca ó ninguna parte en las 
operaciones de la guerra. Es contra todo dere- 
cho obligar á los estranjéros á tomar parte en las 
disenciones civiles. 

§. 57. — DEL ENÉMIOO 

Según la teoría del derecho antiguo, un Estado 
consideraba enemigo, no solo al Estado con quien 
se hallaba en guerra, sino también á todos y cada 
uno de los subditos de éste; pudiendo, en conse- 
cuencia, dirijir sus hostilidades contra todos ellos 
y sus propiedades. El derecho moderno, siguien- 
do de cerca el progreso de las nociones de la jus- 
ticia y la razón, y haciendo una aplicación mas 
exacta racional y humanitaria de las leyes del 
Derecho Natural, tiene ya adquirido y consagra- 
do el principio de que la guerra no se comprome- 
te jamas entre los pueblos, sino únicamente entre 
los gobiernos; que ella es una relación de Estado 
a Estado y no de individuo á individuo. Asi, los 
subditos de dos ó mas Estados beligerantes, no 
son enemigos sino por accidente, como decia Por- 
tatis, no lo son ni como hombres, ni como ciuda- 
danos, sino tan solo como soldados ó personas 
directamente hostiles. 

Que en los tiempos antiguos, dice Massé, en 



(Jue todo estranjero era reputado enemigo (hostis) 
y en que las guerras tenían por objeto directo el 
botín, la conquista y la subyugación de los países 
y de sus habitantes, ella haya sido dirijida, no 
solo á los Estados, sino también á los indivi- 
duos, se comprende; pero que en los tiempos mo- 
dernos, en que la nueva constitución de las socie- 
dades ha venido á establecer una especie de 
cosmopoUtismo comercial, en que los ejércitos 
regulares y permanentes han reemplazado á las 
bandas irregulares, y en que los gobiernos se ha- 
cen la guerra por motivos mas elevados, quiera 
hacerse de una guerra pública de gobierno á go- 
bierno, una guerra privada de hombre á hombre, 
es un anacronismo que no se comprende. 

La nueva teoría, que tan perfectamente distin- 
gue la doble existencia de los individuos que com* 
ponen un Estado, separando su esfera individual 
vt'Singuliy de la colectiva ut-wniiuerdlaa, reconoce 
en el Estado y el individuo, dos personas esencial- 
mente distintas; y entre sus fecundos resultados, 
muestra, como regla jeneral, el respeto de la pro- 
piedad y derechos de los particulares, dejando 
solo como exepdon el hecho de ser violados en ca- 
so de que ello sea imperiosamente necesario para 
obtener el fin y éxito de la guerra. 

Ella es sostenida por eminentes publicistas, 
entre los que se cuentan: Massé, Ortolan, Cussy, 
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Bélim, Pinheiro Ferrerra, Cauchy, Fiore, Pradiei'- 
Fodéré, Vergé, Bluntschli y otros. (Véase al fin 
del párrafo siguiente). 

§. 58. ^EFECTOS INMEDIATOS DEL BOSf]?IMIENTO. 

Las reglas del derecho antiguo autorizaban, la 
confiscación de los bienes pertenecientes á los 
subditos de un Estado enemigo, que se hallaban 
en el territorio de otro á tiempo de declararse la 
guerra, y el apresamiento de sus personas. Esta 
práctica ha sido generalmente observada hasta 
mediados del siglo xvín, y sostenida por varios 
pubHcistas eminentes. En el dia, fuera de uno 
que otro pueblo, que aún la observa, h^sido com- 
pletamente abandonada, y la costumbre mas je- 
neral se reduce á conceder á los subditos del ene- 
migo un término para que salgan del pais, y rea- 
Hcen 6 trasporten sus mercaderías; pudiendo en 
caso de enfermedad ú otra imposibilidad insupe^ 
rabie, prorogárseles dicho término. 

En la contestación dada por el gobierno griego 
en 15 de diciembre de 1868, al ultimátum que di- 
rijió á éste el ministro plenipotenciario de la Puer- 
ta, con motivo del conflicto turco-g^ego, declara: 
que siendo un principio admitido en el código in- 
ternacional, que los combatientes deben dismi- 
nuir en lo posible los males de la guerra, y sobre 
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todo, evitar que se complique en ella á los par- 
ticulares, ofrece por su parte abstenerse de espul- 
sar de la Grecia á los subditos otomanos. 

En cuanto á los créditos ú obligaciones preexis- 
tentes entre los belijerantes, todo ha quedado 
reducido á la suspensión de su cumplimiento has- 
ta la terminación de la guerra. 

Según Heffter, la guerra no se opone á que los 
derechos de los particulares puedan, durante ella^ 
ser regularmente demandados ante los tribunales; 
pero él mismo confiesa, que desgraciadamente la 
práctica de las naciones dominantes, se encuen- 
tra, aún, en oposición con esas máximas. 

Suele también algunas veces detenerse 6 em- 
bargarse provisoriamente las personas 6 bienes, 
sea por via de seguridad para obtener la hbertad 
de las que se hallan en el territorio enemigo y hay 
temor de que sean apresadas aquellas, ó confis- 
cadas éstas, ó sea á fin de evitar que se trasluz- 
can la sitiiacion, preparativos ó planes, que se 
tratan de ocultar al enemigo. 

Segují la& doctrinas comunmente aceptadas y 
sostenidas aun por algunos pubHcistas de nota, 
una de las consecuencias necesarias, é inmedia- 
tas, de la declaración de la guerra, es la interrup- 
ción de todas las relaciones comerciales entre los 
subditos de los Estados behjerantes, escepto el 
caso de un permiso especial concedido por los go- 
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bienios respectivos; no pudiendo, este mismo per- 
miso, otorgarse por ninguna potencia, aliada, sin 
el consentimiento previo de las demás. También 
se han considerado ilegales y nulos todos los con- 
tratos celebrados por los subditos de dos potenr 
cias belijcrantes durante la guerra. Según la doc- 
trina de los tribunales ingleses, ningún contrato 
hecho, por un subdito con el enemigo^ en tiempo 
de guerra, puede ser llevado á efecto por una ju- 
dicatura británica. Es de esperar que el desarro- 
llo progresivo del comercio, esten^iendo mas de 
dia en dia las relaciones reciprocas de todas las 
naciones del orbe, é identificando sus intereseSf 
irá haciendo desaparecer todo lo que estas prác- 
ticas tienen aún de odioso y restrictivo para la 
industria y el progreso de los pueblos. 

La Francia ha ofrecido al mundo un ejemplo 
que de un modo perfecto refleja las ideas del si- 
glo: una decisión imperial de 28 de marzo de 1860, 
relativa a los principios de derecho marítimo que 
debían observarse durante las hostilidades contra 
iina, declara: que los subditos franceses é in- 
s podrian continuar sus relaciones de comer- 
^ los chinos y éstos con aquellos, en cual- 
des íi • ^^^ *^®^ territorios, y que las propieda- 
í>ord ;í^^ ^^®s ó franceses que se encontrasen á 
tjQpj -^ "diques chinos, así como las de éstos, á 
® "tuques ingleses ó franceses, gozarían de 
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las mismas inmunidades, que las de los subditos 
de potencias neutrales. Tal declaración hace ho- 
nor al pais en que se dio, y revelando las tenden- 
cias del derecho moderno, ofrecen esperanza de 
su próxima y completa reaHzacion. 

Verdad es, que el soberano, que tiene el dere- 
cho esclusivo de declarar la gneiTa, es también el 
único que tiene el poder de hacerla cesar entera- 
mente ó en parte, permitiendo, cuando lo creye- 
ra conveniente, todas 6 algunas de esas relacio- 
nes que importan, según las viejas doctrinas, una 
suspensión parcial de ella; mas la ciencia moder- 
na, estableciendo que la guerra se hace tan solo 
de Estado a Estado, y no de individuo á indivi- 
duo, deja perfectamente asegurada las relaciones 
individuales de todo jénero, siempre que ellas no 
perjudiquen directamente al éxito de la guerra 
emprendida ó den incremento al poder ó fuerzas 
del enemigo. 

§. 59. ^HOSTILIDADES EN JENERAL. 

Los subditos de un Estado no pueden cometer 
hostilidades sin orden de su soberano, 4 quien 
corresponde dirijirlas, á no ser en caso de necesa- 
ria defensa, p. e.: cuando el pueblo de una ciudad 
ocupada por el enemigo se levanta contra la guar- 
nición. Mas, si los subditos, sin orden superior, 
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cometieren hostilidades innecesarias, no pueden 
ser castigados sino por su propio soberano, ante 
quien únicamente son responsables, por corres- 
ponder esa clase de hechos mas bien al derecho 
interior de cada Estado, que á las prescripciones 
del Derecho Internacional. La suprema corte délos 
EE. UU. de Norte América, ha declarado varias 
veces: que si los subditos apresan propiedades ene- 
migas, sin la autorización del soberano, se espo- 
nen á ser castigados por éste; pero no infrinjen 
ninguna de las leyes de presas, y que el enemigo 
no tiene derecho para considerarlos delincuentes. 

En cuanto al jénero de hostilidades permitidas 
en la guerra, se puede establecer, por punto je- 
neral: — que solo es licito emplear todas aquellas 
que sean absolutamente necesarias para alcanzar 
el fin lejítimo de la guerra emprendida. 

Además, se hallan umversalmente reprobados 
el envenenamiento y el asemiato, 

Vattel, y copiando á éste, Bello, dan lejitimi- 
dad al hecho de penetrar un soldado durante la 
noche á la habitación del jefe ó jeneral enemigo y 
matarlo. Para ello distinguen la sorpresa del ase- 
sinatOf definiendo este: el cometido por un trai- 
dor, subdito de aquel á quien se dá la muerte, ó 
por emisarios que se introducen como desertores, 
asilados ó mensajeros; y ésta, la que no teniendo 
estas cahdades, requiere valor ó presencia de áni- 
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mo en quien la ejecuta. Vattel cita para ello los 
hechoB de Scévola y Pipino. 

Semejante distinción es injustificable, si se con- 
sidera que el carácter distintivo de todo asesinato j es 
la traición ó aleyosia con que él se comete. Intro- 
ducirse fortiyamente al abrigo de la noche y vaHén- 
dose quizá de la confianza y descuido á que se aban- 
dona el jefe enemigo éntrelos suyos, para asaltarlo 
y darle de puñaladas, no puede ser otra cosa que 
un asesinato alevoso y reprobado por la moral uni- 
versal, como también un hecho contrario á todo 
sentimiento de nobleza, de honor y de jenerosi- 
dad. Un eminente publicista, dice á este respecto, 
y con sobrada razón: que para cometer una ac- 
ción semejante no es necesario tener valor, sino 
una brutal audacia ó un fanatismo salvaje, y hacer 
notar, que los ejemplos citados por Vattel son to- 
mados en siglos de ferocidad y corrupción y entre 
esos mismos romanos cuya conducta hacia sus 
amigos y enemigos, no es ciertamente digna de 
citarse como un modelo en un tratado de Derecho 
Internacional. Fuera de todo lo dicho, el emba- 
razo mismo en que su peligrosa doctrina ha pues- 
to á Vattel y Bello, les obliga á aconsejar, por 
fin, á los beHjerantes, que es preferible renunciar 
á esta elase de hostilidades, á causa de los incon- 
venientes que tr^en consigo; ademas, en otra par- 
te espresan, de acuerdo con Elüber y Martens, 
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que los soberanos se deben en la guerra mútua&r 
consideraciones, y que en prohibido no solo aten- 
tar contra sus personas, sino aún atacarlos con 
preferencia en los combates, lo cual importe la 
destrucción completa de su propia doctrina. Fe- 
lizmente la historia moderna no nos ofrece un so- 
lo ejemplo que la apoye, y con la opinión de Eey- 
neval y Pinheiro Ferreira podemos considerarla 
extraña á las prescripciones del Derecho Inter- 
nacional moderno. 

§. 60. — HOSTILIDADES CONTRA LA PBBSONA DEL 

ENEMIGO. 

t 

Bynkershoek y Wolff, que vinieron á principios 
del siglo xYUi, sostenian aún: que todo lo que 
se hiciese contra el enemigo era lejitimo; de suer- 
te que, según ellos, era licito matarlos, aun cuan- 
do estuviesen indefensos ó rendidos. 

En nuestros dias, los principios admitidos por 
la ciencia moderna y la creación de los ejércitos 
permanentes, han dividido cada nación en dos 
campos: el de la (fuer r a y el de la paz\ haciendo 
pasar al primero, las mujeres, los niños, los ancia- 
nos, los sacerdotes, los labradores, los hombres 
de negocios y todos aquellos ciudadanos inofensi- 
vos y desarmados, que no toman parte en la lu- 
cha: y no dejando en el segundo, sino á los bom* 
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bres de armas ó soldados. En cuanto á estos mis- 
moB, las naciones civilizadas admiten como leyes 
de la guerra, las siguientes: — Combatir á muerte 
al enemigo, mientras tiene las armas en la mano 
y se muestra hostil: — Conservarle la vida si está 
vencido ó rendido:*^— Hacerlo prisionero, pero no 
reducirlo jamas á la esclavitud: — Privarlo mo- 
mentáneamente de su libertad, y tomar contra él 
tan solo las medidas estrictamente necesarias pa- 
ra ponerlo en la imposibilidad de hacer daño, 
mientras dure la lucha ó se verifique su canje 6 
rescate. Según el derecho moderno, terminada la 
guerra, los prisioneros deben ser puestos en liber- 
tad. En cuanto á los oficiales, se considera sufi- 
ciente garantía su palabra de no salir de cierto 
distrito ó territorio, ó de no tomar las armas hasta 
que finalice la guerra. — Proveer á la subsistencia 
de los prisioneros y heridos, y dar á éstos todos 
los socorros necesarios. No es justo obligar á los 
prisioneros á servir bajo las banderas de 'su enemi- 
go, ni imponerles pena alguna, á no ser que se ha- 
yan hecho reos de algún crimen ó atentado que los 
haga merecedores de ella. (Véase los § § 63 y 76.) 
Además, se considera opuesto á las leyes de la 
guerra: cargar las armas de fuego con fragmentos 
irregulares de metal ó vidrio,* .con balas cortadas 
y con todo aquello que solo tienda á aumentar los 
sufrimientos del herido. TambieQ se halla prohi* 
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bido envenenar las armas con que se combate, y 
los alimentos y agua de que se sirye el enemigo. 

Aunque la ley natural no esceptúa al monarca 
enemigo de las hostilidades que la guerra autori- 
za con respecto á todo belijerante, la costumbre 
moderna de Europa parece haber establecido con- 
sideraciones especiales hacia su persona y las de 
BU familia; evitándose dirijir los fuegos sobre 
aquella en los combates. 

Es permitido usar de estratejias, sorpresas, 
etc., con tal de que ellas no dejeneren en traición 
ó perfidia. Asi se puede huir de un enemigo su- 
perior enarbolando un pabellón extranjero, pero 
jamas seria disculpable, p. e.: el hecho de pedir 
socorro y hacer señales de naufrajio, para atraer 
alguna embarcación, y apresarla en seguida, abu- 
sando de la jenerosidad y compasión que se le ha 
llegado á inspirar. 

§ 61. — HOSTILIDADES CONTRA LAS GOSA.S DEL ENEMIGO 
EN LA OUEBRA TEBBESTBE. 

Llámase conquista, en el Derecho Internacio- 
nal, la captura béhca del territorio, y hotin la de 
los objetos muebles. Como consecuencia necesa- 
ria del principio QOnsagrado por los pubUcistas 
modernos, de que la guerra solo se compromete 
entre los gobiernos behjerantes y no entre sus 



subditos , se considera inviolable la propiedad de 
éstos, por regla jeneral, y no puede ser lesio- 
nada por las operaciones de la guerra, cuyos efec- 
tos, se limitan á los. derechos y propiedades pú- 
blicas de las naciones belij erantes. Entre estas 
mismas propiedades públicas, deben ser respeta- 
dos los monumentos de artes y ciencias, los edi- 
ficios públicos, templos, y en una palabra, todos 
aquellos objetos cuya destrucción en nada con- 
tribuye al logro del fin lejitimo de la guerra. 

Al pillaje del campo y de los pueblos indefen- 
sos, se ha sustituido en los tiempos modernos el 
uso, infinitamente mas igual y humano, de impo- 
ner moderadas contribuí^iones á las ciudades y pro- 
vincias que se ocupan, estando sujetos á pagarlas 
no solamente los ciudadanos, sino también los 
propietarios de bienes raices, aunque sean extran- 
jeros no naturaUzados; los efectos de esta ocu- 
pación se definen por el tratado de paz que le 
sigue. 

El tratado de paz, dice Wheaton, deja las co- 
sas en el estado en que se encuentran, á menos 
que hayfi estipulación contraria. Si nada se ha 
dicho sobre las plazas ó territorios conquistados, 
ellos quedan en favor del vencedor. Mientras du- 
ra la guerra, el conquistador en posesión, no tie- 
ne sino un derecho usufructuario, y el titulo del 
primer soberano subsiste hasta que el tratado de 
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pB,Zf por sus dispoRÍciones tácitas ó espresas, lo 
estinga para siempre. Sin embargo, el derecho 
moderno y la civilización protestan contraías con- 
quistas, que según aquel, solo pueden ser lejiti- 
mados por el libre consentimiento de los pueblos 
conquistados. Ademas, se halla generalmente ad- 
mitido, por la costumbre moderna, que la propie- 
dad de los inmuebles de los particulares ])erte- 
nece invariablemente á éstos, á pesar de la con- 
quista^ sin que la ocupación militar pueda en 
manera alguna alterar los derechos del propie- 
tario. 

Aun se halla en algunas partes admitida la 
apropiación de los objetos muebles tomados al 
enemigo en campo de batalla; si estos objetos tie- 
nen un valor inmediato para los combatientes 
que se apoderan de ellos, como el dinero, alhajas, 
aimas de lujo, equipajes, etc., se convierten en 
propiedad de éstos; pero si hacen parte del mate- 
rial ó provisiones de un ejército, y no poseen una 
utilidad directa é individual para los militares 
que las toman, como la artillería, las municio- 
nes) etc., pasan al dominio del Estado. Fuera de 
estos casos, si un mihtar se apoderase en país 
enemigo de un objeto mueble, perteneciente á un 
particular que no tomó parte en la guerra, come- 
tería un acto de pillaje prohibido por la discipli- 
na universal moderna, y ese ilioito botín, debería 



indudablemente ser restituido al propietario de( 
quien se tomó, sin perjuicio de la pena aplicable 
por ese hecho. 

También se ha llegado á perniiíir a los solda- 
dos el despojo de los enemigos que quedaban 
muertos en el campo de batalla, desvistiéndolos 
aún de la ropa que llevaban; asi coíno se ha auto- 
rizado á veces el saqueo de las ciudades tomadas 
por asalto; pero esas prácticas Son un resto de 
barbarie por cuya completa abolición clama la 
humanidad. Por desgracia la historia contemporá- 
nea ofrece todavía ejemplos de la violación de los 
principios de humanidad, proclamados por los 
pubhciatas modernos; aun cuando es bien cierto, 
que la jeneral indignación exitada por esos aten- 
tados, en el seno de las potencias europeas, es la 
mejor prueba de la suavizacion de las costum- 
bres, y la consagración mas elocuente de las nue- 
vas teorías del Derecho Internacional. 

Algo mas:— en las instrucciones dadas por el 
presidente Lincoln al ejército norte-americano, 
durante la guerra civil en 1861, se declara: (art, 
72) que el dinero y otros objetos de valor, encon- 
trados en poder de los prisioneros, como alhajas, 
relojes y vestidos, que no sean de ordenanza, son 
considerados como propiedad privada de aquellos, 
y en prohibido, como un acto deshonroso, usur- 
párselos; pero que en oaso de encontrárseles su* 



— 128 — 

iaas considerables de dinero, serán ellas emplea- 
das en servicio del ejército. 

Evidente es, que estas declaraciones se hallan 
del todo conformes con las reglas de estricta jus- 
ticia; por mas que se haya tratado de fundar la 
legalidad del botin, en la presunción de haber 
querido los combatientes abandonar los objetos 
que llevan consigo á los azares de la guerra; pre- 
sunción, cuya falsedad salta á la vista con solo 
pensar, que esos objetos no fueron llevados con la 
idea de cederlos al vencedor, sino por la necesi- 
dad de usar de ellos. 

Por lo que respecto á las talas y devastaciones, 
si es licito arrazar los sembrados de que el ene^ 
raigo saca inmediatamente su subsistencia, cuan- 
do ese hecho es indispensable para obtener el 
éxito de la guerra, nunca lo es, arrancar las plan- 
tas, cortar los árboles, etc., pues semejante con- 
ducta jamás puede ser di otada por la prudencia 
ni la necesidad, sino por una ciega ferocidad, 
indigna de un pueblo civilizado. A pesar de 
que la costumbre ha sancionado la infracción que 
se hace de las reglas internacionales por via 
de represaha, tal conducta no es justiñcable 
ante las leyes eternas de la justicia y la huma- 
nidad. 
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§. 62. — HOStlLIDÁOBS COITTRA. LA.S COSAS Í)EL ífiNKMiaO 
EN LA GÜEBBA MARÍTIMA, CORSARIOS Y PRESAS. 

En oposieion á los principios que hoy se siguen 
en las guerras continentales 6 terrestres, se con- 
serva aún en las marítimas el derecho de captu- 
rar la propiedad enemiga, sea pública 6 particular, 
encontrad^! tanto en navios de guerra cotno en los 
mercantes, y condenarla como buena presa en 
favor de los armadores ó personas que las toman. 

Se puede decir que las prácticas del Derecho 
Marítimo permaaiecian en un estado de barbarie, 
hftsta 1B56, en que las siete potencias signatarias 
del tratado de paz de Paris, hicieron en 16 de abril 
de dicho año, las declaraciones siguientes: 

!.• Que abolido el corso; 

2.* El pabellón neutral cubre la mercadería 
enemiga; 

8.* El pabellón enemigo no hace capturable la 
mercadería neutral; (exepto en ^mbos casos, el 
controlando de guerra), 

4** El bloqueo, para ser obligatorio, debe ser 
efectivo, es decir, sostenido por una fuerza suficien- 
te para impedir de un modo real el acceso al H- 
toral enemigo. (Véase el § 68.) 

Aunque en verdad, se haya dado con ello un 
gran paso hacia el perfeccionamiento del Dere- 
cho marítimo, lejos se halla aún de encontrarse 

9 
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á ia altara de las doctrinas del derecho moáernd, 
según él cual, no puede existir diferencia jus- 
tificable entre las hostilidades de mar y las de 
tierra; puesto que unas y otras se hacendé Estado 
á Estado y no de individuo á individuo, y lo que 
es un Toho y un atentado en tierra, no puede de- 
jar de serlo en el mar. 

' Los publicistas que admiten esa diferencia la 
apoyan en que, para destruir la potencia naval 
del enemigo, es necesario atacar su comercio ma- 
rítimo; que no pudiendo eü el mar imponerse las 
contribuciones que es permitido establecer en tier- 
ra para el sostenimiento del ejército, se hace ne- 
cesario apoderarse de las propiedades encontradas 
en los buques tomados; y en que la marina mer- 
cante forma parte de la armada nacional, en al- 
gunos Estados, pudiendo en todos, convertirse en 
un elemento de hostihdad, á causa de llevar siem- 
pre consigo oficiales y marinos adiestrados en 
su difícil oficio, y de poder ser empleados en el' 
trasporte de elementos de guerra. 

Por lo demás, parece que esta costumbre ha 
quedado por analpjia del uso establecido anterior- 
mente, de considerar como botin lejítimo la pro^. 
piedad privada capturada en las ciudades tomadas 
por asalto. 

Hé aquí, para el caso de presas marítimas, las 
reglas jeneralmente admitidas: 
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Independientemente de la nacionalidad dé los 
individuos, existen circunstancias que dan á éstos 
y siis efectos mercantiles un carácter de hostili- 
dad. Adquieren este carácter i 

1.* Por tener bienes raices en el territorio ene^ 
migo, aunque residan en ün país neutral ó sean 
subditos de nuestro propio Estado. La posesión 
del suelo da al propietario el carácter del país, y 
este carácter se comunica y afecta á las produc- 
ciones de su propiedad en su trasporte á cualquier 
otro pais; 

2.° Por mantener algún establecimiento ó casa 
de comercio en territorio enemigo. Asi por ejem- 
pío, un estranjero que tuviese casa de comercio en 
territorio británico, seria considerado subdito de 
la Gran Bretaña, en cuanto concierne á las ope- 
raciones mercantiles de esa casa, y no podria co- 
merciar por medio de ella con el enemigo. Del 
mismo principio se sigue: que un ciudadano de 
nuestro Estado es reputado neutral en todas las 
operaciones mercantiles de los establecimientos 
que tenga en pais neutral; 

8.** Por domicilio personal. La actual residen- 
cia da lugar á la presunción de animiis manendi. 
Basta que el comerciante resida y trafique en ter- 
ritorio de potencia enemiga para que se le consi- 
dere como enemigo en todo lo relativo á este trá- 
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ñco; incumbe pues al interesado desvalíecer esta 
presunción para salvar su propiedad. 

El carácter de la negociación y el tiempo de la 
residencia, son las dos circunstancias esenciales ' 
para la determinación del ánimo de residir, que 
constituye el domicilio. 

Un objeto particular podria detenernos fp, un 
pais toda la vida, y entonces contra una demora 
tan prolongada, no seria racional alegar la inten- 
ción de no permanecer; 

4.® Por navegar con bandera y pasaporte de 
potencia enemiga; lo cual hace enemiga la nave y 
la sujeta á confiscación. Las mercaderías pueden 
seguir otra práctica; pero los buques se revisten 
siempre del carácter de la potencia cuya bande- 
ra toman, y los papeles de mar son en ellos una 
estampa de nacionalidad. 

Además de las naves de guerra del Estado, sue- 
len emplear las potencias marítimas el voluntario 
ausilio de armadores particulares, llamados cor- 
sarios, que apresan las embarcaciones y propieda- 
des enemigas, y á los cuales ceden en recompensa 
de su servicio ana parte 6 todo el valor de las pre- 
sas. I^Jamase propiamente armador, el que dispo- 

rnJn f "^*°^«^to y avio del buquc dcstinado al 
corso; y corsario In. ^ , • i i n 

para salir al mar ^^^^^^» ^^^J^*^ ^'^^ ^^ ^^^'^^^^ 
le Uamarse am«rff '"^^'^ las presas; aunque sue- 

*^^ al naismo corsarioj acaso por 
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reunirse á menudo estas dos entidades en ub% 
misma persona. La declaración eitada de 16 de 
Abril de 1856, dejo abolido el corso entre las po- 
tencias signatarias; mas como aún hay Estados 
que no se han adherido á ella, se hace preciso es- 
tablecer los principios jenerales que lo rijen: 

Todo corsario debe llevar consigo una patenU 
de eoAo (ó letra dé marca ) espedida por la poteneia 
beligerante cuyo pabellón enarbola. La patenté 
de cono- no es válida para todo tiempo, ella tiene 
un término limitado, que se fija por el soberano 
que la concede. También es costumbre dar á los 
corsarios, reglas ó instrucciones, para el ejercicio 
del derecho de captura y exijirles una fianza bas- 
tante, para la indemnización de los perjuicios que 
ilejitimamente causaren. Según las Ordenanzas 
francesas, los capitanes deben enarbolar el pabe- 
llón nacional antes de disparar con bala al bajel á 
que dan caza, bajo la pena de ser privados de la 
presa ellos y los armadores, en favor del Estado, 
si el bajel es enemigo, y de pagar daños y perjui- 
cios, á los propietarios, si es neutral. — Es prohi- 
bido hacer fuego con bandera falsa. 

Hecha una presa, el capitán captor se apodera 
inmediatamente de todos los documentos y pape- 
les que encuentra á bordo de la nave apresada, 
los deposita en un cofre ó saco, a presencia del 
capitán de ésta, que es requerido á sellarlo con su 
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fím eoBstgiradoB por csbí todas las kjklaeionos 
del mando, la presunción de inocencia eídste en 
ftíTor del buque neul^al, correspondiendo til cap- 
tor la obligación de aereditar la enlpabitidad de 
aquel; mas la práctica ha adoptado en numerosas 
ocasiones el sistema c(Hitrario. En cuanto á los 
buques enemigos, la presunción de oulpabüidad 
preTRlece contra ^os. Si el apresamiento es de- 
elarado ilejitime, tratándose de propiedades neu- 
trales, se restituye la presa condenando al captor 
al resarcimiento de los daños y peijuicios, y al pa- 
go de costas, si las liay. El almirantazgo británi- 
eo hace eraluar los p^juicios por un juri de oo^ 
mercíantes, que- en este caso, se llaman aeesoré». 
Sa la opinión deHautefeuUle, si la captura ha sido 
motiyada por la falta de documentos suñoientes que 
estableciesen la nacionalidad del navio, y el capi- 
tán neutral obtiene su absolución, presentando 
en el juicio pruebas qué ño manifestó al captor, 
es justo que ést? sea eximido del pago de costisbs y 
del resarcimiento de daños y perjuicios. Si el na- 
vio tomado por un corsario pertenece al enemigo, 
nunca es restituido á su primer propietario; pues, 
si la presa se declara ilejitima, queda en favor 
del Estado. 

Cuando la parte condenada en la sentencia la 
cree evidentemente injusta, puede reeurrir á su 
gobieniLO pava que hagar Ik respectiva xeolaoiaoiott» 
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1a enal sa decido pea? ajuatea príTadoa 6 por co&« 
venciones solemnes, pL-ecedidas 4e los medioa di- 
ploHiá(tíco6 orddnarios. 

. £n sesikinen^ son fres lias formalidades requeri- 
das para la lejitiHÚdad del corso: 1? la e<yintsion; 
2/ Isk^ma; y 8.* la reéoltmon de «n tribunal com- 
petente sobre b validiea de la presa. 

8iem{HPe que los eorsavios hacen capturar sin 
llevar ooaaigo 1% patente respectiva» ó cuando la 
obtienen de ambos Estados belijerantes, son con- 
siderados y tratados como piratas. 

Se llaman piratas aquellos que recorren los ma- 
res báciendot capturas, de su propia autoridad, y 
comcitienilo actos de violencia y pillaje á mano 
annada, sea en tiempo de paz 6 de guerra; loa 
actos criminales cometidos por esos malhechores, 
constituyen el crimen de piratesia. Los piratas 
son, pi>e8).en el mar, k> que los bandoleros 6 sal* 
teadores en tierra. Todos ellos son considerados 
enemíges del jénero bumano y están fuera del D^ 
recho Internaeiionai. Cualquier gobierno está au- 
torizado á persegiárlos, j^uzgarloe é imponerles la 
penA> qi^ n^erecen. 

|; OS. — ^DBSBOBO Í>E POBTZiDflNIOk 

£ 1 derecho ie poetHmimh, es aquel en Virtud del 
cual laa périOMuí :6 cosas fomadaln. por eüi enemi* 
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fOf son resütnidas á su primer estado, onando 
a$en ellas de nuevo bajo el poder de la nación 
á que pertenecían. En este caso el Estado y los 
particulares vuelven al goce de los derechos de 
que habian sido despojados por el enemigo: las 
personas recobran su libertad y las cosas retor- 
nan á sus antiguos propietarios. — ^Los prisioneros 
de guerra sueltos bajo palabra de honor y los pue- 
blos 6 ciudades que se han sometido voluntaria- 
mente, no pueden Solver á su primer estado por 
el derecho de po»tlindnio; puesto que la fé debe 
guardarse aúii eatre enemigos. 

Por lo tocante á las personas, el derecho de 
pogtliminio tiene lugar en territorio neutral; si un 
prisionero de guerra sale del poder de su enemi- 
go, aunque haya logrado escapar, faltando á su 
palabra de honor, no puede .ser reclamado ante 
las potencias neutrales. Si el enemigo trae sus 
prisioneros á puerto neutral, puede tenerlos ase- 
gurados á bordo de sus naves armadas; -peYo no 
tiene acción ni derecho alguno sobre eUos, si lle- 
gasen á saltar á tierira. Desde que los prisioneros 
salen del poder del enemigo, ó desde el tratado de 
paz, recobran su libertad persoüal; y el derecho 
de fH}stl%minio no espira jamas relativamente á las 
personas. En cuanto á las cosas, el derecho de 
poétUndniOf no puede ejercerse en el territorio de 
los pueblos neutrales, para ios cuales el. apresa- 
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miento de hecho, ejecutado según las leyes de la 
guerra, es un apresamiento de derecho. YolTer 
las cosas al poder de nuestros aliados, es lo más* 
mo que volver al nuestro. 

Belativameute á la duración y limites del dere- 
cho de postUminio, en las cosaa, hay diferencia: ó 
se trata de bienes raíces ó de bienes muebles.- 

En cuanto á los inmuebles, la adquisición de 
las ciudades, ptovincias y territorios conquista- 
dos, no se consuma sino por el tratado de paz, 
cuando &us disposiciones tácitas ó espresas con* 
firman las adquisiciones hechas, ó por la volun- 
taria y completa sumisión del Estado cuyas eran. 
Antes de Uno de e&tos dos eventos, el conquistador 
tiene meramente la posesión, no el dominio del 
territorio conqiiístado; de modo que si lotrasñrie- 
se á un neutral, no sufriría monoscabo el derecho 
de otro belijerante para recobrarlo por la fuerza. 
Esta regla no puede aplicarse 4 las propiedades 
privadas, que según el derecho moderno, están es- 
centas de confiscación. • 

Cuando la sumisión de un pueblo es involunta- 
ria y violenta, subsiste el estado de guerra y por 
consiguiente el derecho de postliminio; mas, si el 
dominio de conquistador ha sido lejitimado por el 
consentimiento, á lo menos tácito, de los vencidos, 
el cual se presume por la pacifica posesión de al- 
gunos moBt «e supone teminadali^ guerra, j^ 
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derecho de poséUmmio se estíngne para siempre. 
Solo en este segundo easo son válidas kts enaje- 
naciones hechas por el conquistador. 

£n cuanto á los muebles tomadoEr en guerra 
inaritinlá, la regla es distinta, sin duda á causa 
dé lo diñcil qjne es proVar ea identidad, j de la 
presunción de haberlos abandonado el propietario, 
en la imposibilidad de verificarse su recobro. 

Se adqui^e, en uso jeneral, la propiedad de los 
bienes muebles apresados, desde el momento en 
que entraron eñ poder del aprésador. Pero es ne- 
cesario que la presa haya entrado verdaderamente 
en poder del cantor ^ lo cual tiene lugar, según la 
opinión de algunos publicistas, cuando es condu- 
cida infrok prcmdíioy esto es, á un lugar de seguri- 
dad, sea en un puerto ó rada dd territorio del 
captor ó en medio de alguna armada ó ejército, 
de modo que el propietario pierda la esperanza de 
recobrarla; otros sostienen, que basta la posesión 
de los objetos capturados por el espacio, de 24 ho- 
ras, p'ara consumarse definitivamente la adquisi- 
ción; la jurispriideneia norte-americana exije la 
adjudicación de la presa por un tribunal compe* 
tente, para la extinción del derecho de poatUmir- 
nio; finalmente, las leyes inglesas determinan la 
perpetua subsistencia del derecho de postíimmio, 
k condición de pagarse uiia determinada paarte del 
Valor del objeto» ««(pturadO). por d€a:ecbQ8< dsse- 
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^resa. No puede pues darse una regla «egiti'a y 
jeneral que defina los limites y estension del de- 
recho de po»tl¿imnio. Pliillimore se decide por la 
primera de estas opiniones y la ^acnentra mas 
conforme con la razón y la práctica de las nacio- 
nes. Sin embargo la ley inglesa parece mas jiista 
y httmanitaria, y con la opinión de M. Massé po- 
demos Asegura, que estando fundada la captura 
mas bien en la fuerza que en el derecho, la faeul- 
tati de recobrar la propiedad mueble debe subsis- 
tir siempre, con la sola condición de pagarse un 
derecho proporcionado por la represa. 

Llámase represa el acto de tomar al enemigo 
una presa hecha por él. 

Las leyes de cada Estado pueden ampliar ó réS" 
trinjir la duración del derecho de postliminioy y 
determinar el premio que se concede á ioa repre^ 
sadc^es; es asi como las Ordenanzas de Francia 
declartta, qne si un buque francés es represado des* 
pues de las 24 horas áe haber sido heüho preskt 
pertenece al represoÁlor^ debiendo en caso de yeri-* 
fiearse antes la represa, ser devuelto al propieta- 
rio, pagando éste un tercio de su valor á los re- 
presadores; por las leyes británicas la presa debe 
ser siemprp restituida, mediante el pago de una 
octava pai-te de su valor, etc. — ^Esta diversidad de 
leyes y prácticas ha dado lugar á la regla de red* 
jpr&ci^atiiacbmtída porvattas potencias^ en cuya 



virtud, la Corte Suprema de losEE. Ut}. deifoi*- 
te América, declaró, en el caso de la goleta Ádc" 
Une, que la propiedad de individuos domiciliados 
en Francia, era buena presa, si se represaba 24 
horas después de liaber estado en poder del ene* 
niigo, por ser esa la práctica francesa. 

El estado de praa puede también terminar por 
el recobro y por el reicate* Lo primero tiene lugar, 
cuando la tiipulacion de la nave apresada encuen- 
tra modo de salvarla, sublevándose contra los cap- 
tores ó valiéndose de algún accidente favorable. 

Si el buque es recobrado por la tripulación, en 
cualquier tiempo que esto suceda, vuelven las co- 
sas al propietario, debiendo pagarse un premio de 
salvamento á los reoobradores. 

El rescate es el hecho de obtener del enemigo la 
restitución de la presa, mediante una suma de di- 
nero. Este contrato es válido sino se opone álos 
reglamentos nacionales. La Liglaterra prohibe á 
BUS subditos el rescate de las propiedades apresa- 
das por el enemigo, á no ser el caso de grave ne- 
cesidad oaliñcada por las cortes del almirantazgo. 
Esta prohibición tiene sin duda por objeto man- 
tener la eneijia de la guerra marítima por el in- 
terés de las represas. 

Si el buque rescatado naufragase antes de Ue* 
gar al puerto, debe no obstante, pagarse el precio 
del resoatef salva la estipulación contraria. Si «• 
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Apresado de nnevo, fuera de la rata que deDdtiá 
llevar 6 después del plazo prescrito, según Yalin» 
la práctica es que cesa la obligación de los deudo- 
res y el precio del rescate se deduce del producto 
de la presa, que se dá al primer captor. 

CAPITULO n. 

De la neutralidad. 

* 

§. 64.— DEFINICIÓN Y DIVISIÓN D£ LA NtSUTRALIDAD. 

NeutTúUáad es el estado de paz y perfecta im'^ 
parcialidad en que un Estado permanece, duran- 
te la guerra que se hacen otros, continuando sus 
relaciones pac incas de amistad y comercio con 
ambas partes belijerantes y absteniéndo9e de fa« 
vorecerlas en todo lo que pueda tener relación con 
la guerra. 

La neutralidad se divide en natifralf (llamada 
"pOT BilgnnoB perfecta) y convencional ^ (llamada tam* 
bien imperferta). La primera, es aquella a que io* 
do Estado soberano tiene derecho, y %» rejida por 
las leyes invariables del Derecho Internacional 
Natural; la segunda, es la que nade del derecho 
convencional, y está Sujeta á las reglas y modiñ* 
caciones establecidas en pactos especiales. Es de 
esta última clase la neutralidad perpetua de los can* 
tones coníederaáos de la Btdiía "^ !& áe la 6ittda4 



libre ae Cracovia, proelftmadas por I&b tratadofií 
de Yiena, asi como la del reino de Bélgica, esta- 
blecida por el trfitado de Londres de 1$ de No- 
yiembre de 1881. 

También dividen algunos la neutralidad ien i^Z^ 
na y limitada^ jenerál y parcM, continental y marí- 
tima, etc., según <benga mayor 6 tuenor amplitud, 
ó se limite á ejercerse sobre el mar ó en el conti- 
nente; pero en . la opinión de Hautefeuille, todas 
estas no son mas que subdivisiones de la neutra- 
lidad convencional, y no sirven sino. para ocasio- 
nar mayor confusión en las cuestiones que surjen 
6on este motivo. 

§. d5-^DEBEBSS Y BESBCHOS DS L<^ NEUTBAliBS 

EN JENEBAL. 

4 ■ ■ * 

El derecho de permanecer neutral -emana deJa 
libertad é independencia de que gozan los Esta-, 
dos soberanos entre. si. 

La imparcialidad de los neutrales, en todo lo 
concerniente a la guerra, constituye la base dia su 
carácter y deberes^ que pueden ser formulados en~ 
las dos reglas esenciales que siguen: 

1.* Abstención completa de toda participación 
directa ó indirecta en la guerra; sea tomando ps^- 
te enlas hostílidades, sea suministrando socorros i 
los belijerantes, como^el de enviarles tropas, ar* 
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mas, buques, municiones, dinero, y todo aquello 
que pueda aumentar el poder 6 fuerza de los con- 
tendientes. No solo es prohibido dar estos socorros 
á uno de ellos, sino auxiliar igualmante á ambos; 
porque ese hecho baria desaparecer el carácter de 
neutralidad, y porque ademas seria difícil guardar 
una exacta igualdad, puesto que la importancia 
de un socorro no depende tanta de su valor abso- 
luto, como de las circunstancias en que se presta; 

2.» No rehusar, sin justo motivo, en todo lo que 
no tiene relación con la guerra, á una de Ihs par- 
tes, lo que 88 concede á la otra, asi, no está pro- 
hibido al neutral escojor el mercado en que debe 
espender sus productos, ni mantener de buena fé, 
con uno de los belij erantes relaciones mas nume- 
rosas que con el otro, si asi conviniere á sus inte- 
reses. 

En cuanto á sus derechos, pueden ellos redu- 
cirse: á la inviolabilidad de su territorio, y á la li- 
bertad de su comercio, salvas las escepciones 
necesarias para la conservación de su carácter 
neutral. 

En virtud de lo primero, es prolübido á los 
behj erantes turbar de modo alguno la tranqui- 
lidad de lo H Estados neutrales; debiendo en con^ 
secuencia, abstenerse en el territorio de éstos, de 
toda especie de hostilidades, no solo contra esos 
Estados, sino también entre si; y no pudiendo ba^ 

10 
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cer en dicho territorio levas, ni armamentos, ni 
dar paso á sus ejércitos. Ademas, tienen los neu- 
trales el derecho de conceder asilOf esto es, la fa- 
cultad de admitir en su territorio las fuerzas de 
alguno de los helijerantes, que perseguidas por el 
enemigo, en la guerra terrestre, vengan á acojer- 
se á él, con la condición de desarmarlas y alejarlas 
del teatro de la guerra; y de acordar el asilo en 
sus puertos á los navios belij erantes con las con- 
diciones que quieran imponerles. Hay una dife- 
rencia esencial entre el asilo que se concede en 
tierra y el que se concede en el mar. En el pri- 
mero es inesciisable el desarme do las tropas re- 
fujiadas, no sucediendo lo mismo en el mar. Haute- 
feuille y Heffter agregan, que debe concederse á 
los navios todos los socorros de humanidad, y 
permitírseles ademas comprar víveres, reparar 
sus averias, curar sus heridos, etc., y sahr en se- 
guida Ubremente al mar á continuar sus opera- 
ciones (le guerra. Galiani y Azuni, atribuyen esta 
diferencia á loe peHgros que amenazan á los ma« 
rinos y soldados que piden refujio en el mar; pe- 
ligros que no existen para las fuerzas de tierra; 
mas esta razón no parece bastante, y es necesario 
agregar la que espone Hautefeuille, á saber: que 
siendo considerado todo navio como parte inte- 
grante del tenitorio de su pais, está colocado ba- 
jo la jurisdicción de su soberano; no pudiendo 
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ordenarse su desarme, sin mezclarse en el gobier- 
no interior del navio, lo cual importaría una fla-* 
grante usurpación de los derechos de aquel. 

§. 66. — TRÁNSITO DE FUERZAS BELlJERANTES MB 
TERRITORIO NEUTRAL» 

Los principios jenerales, espuestoa en el párra- 
fo anterior, admitidos por todas las naciones, 
oiErecen en su aplicación dificultades y cuestiones 
de difícil resolución: tal es la del tránsito de fuer- 
zas belij erantes por el territorio neutral. Se ha 
sostenido, equivocadamente, por algunos escrito- 
res antiguos, que los belijerantes tienen el derecho 
absoluto de exijir este tránsito, y que seria injus- 
to negarlo de parte del soberano neutral. Otros 
publicistas respetables (Vattel, Wheaton, Mar- 
tens, Phillimore etc.) han combatido esa idea, 
reconociendo en los neutrales el pleno derecho de 
conceder ó negar el paso solicitado por los beli- 
jerantes, con la única condición de proceder igual- 
mente con respecto á «mbas partes. HefiFter y 
varios escritores modernos espresan, que no sola- 
mente el paso de trop»s armadas por el territorio 
neutral no es un derecho de los belijerantes, sino 
que aún la concesión de este paso seria de parte 
de la potencia neutral, una violación de sus debe- 
res» quo daría al otro belijerante un justo motivo 
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de declararle la guerra y de tratarla como á eñe-^ 
miga. Agrega aquel, que si el neutral fuese de- 
masiado débil para oponerse al tránsito exijido y 
realizado por el belijerante, debería por lo menos, 
protestar contra este acto, si quiere justificar su 
conducta y salvar las apariencias de complicidad. 
Esta opinión que es la misma de Hautefeuille, es 
también aceptada por Bluntschli, Pradier-Fodére 
y Charles Yergé; mas la práctica de las naciones 
ha hecho prevalecer hasta ahora la segunda. 

§. 67. — ALISTAMIENTO EN PAIS NEUTRAL. 

Otra cuestión mas grave aún, sino por su im- 
portancia real, al menos por la diversidad de opi- 
niones emitidas por los autores que la han trata- 
do, es }a de saber: si un Estado puede, sin perder 
la cahdad de neutr»tl, permitir que uno de los be- 
lijerantes haga levas ó armamentos en su territo- 
rio. Se alega por una parte: la necesidad que 
alganos Estados europeos tienen, por la constitu- 
ción física de su territorio, de favorecer la emi- 
gración de sus habitantes, lo cual «utoriza el per- 
miso de alistarlos en el servicio militar extranjero; 
y que teniendo la nación neutral la costumbre de 
dejar que en tiempo de paz cualquiera de los beli- 
j erantes haga alistamientos en su territorio, no 
puede ser ella obligada á cambiar sus costumbres 
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por el solo hecho de sobrevenir una guerra. Los 
publicistas modernos, y con ellos Hautefeuille, 
contestan: que el permiso de alistar tropas es un 
acto de hostilidad, puesto que aumenta las fuer- 
zas de uno de los belijerantes eii perjuicio del otro; 
que la disposición del territorio y las costumbres 
del pueblo, no cambian la naturaleza del hecho, 
y que si una nación quiere ser neutral, debe abs- 
tenerse, desde que estalla la guerra, de todos los 
actos que sean hostiles á una de las partes; «si, 
un pueblo que durante la paz tuvo la costumbre 
de proporcionar tropas, y de comerciar con muni- 
ciones, armas, etc., tiene la obligación de suspen- 
der ese tráfico. A este respecto consigna PhiUi- 
more las frases siguientes: «pretende Vattel que 
es lícito al Estado neutral enviar tropas y armar 
á un belijerante, porque tiene la costumbre de 
ocupar y ejercitar deeste modo á sus ciudadanos. 
¿No podría, según eso, un Estado marítimo, sin 
quebrantar la neutralidad, enviar una escuadra 
en auxilio de un belijerante, alegando que tiene la 
costumbre de ejercitar asi sus marinos ? Vattel, 
que por parcialidad patriótica justificaba la con- 
ducta de la Suiza, no dojaria de celebrar, sí vi- 
viese, quft los cantones hayan, reconocido, con 
gran crédito suyo, los verdaderos principios, como 
lo han hecho últimamente, prohibiendo el aUsta- 
miento de, sus ciudadanos en servicio extranjero.! 
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Fdizmente, la práctica de las naciones va con- 
formándose hoy con la última de estas opiniones, 
que sin duda es la mas racional y verdadera. Los 
acontecimientos de la Italia central en 1859, han 
ofrecido á la Suiza la ocasión de declarar, en una 
circular dirijida á sus cónsules residentes en el 
extranjero, que los suizos puestos al servicio de 
otras x>otencias, no se encontraban aUi sino en ca- 
lidad de voluntarios. La asamblea federal adoptó 
en seguida una nueva ley, que probibia á los ciu- 
dadanos suizos tomar servicio militar en el extran- 
jero, y hapia igual prohibición á los extranjeros, 
de enrolar suizos para el servicio militar de otros 
países. En 1861, Inglaterra y Francia, con mo- 
tivo de la guerra de Norte América, prohibieron á 
sus subditos aliistarse en los ejércitos de ésta, y 
aceptar patentes de corso, ó tomar de cualquier 
modo parte en aquella guerra. 

Se ha sostenido ademas: que los neutrales pue- 
den conceder á uno de los beUjerantes los socorros 
que se les deban en virtud de un pacto anterior á 
la guerra; pero la imparcialidad que la neutrali- 
dad exije, debe ser completa; el Estado neutral no 
puede favorecer directa ni indiiectamente á nin- 
guno de los belijerantes, y desde el momento en 
que lo hiciese, dejaría de ser neutral. 
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§. 68. — COMEBaO EN TDSICPO DE OÜÉBBA. 

Las distintas viariaciones que han esperimenta- 
do los principios relativos al trssporte de las mer- 
caderías enemigas bajo el pabellón neutral, y de 
las meroaderias neutrales bajo el pabellón enemi- 
go, no tienen hoy sino un interés puramente his- 
tórieo, escepto en cuanto á las naciones que aun 
no se han adherido al tratado de París de 1856. 
Aunque son bien pocas las de este número, con- 
viene esponer brevemente las distintas fases por 
las que ha pasado esta cuestión de tan grave tras- 
cendencia para los intereses de la humanidad y 
de la civilización • 

Los princif>ioB contenidos en el Consulado del 
Mar, que rijieron hacia el siglo xrv, eran : respe- 
to de los navios y mercaderías perien^cieiites á las po- 
tencias neutrales] dereclio de tornar las mercad trias 
enfnnigas en buques neutraUs, lo cual implicaba el 
derecho de visita de estos buques ; respeto de las 
mercaderías neutrales sobre navios enemigos, — La or- 
denanza de 1681, no admitiendo el respeto de mer 
cadenas neutrales sobre navios eiiemigos, adop- 
tó la raáxim« : baques enemigos^ mercaderías enetui' 
gas. Eesulta de allí, que el navio neutral que lle- 
vaba mercaderías del enemigo, era confiscado con 
ellas. — Menos ríguroso el reglamento de 1744, de - 
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claró: que In merendería del enemigo seria eonJUeada^ 
pero que el navio qxiedoria libr*"; lo cual llegó á ser 
la regla practicada por Francia y España. La Ho- 
landa profesó la máxima contraria que ha llegado 
á prevalecer en el derecho moderno : hvques libres^ 
merca df ñas libras, ó en otros términos, el pabellón 
cubre la mercadería, salvo el contrubaiido de guerra. 
Este principio establecido por la Ordenanza fran- 
cesa "de 26 de Julio de 1778, y por la declaración 
de la Eusia de 1780, seria aun aplicable, alli don- 
de el tratado de Paris de 1856 no pudiese aun ser 
ejecutorio. 

La larga paz, dice M. Massé, que siguió á las 
guerras del primer imperio, desarrollando las rela- 
ciones de los pueblos, desenvolvió al mismo tiem- 
po los sentimientos de justicia que forman su ba- 
se ; asi, cuando al cabo de SO años estalló la guer- 
ra de Oriente, el prime?: acto de la Francia y de 
la Inglaterra fué, á la vez que ellas anunciaban la 
intención de no conceder p'dente^ de corso, decla- 
rar que sus buques no tomarían la propiedad del 
enemigo á bordo de embarcaciones neutrales, ni 
las propiedades de los neutrales a bordo de los bu- 
ques enemigos, escepto en los dos casos, el contra- 
bando de guerra. Termin«da aquella guen-a, los 
plenipotenciarios de los Estados que firmaron el 
tratado de París de SO de Marzo de 1856, hicieron, 
el 16 de Abril del mismo año, una declaración so* 
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lemne, que se comprometieron á someter á la 
adopción de las otras potencias, y por la cual, sen- 
tando ante todo el principio de la abolición del 
eorsOf proclamaron : que el pabellón neutral cubre 
la mercadería enemiga, y que la mercadería neutral 
no es capturable bajo el pahelln enemiao: escepto en 
ambos rttso^f el contrabando de guerra. Casi la tota- 
lidad de los gobiernos que no concurrieron al Con- 
greso de Paris, ha acojido favorablemente esta de- 
claración. El Derecho Internacional moderno, 
puede, por consiguiente, colocar en el número de 
sus prescripciones los principios consignados en 
ella. 

Los EE. Uü. de Norte- América propusieron 
suscribir la declaración de 1866, con la sola con- 
dición de agregar á ella : « que la propiedad priva- 
da de los subditos de cada uno de los belijerantes 
no podria ser tomada por los navios de la otra po- 
tencia, á no ser que ella fuese contrabando de 
guerra » ; proposición que no fué aceptada. 

España y Méjico, sin acceder á la declaración 
de 1856, á causa del primer punto, que trata de 
la abolición del corso, han contestado que se apro- 
piaban de los otros tres. Los demás Estados que 
aun no se hnn adherido, son Costa-Bica, Hondu- 
ras, Islas Sandwich, Nicaragua, Nueva Granada, 
Paraguay y Venezuela. 

En resumen) el derecho xi^od^rpio garaAtiza pl^t 
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ñámente el epmemo de los neutrales en toda cla- 
se de embarcaciones, y el que se haga por los ene- 
migos, en buques pertenecientes á aquellos; que- 
dando esceptuado el contrabando de guerra. (Yéa- 
^ el §. 62). 

§. 69.-^ONTBABANDO DE aTJBBBA. 

Imposible es, dice Heffter, y con sobrada razón, 
, dar á priori una definición exacta del contrabando 
de guerra. 

Sin embargo, el Derecho moderno tiende á de- 
signar cou el nombre de mercaderías de contraban- 
do^ únicamente aquellas que sou de una iitilidad 
directa y especial psdra la guerra. El comercio de 
estos objetos, que es licito por si mismo durante 
la paz, lo es igualmente durante la guerra, cuando 
él tiene lugar entre los neutrales ; pero como és- 
tos no pueden tomar parte direc a ni indirecta en 
la lucha, les está prohibido en consecuencia, su- 
ministrarlos á los belijerantes. 

Aun no ha llegado la ciencia internacional á 
determinar con precisión los objetos que constitu- 
yen el contrabando dé guerra, — Grocio distingue 
tres especies de mercaderías : unas, cuya utilidud 
es especial para la guerra ; otras, que no sirven 
para las operaciones ó usos de ella ; y otras de na- 
turaleza mixta, que son igualmente útiles en la 



— 166 — 

paz y en la guerra. Todos se hallan acordes en 
considerar los artículos de la 1/ especié como de 
eontrabamlo, y los de la 2.* como de licito tráfico; 
mas, en cuanto á los de la 8.», v.g. dinero, provi- 
siones, naves, madera de construcción, etc., hay 
mucha variedad en las opiniones y en la práctica. 
Tres sotí las opiniones principales qne sobre este 
plinto dividen á los publicistas: la doctrina ingle- 
sa, sostenida por Phillimore, Wheaton y otros, es- 
tablece el contrabando per-accidens: conforme á 
ella, todos estos objetos pueden llegar á ser con- 
trahtindo^ según las circunstfinoias ó situación es- 
pecial en que se encuentren los belijerantes ; Hau- 
tefeuille y otros sostienen, que no pueden tener el 
carácter de contrabando, sino aquellos objetos que 
han sido esclusiva mente fabricados para la guer- 
ra; Heffter, Ortolan, Ch. Vergé, etc., sin admitir 
que los objetos en cuestión sean por sí mismos 
(pert-sfi) contrabando de guerra^ reconocen en los 
belijerantes el derecho de determinar, cuáles de 
ellos se considerarán como ie contrabando. 

La práctica ha consagrado el uso de que los Es- 
tados, á tiempo de declararse la guerra, publiquen 
un catálogo de los objetos cuyo comercio prohiben 
á los neutrales con el enemigo. Por desgracia casi 
no existe objeto que no haya sido materia de decla- 
raciones contrarias, en los tratado? y diferentes 
catálogos conocidos hasta hoy. 
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En caso de dudí, diceHeffter, es necesario con- 
sultar, en primer lugar, los tratados preexisten- 
tes, y á falta de ellos, recurrir á los usos interna- 
cionales. Es de notar que la mayor parte de los 
tratados, los mas importantes y recientes, están 
acordes en no considerar como contrabando^ sino 
las armas, municiones de guerra, y todo lo que 
especial y directamente se emplea en ésta, y no 
las materias primeras, aptas para la fabricación 
de esos objetos. Tal es la base de los tratados con- 
cluidos en el curso del siglo xvni, y uno de los 
puntos reconocidos por la Francia en el trat.'^do 
de Utreck, como parte de su derecho marítimo. 
En la última guerra de Crimea, los aliados no han 
considerado como contrabando, gino las annasi 
municiones y objetos destinados esclusivamente á 
la guerra. No obstante, el gobierno inglés, con 
ocasión de la guerra de Italia, ha declarado, el 18 
de Mayo de 1869, que el carbón de piedra podría 
ser considerado, en ciertos casos, como contra- 
bando de guerra ; pero la Francia y el Píamente 
declararon, por el contrario, que no habían con- 
siderado hasta entonces, ni considerarían durante 
aqueUa guerra, el carbón de piedra como objeto de 
contrabando. 

. X ?^^* ^^® se inflijeá los que trafican conob- 

éstos ^mí^^*^*^^dp per-sñ, es la confiscación de 

ixeuen ^xxq^ derecho las naciones que se 



tallan en guerra, para aprehender y confiscar los 
objetos de contrabando; pero no lo tienen para 
quejarse del soberano cuyos subditos han delin- 
quido traficando con ellos, á no ser que aquel ha- 
ya contribuido ó tomado parte en ese comercio. — 
La penalidad se reduce á la simple premeion ó 
preferencia de compra, cuando se trata de objetos 
de contrabando amfdgui usüs. Las embarcaciones 
que trasportan las mercaderías de contrabando, no 
están sujetas á confiscación, según el uso moder- 
no, sino únicamente a la pérdida del flete y los 
gastos de captara; salvos los casos de pertenecer el 
contrabando al dueño del buque ó de verificarse el 
trasporte con circunstancias fraudulentas de fal- 
sos papeles ó falso destino. 

Es permitido detener á los aj entes diplomáticos 
del enemigo en su tránsito á paises neutrales, pe- 
ro una vez posesionados de su destino, no es líci- 
to ni aun interceptar su correspondencia ; con 
mas razón debe aun respetarse la conresponden- 
cia dirijida á los cónsules, puesto que debe existir 
la presunción de referirse <*lla únicamente á nego- 
cios mercantiles. — Los militares y personas que 
están ni servicio del enemigo son capturables; lo 
mismo que los despachos dirijidos por un belije* 
rante al otro, y varios tribunales internacionales 
han sujetado á confiscación el buque que los con* 
duela. 



£l delito de contrabaudo se estiugae con la tei*^ 
minaGion del viaje; es decir, que no puede captu- 
rarse el producto de los objetos de contrabaudo en 
el viaje de vuelta, á no ser que el éxito del primer 
viaje se haya debido al uso de falsos papeles. 

Tal es la práctica de las naciones según Philli- 
more. 

§. 70. — ^BLOQUEO. 

Se llama bloqueo, el hecho de interceptar toda 
comunicación con uno 6 mas puertos ú otras par- 
tes de la costa enemiga, mediante el empleo de 
fuerzas regulares bastantes. 

Otra de las restricciones impuestas á los neu- 
trales es la de no comerciar de modo alguno con 
las plazas ó puertos sidcuion ó bloqueados. 

El fundamento del derecho de bloqueo está ba- 
sado en la posesúm de hecho que adquiere un beli- 
jerante sobre los lugares inmediatos á la plaza ó 
punto bloqueado que llega á ocupar. De aquí se 
sigue, que un bloqueo no puede ser eñcaz, sino 
cuando es real; esto es, cuando se haga y sosten^ 
ga con fuerzas bastantes para ello. Este princi- 
pio, se halla ademas, sancionado por el derecho 
convencional moderno. La declaración de 16 de 
Abril de 1856, ha establecido: « que el bloqueo para 
0^r obligatorio, debe ser 4¡ftctivo, (Véase el §. 62.) 



Ül bloqueo se aplica tanto alas oindadeB 6 puer- 
tos indefensos, como á los que se hallan fortifica- 
dos; y puede estenderse á toda una costa, con tal 
de ser efectivo» Puede también bloquearse la em- 
bocadura de un rio, salvo el derecho de servidum- 
bre de paso, que algún neutral pudiese reclamar 
sobre esos puntos. 

El bloqueo principia desde el momento en que 
él se establece con fuerzas bastantes, y cesa, cuan- 
do éstas dejan de apoyarlo. De suerte que la rea- 
lidffd del bloqueo, es la condición única de su exis- 
tencia; pero es de un uso jeneral que la potencia 
que lo establece lo notifíq[ue diplomáticamente á 
las otras. La práctica francesa exije ademas, la 
notificación hecha á cada uno de los buques que 
se dirijau á puntos bloqueados, por el comandante 
ó jefe de cualquiera de los buques que sostienen 
el bloqueo. La jurisprudencia inglesa ha conside- 
rado bastaute la notificación jeneral á los gobier- 
nos neutrales, y según ella, no termina el bloqueo 
sino con la suspensión notificada de igual modo; 
mas esta práctica parece haber perdido todo su 
valor con la declaración de París de 1856. 

Si el temporal obliga á la escuadra bloqueadora 
á alejarse momentáneamente, el bloqtieo no finali- 
za, y tan solo queda suspenso hasta el regreso de 
las fuerzas. Ortol^n y otros juzgan, que si un bu* 
que hubiese penetrado durante ose tiempo, no se* 
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ría culpable. Cuando aquellas son alejadas ó dis^ 
persadas por fuerzas enemigas, el bloqueo termi- 
na completamente, y para restablecerlo se hace 
necesario repetir todas las formalidades que fue- 
ron necesarias para su establecimiento. 

La violación del bloqueo consiste, en entrar ó 
. salir del lugar bloqueado, después de hecho el blo- 
queo y sin previo permiso ; la pena de este delito, 
es la confiscación del navio y de su carga. Esta 
pena so estingue solo con la terminación del via- 
je ó del mismo bloqueo. No se permite la salida 
con mercaderías compradas ó embarcadas después 
de haber principiado aquel. 

En consecuencia, para que la penalidad sea 
aplicable, se requieren tres circunstancias : bloqueo 
actual y efectivo: notificación previa de él; y viola- 
ción consumada. No obstante se ha resuelto algu- 
nas veces, que zarpar con intento de quebrantar 
un bloqueo, autoriza la confiscación; subsistiendo 
el delito aunque á tiempo de ser capturada la na- 
ve, se haya apartado del derrotero, compelida por 
vientos contrarios. 

§. 71. — DERECHO DE VISITA. 

El derecho de visita es la facultad de detener 
las embarcaciones á fin de investigar la naciona- 
lidad de ellas y la lejitimidad de su carga. 
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Del derecho de capturar los buques y el contra- 
bando de gaerra, y de la necesidad de reconocer- 
los previamente, nace el derecho de visita. Ella ha 
quedado, por regla j enera! abohda en tiempo de 
paz, y solo es permitida durante la guerra, por los 
buques de la armada ó corsarios, y únicamente 
en el territorio propio, en el del enemigo 6 en alta 
mar. Los buques de guerra están exentos de visi- 
ta, ün convoy de buques mercantes, escoltado 
por navios de guerra neutrales, también lo está, 
por hallarse acreditada la lejitimidad del pabellón 
por éstos, con la sola declaración de su coman- 
dante. 

El buque visitador enarbola su pabellón y ad- 
vierte al visitado, por medio de un disparo sin 
bala, que se detenga; le envía en seguida un bote, 
con un oficial, para que realice la visita, permane- 
ciendo el buque visitador á tiro de canon, ó á me- 
nor distancia, según las circunstancias del tempo- 
ral, ó sospecha que le inspire el buque visitado. 
!Eil oficial no puede hacerse acompañar con mas 
de dos individuos. En caso de resistirse el buque 
á una visita legal, es buena presa después del com- 
bate. 

La visita debe limitarse al examen de los pape- 
les que acrediten la nacionahdad del buqué, á no 
ser que fundadas sospechas ó la irregularidad de 
los papeleó presentados hagan presumir su fal'^ 

u 
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sifícacion 6 la existencia de mercaderías de con- 
trabando, en cuyo caso no puede negarse al visi- 
tador el permiso de avanzar sus investigaciones, 
sobre los objetos que componen el cargamento. 

Los principales papeles de que deben ir provis- 
tos los neutrales, son: q\ pasaporte^ esto es, el per- 
miso que un soberano da al capitán 6 patrón del 
buque para navegar en él. Deben espresarse en 
aquel, el nombre y domicilio del capitán, y el nom- 
bre y designación del buque. Suele ademas indi- 
carse el destino del buque y su carga ; las letras de 
marf que especifican la naturaleza y cantidad de 
la carga, su procedencia y destino. Este docu- 
mento no es necesario cuando lo suple el pasapor- 
te : los títulos de propiedad del buque ; el rol de la 
tripulación^ que contiene el nombre, edad, profe- 
sión y domicilio de los oficiales y jente de mar; 
éste es muy útil para probar la neutralidad de la 
nave ; la contrata de fletamento del buque ; conoció 
mientos ó recibos de carga; facturas 6 listas de 
efectos ; certificados consulares y diario. La falta de 
alguno de estos papeles, suministra presunciones 
contra la nave 6 su carga; pero jamas forman una 
prueba ooncluyente que acarree la condenación de 
la propiedad. 
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CAPITULO m. 
De las eonreneiones relativas id estado de gni^n*A« 

§. 72. — ALIANZAS. 

Llámase alianza el pacto celebrado entre dos ó 
mas Estados, con objeto de alcanzar algún fin po- 
lítico común. 

La alianza es ofensiva ó defensiva; en el primer 
caso nos obligamos á hacer la guerra asociados 
con nuestro aliado, atacando á otra ú otras po- 
tencias; en el segundo, tan solo nos compromete- 
mos á defenderlo cuando él fuere atacado. Hay 
alianzas defensivas y ofmsivas á la vez. La alianza 
es i&mhien jen eral ó Í7tdeterniinad>f fCUB,náo ofrece- 
mos ayudar á nuestro aliado, en cualquier tiempo 
y contra cualquier potencia; y determinada ó fjnr- 
ticulaVy cuando el auxilio es contra una potencia 
en particular ó para una época determinada. Se 
llama íntima ó completa, aquella en que los aliados 
hacen causa común y empeñan todas sus fuerzas^ 
á diferencia de otras, en que solo se promete un 
socorro determinado de tropas 6 dinero. Estas tro- 
pas se llaman auxiliares, y no puede hacerse de 
eUas otro uso, que el permitido por el soberano 
que las presta, ni trasferirlas á otra potencia; el 
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socorro en dinero, se llama subsidio* Dásé ianl« 
bien este nombre á la pensión anual que un so- 
berano paga á otro por algún cuerpo de tropas que 
éste le suministra ó tiene á su disposición. Todo tra- 
tado de alianza implica la cláusula tácita de ser 
justa la guerra. 

La reunión de las circunstancias en que lo con- 
venido debe llevarse á efecto, se llama casu« /ce^^^- 
m. No hay pues casus faderis^ cuando la guerra 
es maniñestamente injusta, y la alianza ha sido 
anterior. Podemos retirar nuestro auxiho, cuan- 
do una guerra justa en su orijen, deja de serlo, ó 
cuando nuestro aliado no se contenta con la repa- 
ración de la ofensa y los medios razonables de se- 
guridad que le propone el enemigo. De dos trata- 
dos que nos imponen obligaciones incompatibles, 
tiene mas fuerza el mas antiguo. Si de tres po- 
tencias ahadas, dos llegan á romper entre si y ha- 
cerse la guerra, á ninguna de ellas debe auxilio la 
restante. Siendo injusto rehusar infundadamente 
un auxilio, debemos reparar los daños que núes* 
tra infidelidad causare. 

La alianza con uno de los belij erantes* nos hace 
enemigos del otro, de <}ualquier naturaleza que 
ella fuese* 

Puede también la alianza proponerse un fin pa- 
úficot por ejemplo : Ift conservación de la neutra- 
lidad. La Sajita-Alianza de 1815, firmada en Pa^^ 
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ris entre los soberanos de Busia, Prusía y AtiB«> 
tria, es un tipo de alianzas pacificas. 

§. 78. — TREGUAS. 

Tregua es la suspensión jeneral de la guerra, 
hecha por un tiempo mas ó menos dilatado. Guan- 
do esta suspensión es parcial ó por un breve es- 
pacio de tiempo, como las que se hacen para en- 
terrar los muertos después de un combate, ó pari^ 
una conferencia entre los jefes, se llama armisticio 
ó suspensión de armas. Ambas denominaciones sue- 
len emplearse indistintamente. La tregua no pue- 
de ajustarse sino por el soberano 6 con especial 
autorización suya; los armisticios pueden estipu- 
laorse por los jefes del ejército. La tregua y el ar- 
misticio no suspenden el estado de guerra, sino 
solo sus efectos; ambos deben publicarse, y es cos- 
tumbre fijaj^ términos para la suspensión de las 
hostilidades. Cuando asi se hace, ed necesario in- 
demnizar los perjuicios que resultan al enemigo 
de la infracción de la tregua. Si los perjuicios son 
inferidos por los particulares, deben hacer éstos 
la reparación, si tuvieron conocimiento de la tre- 
gua; mas, si la ignoraron por culpa de las autori- 
dades, deben ser éstas las responsables. Las tre- 
guas ó armisticios obHgan á las partes á abste- 
nerse de toda bostiUdad y aun de toda empresa 
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militar á que el enemigo liabria deseado y podido 
oponerse, si la tregua no existiese. La conclusión 
del armisticio tiene lugar después de una notifi- 
cación hecha por una de las partes, y seguida de 
un término. Una verdadera tregua no se clif eren- 
cía de la paz, sino en que aquella deja indecisa la 
cuestión que dio motivo á la guerra. El derecho 
de postUminio queda suspenso durante ella. 

Dice Phillimore : durante la tregua, pueden los 
. enemigos, salva especial prohibición, pasar y re- 
pasar sobre cada uno de los otros territorios; pero 
el derecho de postliminio no tiene efecto durante 
ella, porque ese derecho está únicamente funda- 
do en el estado de guerra ^ y la tregua suspende to- 
do acto de aquella, y deja las cosas in statu quo; 
no pudiendo por lo mismo, los prisioneros reco- 
brar, durante ese tiempo, su anterior estado de li- 
bertad. 

Idéntica es la opinión de Grocio y Vattel. 

§. 74. — CAprruLAcioKES. 

Uno de los arreglos militares de mayor impor- 
tancia es la capitulación de un ejército ó plaza, que 
se rinde á la fuerza enemiga. Ella se hace ordi- 
nariamente eütre los jefes de ambos ejércitos, 
quienes conciertan los términos en que ha de ren- 
dirse la plaza 6 ejército: ptcra que sea válida, ea 
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menester que los jefes contratantes no exedan las 
facultades de que, por la naturaleza de su mando, 
se les debe suponer revestidos; asi, pueden resol- 
ver acerca de la posesión y no de la propiedad de 
la plaza tomada, pueden convenir acerca de la 
manera en que serán tratados los habitantes, pero 
no ofrecer la paz deñnitiva á nombre del sobera- 
no, etc. 

§. 75. — SALVO-OONDUGTOS, PASAPORTES Y 
SALVA-GÜABDUS. 

Los salvo-conductos, pflsaportes y licencias, son 
documentos concedidos, durante la guerra, para 
protejer las propiedades ó las personas, contra la 
acción jeueral de las hostilidades. Mas propiamen- 
te' se llama licencio, la concedida para las merca- 
derías ú objetos muebles; pasaporte, el que se con- 
cede en tiempo de paz, á personas que no tienen 
inconveniente particular para transitar, y que lo 
obtienen solo por mayor seguridad; y ««/ro-conduc- 
to, el que se da, durante la guerra, á individuos 
que sin él, no podrían transitar, por ejemplo: un 
enemigo ó el acusado de un deUto político. Este 
último se concede no solo á las personas, sino 
también á las propiedades, para eximirlas do cap- 
tura. El salvo-conducto se hmita á las personas, 
efectos, tiempos y lugares especificados en él; sin 
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embargo, se supone comprender el equipaje de la 
persona á quien se da y la comitiva proporciona- 
da á su clase; lo cual no da derecho para traer en 
esta, desterrados, fujitivos 6 personas sospecho- 
sas. El soberano puede revocarlo aun antes de 
cumplirse el término, pero dando al portador la 
libertad de retirarse. 

Salva-guardia es un piquete de soldados desti- 
nados á protejer algún lugar, casa ó personas que 
el invasor quiere sustraer á los eskagos de la 
guerra, sea gratuita ú onerosamente. La tropa 
empleada en este servicio debe ser inviolable para 
el enemigo. 

También se llama salva-guardia^ la orden de 
protección ó garantía escrita, que algún jefe de 
ejército da para preservar esos lugares ó personas, 
de las hostilidades, de la guerra. Jeneralmente se 
refieren á iglesias, bibliotecas y monumentos pú- 
blicos, 6 á propiedades de amigos ó neutrales. 

§. 76. — CÁETELES. 

Los carteles son convenciones hechas por losbe- 
lijerantes con el objeto de determinar y reglar las 
relaciones que tratan de dejar subsistentes; asilos 
cuarteles comprenden estipulaciones relativas á co- 
ttiunioaciones verbales ó por escrito, correos^ trom- 
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petas parlamentarios, salvo-oonduotos, comeroia, 
canje y rescate de prisioneros, etc. — ^En cuanto á 
los carteles para el canje de prisioneros, es deno^ 
tar que ya no es costumbre exijir rescates, sino d 
canje de hombre por hombre, y grado por grado; 
aunque se ha visto á veces ajustarse un saldo en 
dinero para compensar la diferencia de número 6 
grado. 

Adviértase que los prisioneros lo son del Esti^ 
do y no de la persona ó personas ante quien se 
rindan. 

§. 77. — TRATADO DE PAZ. 

Los tratados de paz son preUminarea 6 definiti^ 
vos. El deseo de poner pronto término á las hos- 
tUidades ha hecho adoptar los primeros, en los 
cuales jeneralmente se consignan los puntos mas 
esenciales, dejando lo demás para el definitivo. La 
facultad de estipular la paz, así como la de hacer 
la guerra, corresponde al soberano, y su ejercicio 
se regla por la constitución de cada pais. El tra- 
tado de paz es forzosamente obligatorio para la 
nación, si d gobierno se ha sujetado en él á las fa* 
cultades de que estuvo revestido; igual obligación 
existe si el hecho de haber traspasado aquel sus 
facultades no ocasiona gran perjuicio á la nación, 
y es debido ú la necesidad de evitar algoa pdi^o 



ó un mal mayor, que amenazaba a ésta; ó cuando 
no existiendo estas causales ü otras igualmente 
plausibles, no protesta ó reclama ella contra el 
abusó, por si misma, ó por medio de sus repre- 
sentantes; su adquiescencia tácita por algún tiem- 
po sanaría los vicios del tratado. Este no deja de 
ser obligatorio porque lo haya celebrado una auto- 
ridad ilejitima ó usurpadora, si ella tiene la pose- 
sión aparente del poder y no ataca en él los de- 
rechos esenciales de la nación, en cuyo caso, po- 
dría ser declarado nulo. 

El Derecho Político de algunas partes de Eu- 
ropa, favorece, 4 este respecto, la amplitud del po- 
der de los gobernantes. En Francia, por ejemplo: 
las facultades del emperador en sus relaciones con 
el extranjero, no eran menos extensas en el modo 
de ejercerse, que en principio. Dueño de estipu- 
lar los tratados y encargado de proveer á su eje- 
cución, gozaba de un poder que escapaba á todas 
las previsiones y trabas de la lejislacion. Se sos- 
tenia esa práctica, alegando ser indispensable que 
el jefe del Estado pudiera defenderlo por todos 
los medios imajinables. Un ejemplo reciente de 
ese poder se encuentra en la cesión de la Lom- 
bardia hecha en Julio de 1869, por el emperador 
de Austría en favor del de Francia, y trasmitida 
por éste al rey de Cerdeña. 

La amnistía ú olvido de lo pasado, va implícita 
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en todo tratado de paz, si ella no se estipula es- 
presamente. 

Los aliados participan de la paz, y en jeneral 
ninguno de ellos puede negociarla sin el consenti- 
miento de los otros. 

Ordinariamente se fija como base de las nego- 
ciaciones, una disposición fundHmental; ya sea, la 
posesión tal, cual era antes de la guerra {statu quo 
ante hellum)^ ó cual se encuentra á tiempo de la 
paz ( vil possidetü ); ó ya sea el empleo de las com- 
pensaciones jenerales. 

Finalmente, un tratado de paz puede romperse, 
por la infracción de «Iguna de sus cláusulas, ó por 
su inobservancia. La demora voluntaria en su 
cumplimiento importa una violación. Si el infrac- 
tor se somete á la pena estipulada, subsiste el tra- 
tado. La conducta de los subditos no lo infrinje, 
sino cuando el soberano la autoriza ó deja impu- 
ne. La conducta de un aliado no es imputable al 
otro, si éste no toma parte en ella. 




FIN. 
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